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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-2463-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Manuel Calderón Calderón

Asociación Consejo Indígena de Salitre


	01-03-11
	ORGANIZACIÓN DE LAS COMUNIDADES INDIGENAS

-Artículo 3 del Reglamento a la Ley Indígena

La norma señala que para el ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 2 de la Ley Indígena, las comunidades indígenas adoptarán la organización prevista en la ley número 3869 de la Asociación Nacional de Asociaciones de Desarrollo de la Comunidad y su Reglamento. Considera el recurrente que hay una obligación impuesta por  vía reglamentaria, pues se les impone a las comunidades indígenas a organizarse como asociaciones, violando con ello todos los convenios internacionales sobre el tema.

 

	11-2542-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Vargas Cambronero
	02-03-11
	NOMBRAMIENTO DE INTERINOS POR DECRETO

-Decreto Ejecutivo número 36320-MP-MTSS del 10-12-2010. Publicado en La Gaceta número 248 del 22-12-2010.

Se acusa que se pretende ingresar al régimen de Servicio Civil a gran cantidad de interinos que no cumplen con los requisitos de ley. Se señala que pretenden dar un trato especial a un grupo de funcionarios, dejando sin posibilidad de participar a muchos otros costarricenses. 



	11-2634-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Trina Atwel Cavaría 
	03-03-11
	OMISION LEGISLATIVA

Se impugna la omisión de la Asamblea Legislativa de aprobar los “Convenios sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores, llamado el Convenio de la Haya y la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores” sin crear una ley de procedimiento, obligando que los casos sean resuelto vía judicial únicamente. 



	11-2670-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario E. Cerna González
	04-0311
	AUMENTO DE TOPE PARA COMPRAS EN GOLFITO

-Alcances de la reforma a la Ley 7012 del 04 de noviembre de 1985, operada por ley 8813 del 23 de abril del 2010.

La reforma permite que todo costarricense o extranjero que compre en Golfito, pueda gastar hasta $1000 dólares, los cuales son acumulativos si se une con un familiar y debe permanecer 24 horas en el lugar. Acusa que es una violación al principio de igualdad porque no se dan iguales beneficios que si sale a  Panamá a comprar. 



	11-2680-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Fernando Ortíz Mata
	04-03-11
	MEDICIÓN DE RUIDOS Y GACES DE MOTOCICLETAS

-Artículo 122 punto 2 del inciso c) de la Ley de Tránsito.

La norma impugnada señala que se Prohíbe que los vehículos automotores, cualquiera que sea su tipo o tamaño, provoquen ruido, gases y humo que excedan de los límites establecidos en los siguientes incisos: c)            Los niveles máximos admisibles de ruido emitido por el escape de los vehículos en condición estática, serán los siguientes: 2)            Para las bicimotos, las motocicletas, los microbuses y los vehículos cuyo peso bruto sea entre tres coma cinco (3,5) toneladas métricas y ocho (8) toneladas métricas, es de 98 dB (A). 

Se acusa que con esta medición se toma a las motocicletas como automotores livianos, lo cual no es correcto.  

	11-2747-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Lachner Guier

Asociación Cámara Costarricense de Hoteles


	07-03-11
	PRESCRIPCIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA

-Artículo 47 de la Ley Reguladora de todas las Exoneraciones vigentes. No. 7293

-Artículos 7 y 14 de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico. No. 6990.

Se acusa que las normas impugnadas extienden indefinidamente en el tiempo el poder punitivo de la Administración Tributaria, sin que haya lugar a la prescripción. 



	11-2760-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	07-03-11
	TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON CHINA

-Aprobación del Tratado de Libre Comercio entre la República de Costa Rica y la República Popular China. Expediente Legislativo No. 17.672



	11-2876-0007-CO

*

Consulta Legislativa


	Carmen María Muñoz Quesada y otros diputados
	09-03-11
	TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON CHINA

-Aprobación del Tratado de Libre Comercio entre la República de Costa Rica y la República Popular China. Expediente Legislativo No. 17.672



	11-2940-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gilberth Brown Young

Sindicato de Trabajadores Sindicato de Trabajadores Petroleros Químicos y Afines, 

(SITRAPEQUIA y 

Sergio Saborío Brenes.

Confederación de  Trabajadores FERUM Novarum


	11-03-11
	NOMBRAMIENTO DE MUJERES EN JUNTAS DIRECTIVAS DE SINDICATOS

Artículo 3 de la Ley 8901. Publicada en La Gaceta No. 251 del 27 de diciembre del 2010, en cuanto reforma los artículos 345, 347 y 358 del Código de Trabajo.

La norma señala que en la elección de la Junta Directiva de los sindicatos, de las federaciones o confederaciones, deberán garantizar la representación paritaria de ambos sexos. Considera el recurrente que esto limita la libertad de asociación y el derecho de autodeterminación. 



	11-2954-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Santos Lara García
	11-03-11
	BENEFICIARIOS EN SEGUROS DE VEHÍCULOS

-Artículo 59 inciso ch) de la Ley de Tránsito

-Artículo 26 2.1.5 del Reglamento Interno al Seguro Obligatorio de Vehículos. 

Ambas normas señalan que será beneficiario del seguro la madre biológica o madre de crianza y en su defecto únicamente el padre biológico, excluyendo al padre de crianza. 

 

	11-2948-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz. 


	11-03-11
	COMISO EN CASOS DE CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Artículo 110 del Código Penal. 

El delito produce la pérdida en favor del Estado de los instrumentos con que se cometió y de las cosas o valores provenientes de su realización, o que constituyan para el agente un provecho derivado del mismo delito salvo el derecho que sobre ellos tengan el ofendido o terceros. Se consulta sobre la constitucionalidad del comiso en los delitos de conducción temeraria contemplados en el artículo 254  bis del Código Penal. 



	11-3068-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Luis Gutiérrez Soto
	14-03-11
	SUSPENSIÓN DEL REMATE EN CASOS DE DENUNCIA PENAL

-Artículo 11 de la Ley de Cobro Judicial número 8.624

La norma señala que cuando sea formulada la acusación por el Ministerio Público o se presente querella por falsedad del documento base de la ejecución hipotecaria o prendaria, el remate no se aprobará mientras no esté resuelto el proceso penal. Quedará a opción del oferente mantener o no la propuesta, cuando al efectuarse el remate no se tenga conocimiento de la existencia del proceso penal. El accionante considera que esperar a que haya acusación por parte del Ministerio Público es limitar el acceso a la justicia. 



	11-3272-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alfredo Núñez Gamboa y otro
	17-03-11
	CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Artículo 254 bis del Código Penal.

La norma se impugna en cuanto señala que se impondrá prisión de 1 a 3 años, a quien conduzca  bajo la influencia de bebidas alcohólicas, cuando la concentración de sangre sea de 0,75 por cada litro de sangre. Señala el recurrente que la influencia de alcohol en la sangre no se puede diferenciar de la incorporada al cuerpo por medios distintos como: tratamientos médicos inhalación de alcohol volátil o inhalación de alcohol de vapor.



	11-3462-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Christia María Ocampo Baltodano
	22-03-11
	MODIFICACIÓN DE CONTRATO DE PRESTAMO POR DECRETO EJECUTIVO
- Decreto Ejecutivo Número 34434-H-J. Reglamento Operativo del Programa de Regularización del Catastro y Registro. Publicado en el Diario Oficial La Gaceta Numero 68 del 08 de abril del 2008. 

Señala la recurrente que Costa Rica suscribió un convenio de préstamo con el BID, en donde se comprometió a mejorar la seguridad jurídica de los derechos sobre la propiedad inmueble. Se acusa que mediante la ley, no se prevé la elaboración de Planes Reguladores de la Zona Marítimo Terrestre en la Provincia de Guanacaste; no obstante, mediante el decreto impugnado, se suscribió un "contrato modificatorio" en ese sentido, sin que haya pasado por aprobación de la Asamblea Legislativa, modificando así el objeto del empréstito decretado como Ley No. 8154.



	11-3530-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Mateo Quintavalle
Tres Mil Ochocientos Cuarenta y  Tres S.A.


	23-03-11
	SUSPENSION DE PROCESO CIVIL POR PROCESO PENAL PENDIENTE NO OPERA PARA POSEEDORES DE BUENA FE
-Artículo 202 inciso 2 del Código Civil

-Artículo 36 inciso a) de la Ley de Cobro Judicial. No. 8624 del 01-11-2007.

-Artículo 161 del Código Procesal Civil.

El artículo 202 del Código Civil señala que todo proceso civil se suspenderá cuando se ha iniciado un proceso penal que vaya a influir en el mismo. No obstante, señala el accionante que la norma es omisa, pues la suspensión no señala expresamente que la suspensión opere de oficio o a gestión de parte, cuando se trata de un poseedor de buena fe, sólo se le permite acceso a la parte actora o demandada en el proceso civil. 



	11-3544-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Leiva Poveda
	23-03-11
	REGLAMENTO DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
- Reglamento de Abstenciones para funcionarios de la Contraloría General de la República. Publicado en La Gaceta 152 del 08-08-2003. 

Se acusa que el reglamento impugna omite efectuar audiencias, que desarrollen el Principio Democrático y particularmente, el del Estado Participativo, en donde además, se excluye el adelanto de criterio como causal de abstención y recusación. 



	11-3529-0007-CO
Consulta Legislativa
	Marielos Alfaro Murillo y otros
	23-03-11
	PORTEO
Reforma al Código de Comercio. Ley número 3284 del 30 de abril de1964 y de la Ley Reguladora de Servicio Público de Transporte Remunerado de personas en vehículos modalidad taxi, número 7969 del 22 de diciembre de 1999. Expediente Legislativo número 17.674  



	11-3415-0007-CO
Consulta Legislativa


	Carlos Góngora Fuentes y otros
	21-03-11
	LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS
-Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. Expediente legislativo número 16.679



	11-3582-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Dennis Janik
	24-03-11
	AMENAZAS CONTRA LA MUJER
-Artículo 27 de la Ley de  Penalización de Violencia contra las Mujeres. No. 8589

La norma señala que quien amenace con lesionar un bien jurídico de una mujer o de su familia o una tercera persona íntimamente vinculada, con quien mantiene una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años. El accionante considera que la norma es un tipo abierto. 



	11-3623-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Mariano Castillo Bolaños
	25-03-11
	REQUISITO DE AUTENTICACIÓN ANTE EL TSE Y LA SALA CONSTITUCIONAL
-Artículo 113 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. 

-Artículo 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.

Las normas impugnadas exigen para la presentación de escritos dirigidos al Tribunal Supremo de Elecciones o el Registro Civil y las acciones de inconstitucionalidad presentadas ante la Sala Constitucional, como requisito, la autenticación por parte de un abogado, o por el Jefe de la Oficina Regional, o por la autoridad política del domicilio del gestionante.



	11-3576-0007-CO
Consulta Legislativa


	Juan Carlos Mendoza y otros
	24-03-11
	LEY DEL CONTRATO DE SEGUROS
Ley Reguladora del Contrato de Seguros. Expediente Legislativo No. 16.304



	11-3707-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	William Granados Lacayo
	28-03-11
	HONORARIOS DE PERITOS EN EL PODER JUDICIAL
-Tabla de Actualización de Honorarios de Peritos, establecida por el Consejo Superior del Poder Judicial del 03 de setiembre del 2009. Riega a partir d el 01 de enero del 2010. Publicada en el Boletín Judicial número 29 del 11 de febrero del 2010.

Se acusa que la Tabla Peritos del Poder Judicial es diferente a la establecida en el Decreto Ejecutivo 32909, publicada el 20 de febrero del 2008. Estima el accionante que con esto se menoscaba la labor de estos profesionales, pues se hace una clasificación genérica, sin distingo de especialización. 



	11-3712-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Ramón Fausto Barrantes Cascate y otros
Sindicato Industrial de Trabajadores Agrícolas Ganaderos Anexos de Heredia y otros


	28-03-11
	NOMBRAMIENTO DE MUJERES EN JUNTAS DIRECTIVAS DE SINDICATOS
Ley 8901. Publicada en La Gaceta No. 251 del 27 de diciembre del 2010, en cuanto reforma los artículos 345, 347 y 358 del Código de Trabajo.

La normativa señala que en la elección de la Junta Directiva de los sindicatos, de las federaciones o confederaciones, deberán garantizar la representación paritaria de ambos sexos. Además se faculta a los extranjeros a formar parte de la Junta Directiva de los sindicatos, contrario a lo que expresamente señala la Constitución Política. Considera el recurrente que esto limita la libertad de asociación y el derecho de autodeterminación. 



	11-3730-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	José María Villalta Florez-Estrada
	28-03-11
	PERFORACIÓN DE POZOS
-Artículos 9, 10, 11, 12, 15, 17, 20 y 29 del Decreto Ejecutivo No. 35884 -MINAET, "Reglamento de Perforación del Subsuelo para la Exploración y

Aprovechamiento de Aguas Subterráneas. Publicado en La Gaceta número 88 del 07 de mayo del 2010. 

-Decreto Ejecutivo número 35882-MINAET."Reglamento de Registro de Pozos sin Número y Habilitar el Tramite de Concesión de Aguas Subterráneas. Publicado en La Gaceta número 88 del 07 de mayo del 2010.

-Artículo 3 del Decreto Ejecutivo No. 35870-S-MINAET "Reglamento de Concesiones de Agua Marina para Desalinización. Publicado en La Gaceta número 69 del 12 de abril del 2010.

Se cuestiona que las normas impugnadas permitan la perforación de pozos y la realización de aprovechamientos sobre las aguas subterráneas de dominio público, prescindiendo de los estudios técnicos que, de acuerdo con la ley y nuestra jurisprudencia constitucional debe realizar el Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA), desconociendo su criterio vinculante, aplicando el silencio positivo e, incluso, eliminando el requisito de viabilidad ambiental en el caso de pozos perforados ilegalmente. 



	11-3738-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Francisco Rodríguez Mora
	28-03-11
	PROYECTO DE LEY DE FECUNDACIÓN IN VITRO
- Se cuestiona la omisión de las autoridades costarricenses, para defender la vida humana ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y solicita que se obligue a la Presidenta de la  República el retiro de la corriente legislativa del proyecto de “Ley sobre Fecundación in Vitro y Transferencia Embrionaria”, que se tramita bajo el expediente número 17.900 del 22 de octubre de 2010. Publicado en La Gaceta Nº 216 de lunes 8 de noviembre de 2010. 



	11-3765-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Emilio Rodríguez Rodríguez
Taxis Unidos Aeropuerto Juan Santamaría S.A.


	29-03-11
	REVOCATORIA DE CONCESIÓN O PERMISO DE TAXI
-Artículo 41 inciso m) de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Número 7593 del 09-08-1996.

La norma señala que una de las causales para la revocatoria de la concesión o permiso de taxi serán “otras causales establecidas en la ley”. El accionante considera que la norma viola el principio de legalidad, seguridad jurídica, y tipicidad de las normas sancionadoras en materia administrativa, pues no es clara en la conducta, en tanto remite genéricamente a la ley para la determinación de la conducta. 



	11-3825-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Jeannette Cyrman
	30-03-11
	DETERMINACIÓN DE RENTA LIQUIDA GRAVABLE
-Artículos 124 y 116 b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

Se acusa que las normas impugnadas establecen una delegación de potestades tributarias reservadas a la ley, a la Dirección General de Tributación Directa, así como la ausencia de criterios objetivos para el ejercicio de la facultad fiscalizadora, lo que a juicio de la recurrente provoca que se pueda crear una determinación tributaria, contraria a la capacidad contributiva del contribuyente, al extremo de considerarse confiscatoria. 



	11-3846-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Rocío Aguilar Montoya
Contralora General de la República


	30-03-11
	PERSONALIDAD JURIDICA INSTRUMENTAL DE UTN
-Artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional (UTN). Publicado en La Gaceta 124 del 28-06-10.

La norma impugnada establece que las sedes de la Universidad Técnica Nacional serán órganos desconcentrados en grado máximo y contarán con personería jurídica para administrar los recursos que se les asignen. La Contraloría señala que el otorgamiento de personalidad jurídica instrumental se debe hacer por ley. Se estima además que se violenta el principio de reserva de ley, el principio de legalidad,  de rendición de cuentas, evaluación de resultados,  el ordenamiento de control y fiscalización superior de la Hacienda Pública, representado por los principios de unidad presupuestaria y gestión financiera.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-001245-0007-CO

Voto 2011-002693
	02-03-11
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Valverde Alvarado en contra del FONDO DE RETIRO DE AHORRO Y PRÉSTAMO DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL Y LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL (C.C.S.S.), ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 3 Y CONCORDANTES DEL REGLAMENTO DEL FONDO DE RETIRO DE LA CCSS . Se rechaza de plano la acción.-

	11-001766-0007-CO

Voto 2011-002694
	02-03-11
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de Tibás, Jorge Antonio Salas Bonilla en contra del PÀRRAFO PRIMERO DEL ARTÌCULO 12 DE LA LEY DE IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES, NO. 7509 DE 9 DE MAYO DE 1995. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-

	10-016007-0007-CO

Voto 2011-002695
	02-03-11
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Geovanni Villalobos Brenes en contra del INCISO 8) DEL ARTÍCULO 48 DEL CÓDIGO DE FAMILIA, LEY NO. 5476 DE 2 DE DICIEMBRE DE 1973. Se rechaza por el fondo la acción.-

	08-014693-0007-CO

Voto 2011-002698
	02-03-11
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Acuerdo del Consejo de Gobierno N° 1 y 2 de la Sesión 92 del 18/04/2008, Artículo 29 de la Ley General de Administración Pública y Artículo 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad respecto de los artículos 29 de la Ley General de la Administración Pública, 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y  1° del Acuerdo No. 92 del Consejo de Gobierno de 18 de abril de 2008. En cuanto al artículo 2° del Acuerdo del Consejo de Gobierno No. 92 de 18 de abril de 2008, estese el accionante a lo resuelto por este Tribunal Constitucional en la Sentencia No. 2010-12299 de las 14:45 hrs. de 21 de julio de 2010. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-

	07-010806-0007-CO

Voto 2011-002699
	02-03-11
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Gabriela Ávila Jones en contra del Artículo 39 del Código de Minería (Ley 6797), 2 del Decreto 33777-MINAE, 135 y 159 del Reglamento al Código de Minería. Se declara sin lugar la acción, en cuanto al artículo 39 del Código de Minería y el artículo 2 del Reglamento para la extracción de materiales de canteras y cauces de dominio público por las municipalidades. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-

	10-010483-0007-CO

Voto 2011-002700
	02-03-11
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Alex López Umaña, Ariela Córdoba Benavides, Carlos Jiménez Garita en contra del Artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de la Ley de Carrera Docente, Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P- del 29 de setiembre de 1975. Se adiciona la parte dispositiva del Voto No. No. 2023-2010 de las 14:54 hrs. de 2 de febrero de 2010, por lo que debe leerse de la siguiente manera: Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el artículo 34, párrafo segundo, del Reglamento a la Ley de la Carrera Docente (Decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 de febrero de 1972) que dice lo siguiente: Para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. Sin embargo, la elaboración de las bases y promedios ponderados para la selección previa, tanto del personal propiamente docente como del personal técnico y administrativo docente, estará a cargo de Jurados Asesores de la Dirección General; en lo demás se declara sin lugar. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma reglamentaria declarada inconstitucional, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial, reséñese en el Diario Oficial de la Gaceta. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Notifíquese personalmente al Ministro de Educación Pública. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a todas las partes interesadas. El Magistrado Mora pone nota. Los Magistrados Cruz, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-

	08-012174-0007-CO

Voto 2011-002701
	02-03-11
	A las quince horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a),de la Reguladora de la Jurisdicción Contencionso Administrativa y otras normas. No ha lugar a las gestiones formuladas.-

	08-012806-0007-CO

Voto 2011-002702
	02-03-11
	A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Informática y Computación en contra del Artículo 15 de la Ley 7537 del 7 de setiembre de 1995. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "con un siete por ciento (7%), como mínimo, de los miembros activos del Colegio", contenida en el artículo 15 de la Ley No. 7537 de 22 de agosto de 1995, Ley del Colegio de Profesionales en Informática y Computación. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.- Los Magistrados Mora, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-

	10-017429-0007-CO

Voto 2011-003049
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Luis Alberto Rodríguez Espinoza, Walter Daniel Alvarado Muñoz en contra del artículo 161 inciso 1) del Código Penal. No ha lugar a la gestión formulada.-

	10-008251-0007-CO

Voto 2011-003050
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Ángel Aguilar Bermúdez en contra de los Artículos 15 a 18 de la Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas y 12 del Reglamento de la Fiscalía de ese Colegio. Se rechaza de plano la acción.-

	11-002404-0007-CO

Voto 2011-003051
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Christopher Rodrigo Badilla Sánchez en contra de los artículos 32 inciso c) y 134 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-011857-0007-CO

Voto 2011-003052
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Harbottle Chinchilla en contra los artículos 13 inciso a.1 de la Ley del Impuesto sobre la Renta,  15 del Reglamento de la Ley, Decreto N° 18445-H  y 125 inciso b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley N° 4755. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-011438-0007-CO

Voto 2011-003053
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Adrián Fernández Rodríguez en contra del Artículo 2 del Reglamento para la Afiliación de los Trabajadores Independientes de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	11-000851-0007-CO

Voto 2011-003054
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Financiera Desyfin Sociedad Anónima en contra del artículo 42 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.  Se rechaza de plano la acción.-

	11-002634-0007-CO

Voto 2011-003055
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Trina Atwell Chavarría en contra del contra de la omisión del Derecho de Familia Costarricense de no establecer un recurso ulterior en los procesos de restitución internacional de menores y la sentencia número 1002-10 de las once horas del veintidós de julio del dos mil diez dictada por el Tribunal de Familia. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017021-0007-CO

Voto 2011-003056
	09-03-11
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bernán Luis Salazar Ureña en contra de la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte, referente a la interpretación del artículo 205 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso.-

	10-015212-0007-CO

Voto 2011-003057
	09-03-11
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexis Artavia González en contra del artículo 34 inciso c) de la Ley de Control Interno de la Contraloría General de la República, el artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y varios artículos del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-

	09-006753-0007-CO

Voto 2011-003075
	09-03-11
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de Escazú en contra del Párrafo Primero de la Ley de Impuesto Sobre Bienes Inmuebles, Ley No. 7509 del 09-05-95. Se declara sin lugar el recurso.-

	10-004048-0007-CO

Voto 2011-003076
	09-03-11
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Camilo Saldarriaga Jiménez y Matías Villagra Morales en contra del Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. Se  declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Notifíquese.-

	08-008326-0007-CO

Voto 2011-003077
	09-03-11
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Bernardo Roberto Cruz Durán en contra del Artículo 34 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el inciso g) del artículo 34 del Estatuto de Servicio Civil, por violar los derechos fundamentales a la seguridad social, a la solidaridad, a la salud y al trabajo. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	11-002542-0007-CO

Voto 2011-003287
	11-03-11
	A las once horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bernal Francisco Vargas en contra del DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 36320-MP-MTSS. Se rechaza de plano la acción. -

	11-002876-0007-CO

Voto 2011-003172
	11-03-11
	A las diez horas con un minuto. Consulta Legislativa. Carmen María Muñoz Quesada, Víctor Emilio Granados C., Martín Monestel Contreras, María de los Angeles Alfaro, Carmen Granados Fernández, José Rodríguez, José María Villalta Florez-Estrada, Claudio Monge P., Juan Carlos Mendoza y Rita Chaves Casanova en lo referente al Proyecto de “Aprobación del Tratado de Libre Comercio entre la República de Costa Rica y la República Popular China” expediente legislativo 17672. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 11-002760-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	11-001159-0007-CO

Voto 2011-003298
	15-03-11
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Cabécar de Talamanca, José Francisco Morales Fernández en contra de los Artículos 1 y 112 del Código de Minería, No. 6797 de 4 de Octubre de 1992. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto.-

	11-001905-0007-CO

Voto 2011-003601
	18-03-11
	A las trece horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Montero Lean en contra del inciso k) del artículo 131 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, ley número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-005132-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-

	10-011567-0007-CO

Voto 2011-003602
	18-03-11
	A las trece horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Viviana Aguilar Álvarez en contra DEL ARTÍCULO 5 DE LA LEY DE COMPENSACIÓN POR PAGO DE PROHIBICIÓN ECONÓMICA POR CONCEPTO DE PROHIBICIÓN, Y LOS ARTÍCULOS 5 Y 9 DEL REGLAMENTO PARA EL PAGO DE COMPENSACIÓN ECONÓMICA POR CONCEPTO DE PROHIBICIÓN. Se rechaza de plano la acción.-

	11-001727-0007-CO

Voto 2011-003603
	18-03-11
	A las trece horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Hugo Bolaños Hernández en contra del PRIMER PÀRRAFO DEL INCISO 2) DEL ACUERDO MUNICIPAL NO. 1, ARTÌCULO IV, SESIÒN ORDINARIA NO. 21 DEL CONCEJO MUNICIPAL DE SAN JOSÈ. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-001766-0007-CO

Voto 2011-003604
	18-03-11
	A las trece horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de Tibás, Jorge Antonio Salas Bonilla en contra del PÀRRAFO PRIMERO DEL ARTÌCULO 12 DE LA LEY DE IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES, NO. 7509 DE 9 DE MAYO DE 1995. No ha lugar a la gestión formulada.-

	10 -016033-0007-CO

Voto 2011-003605
	18-03-11
	A las trece horas con treinta y dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, en lo referente a la resolución número 4176-2010 de las once horas treinta minutos del ocho de noviembre de dos mil diez, dictada dentro del expediente número 10-000294-1001-LA, que es proceso de conocimiento de Alexander Rodríguez Vargas contra Manolo Bogantes Bolaños y la Municipalidad de Turrialba. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	10 -002789-0007-CO

Voto 2011-003953
	23-03-11
	A las dieciocho horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federación Metropolitana de Municipalidades de San José, Unión Nacional de Gobiernos Locales, y Federación de Municipalidades de Guanacaste en contra de los artículos 5 párrafo 5) y 5.3 b) de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria, número 8114 del cuatro de julio del dos mil uno; 4, 6, 12 a), 8, 9, 10, 11, 14, 17, 31 al 45, 48 y 52 del Reglamento sobre el manejo, normalización y responsabilidad para la inversión pública en la red vial cantonal, Decreto Ejecutivo número 34624-MOPT del veintisiete de marzo del dos mil ocho; 10 bis párrafo 2) 12 y 13 de la Ley de Impuestos sobre Bienes Inmuebles, número 7509 del nueve de mayo de mil novecientos noventa y cinco; 75 de la Ley de Construcciones, número 833 del dos de noviembre de mil novecientos cuarenta y nueve; 48 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, número 6043 del dos de marzo de mil novecientos setenta y siete, 50, 51 y 51 bis del Reglamento a la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, Decreto Ejecutivo 7841-P del dieciséis de diciembre de mil novecientos setenta y siete; 14 párrafo 3) del Reglamento a la Ley para el Desarrollo y Ejecución del Proyecto Turístico Golfo de Papagayo, Decreto Ejecutivo número 25439-MP-TUR del veintisiete de agosto de mil novecientos noventa y seis. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -001625-0007-CO

Voto 2011-003792
	23-03-11
	A las quince horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Antonio Martín Sanabria en contra de los artículos 114 del Código Procesal Civil y 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -001683-0007-CO

Voto 2011-003793
	23-03-11
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mariano Castillo Bolaños en contra de los artículos 114 del Código Procesal Civil y 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -002127-0007-CO

Voto 2011-004272
	30-03-11
	A las quince horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Claudia Salazar Castro en contra del ARTÍCULO 122 DE LA NORMATIVA DE RELACIONES LABORALES DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -008796-0007-CO

Voto 2011-004284
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Rojas Marín en contra de los ARTÍCULOS 106, 107, 115 Y 116 DEL REGLAMENTO AUTÓNOMO DE SERVICIO DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ NÚMERO 26095-J. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la impugnación del artículo 115 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Paz. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción.-

	10 -016125-0007-CO

Voto 2011-004285
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Chariscal, Sociedad Anónima en contra del artículo 95 del Reglamento de Prestación de Servicios del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -003272-0007-CO

Voto 2011-004286
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo Núñez Gamboa en contra el artículo 254 bis del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -000499-0007-CO

Voto 2011-004287
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johel Rodon Portieles en contra del artículo 32 inciso 1, apartado c), de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres, y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11 -000538-0007-CO

Voto 2011-004288
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alamar Jesús Alpízar Torrres en contra de los artículos 32 inciso c) y 134 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres, y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11 -001456-0007-CO

Voto 2011-004289
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Patricia Benavides Chaverri en contra del artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	11 -001545-0007-CO

Voto 2011-004290
	30-03-11
	A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Rodríguez Vargas en contra de los artículos 100 y 100bis de la Ley de Contratación Administrativa, en relación con el artículo 215 del Reglamento de Contratación Administrativa, reformado por Decreto Ejecutivo N° 33411-H "Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa". Se rechaza de plano la acción.-

	11 -001911-0007-CO

Voto 2011-004293
	30-03-11
	A las quince horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Gerardo Mora Ordóñez en contra del artículo 30 del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación del tiempo Extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería. Se deniega el trámite a esta acción.-

	10 -015584-0007-CO

Voto 2011-004295
	30-03-11
	A las quince horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela en lo referente al proceso para la revisión de la sentencia promovido por Juan Carlos Castro Porras, conocido como Papa, mayor, cédula de identidad número 1-722-046 y vecino de Alajuela, hijo de Mayra Porras Gómez y Jose Luis Castro Arroyo,  contra la resolución número 456-2007 de las catorce horas del once de setiembre de dos mil siete, dictada por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela. No ha lugar a la gestión formulada.-

	11 -000866-0007-CO

Voto 2011-004300
	30-03-11
	A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Helberto Moreira González en contra del párrafo segundo del artículo 30 inciso j) del Código Procesal Penal, reformado por ley número 8146 de 30 de noviembre de 2001, publicado en la Gaceta número 227 de 26 de noviembre de 2001. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10 -011490-0007-CO

Voto 2011-004329
	30-03-11
	A las dieciséis horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  JOSÉ JOAQUÍN PORRAS CONTRERAS, JOSÉ MARIA VILLALTA FLOREZ ESTRADA, MARTIN ALCIDES MONESTEL CONTRERAS, RITA CHAVES CASANOVA, SINDICATO DE INGENIEROS Y PROFESIONALES DEL I.C.E.(SIICE) en contra del ACUERDO MUTUO SUSCRITO ENTRE EL PODER EJECUTIVO Y EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE) PARA LA EXTINCIÓN PARCIAL DE CONCESIONES PARA EL USO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO OTORGADAS AL ICE, suscrito a las diez horas del dieciocho de diciembre del dos mil nueve. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada infracción a los artículos 11,41 y 121 inciso 14 de la Constitución Política. En los demás extremos se rechaza de plano. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y le dan curso a la acción por la violación al principio de Reserva de Ley respecto del Convenio que extingue las Concesiones del Espectro Radioeléctrico otorgado por el ICE.-

	08 -010660-0007-CO

Voto 2011-004330
	30-03-11
	A las dieciséis horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. INS Valores Puesto de Bolsa, Sociedad Anónima en contra de los artículos 157 incisos 5) y 6) y 158 incisos 2) y 3) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, número 7732, por estimar que son contrarios a los artículos 11, 33, 39 y 41 de la Constitución Política, así como a los principios constitucionales del debido proceso que se derivan de esas norma. Esténse los accionantes a lo resuelto en: 1) El expediente número 08-006355-0007-CO en relación con el art.157.6 y 158.2 de la Ley impugnada, donde se consideró que dichas normas no eran inconstitucionales. 2) La resolución número 2006-013329 en relación con el art.158.3 de la Ley impugnada. En lo demás, sobre la inconstitucionalidad del art.157.5 y sobre el alegato de violación al principio de igualdad, se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-15314-007-CO
	Ramón Luis Rodríguez Vindas contra el artículo 23 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. No. 7509 del 09 mayo de 1995.

Resolución de las 9:33 minutos del 10 de febrero del 2011

Boletín judicial 047, 048, 049 del 08, 09 y 10 de marzo del 2011.

	CREACIÓN DEL ORGANO DE NORMALIZACIÓN TECNICA PARA LA DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO DE BIENES INMUEBLES

La norma señala que“(…) En todo el país el porcentaje del impuesto será de un cuarto del uno por ciento (0,25 %) y se aplicará sobre el valor del inmueble registrado por la Administración Tributaria (…)”. El recurrente considera que es inconstitucional, dado que impone a las Municipalidades de todo el país una única tasa de impuesto, con lo cual impide a las corporaciones atender los intereses locales de cada cantón, según sus necesidades. Alega que no existe un margen entre un mínimo y un máximo de tasa, en el cual la Municipalidad pueda ejercer su autonomía de gobierno. Además, el hecho de que los valores sobre los cuales se deba aplicar la tasa sean los registrados ante la Administración Tributaria, hace que se afecte la autonomía municipal, pues se privilegian estos por sobre los registrados en cada una de las corporaciones.

	11-01598-007-CO
	Carlos Luis Avendaño Calvo, representante del Partido Restauración Nacional contra el artículo 68 del Código Electoral. Ley No. 8765 del 19 de agosto del 2009.

Resolución de las 08:11 horas del 15 de febrero del 2011

Boletín judicial 047, 048, 049 del 08, 09 y 10 de marzo del 2011.

	CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE PARTIDOS POLITICOS

La norma señala que con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no participen o no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código. A juicio del recurrente, la norma cuestionada lesiona el principio de pluralismo político, el derecho de las minorías y el principio democrático, en el tanto la intervención o participación activa en la política nacional, no se reduce a las elecciones. Aduce que la norma impugnada favorece abiertamente a los partidos mayoritarios, dejando sin representación a diversos grupos minoritarios de la sociedad, cuyos partidos son los que enfrentan más dificultades económicas y, subsecuentemente, de organización y funcionamiento, que les impide en muchos casos participar en todos los procesos electorales o tener éxito en los que participan. De otra parte, señala que el artículo 68 del Código Electoral impone una sanción automática sin que exista una trasgresión de ninguna prohibición o incumplimiento de alguna obligación jurídica. Destaca que la cancelación de la inscripción de una partido político es una medida o sanción que debería imponerse, previa observancia del debido proceso y del ejercicio del derecho de defensa, por causales graves, debidamente tipificadas, es decir, por la comisión de conductas prohibidas por el ordenamiento. 

	10-15319-007-CO
	Jorge Woodbridge González contra Ley 8801 "Ley General de transferencia de competencias del Poder Ejecutivo a las Municipalidades" del  28 de abril del 2010, publicada en el Alcance número 7 de la Gaceta número 85 del 4 de mayo del 2010. Además, para que la Sala Constitucional interprete de manera armónica el  artículo 170 constitucional y su Transitorio Único, de conformidad con la potestad que le otorga el artículo 1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.

Resolución de las 09:44 horas del 24 de febrero del 2011

Boletín judicial 053, 054, 055 del 16, 17 y 18 de marzo del 2011.

	LEY DE  TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS DEL PODER EJECUTIVO A LAS MUNICIPALIDADES

Considera el accionante que la ley impugnada incurre en los vicios de incompetencia y exceso de poder legislativo, pues el constituyente autorizó la emisión de leyes particulares que establecieran las competencias a trasladar y la respectiva cobertura financiera, y no la emisión de una ley marco que regulara la transferencia de tales competencias del Poder Ejecutivo a los entes municipales, porque eso era innecesario. El constituyente manifestó su voluntad de que la transferencia de competencias del Poder Ejecutivo a los entes municipales autorizada en el artículo 170 constitucional se hiciera mediante leyes con un contenido material específico: competencias administrativas trasladadas a los entes municipales y montos para financiarlas, sin embargo, la ley recurrida no regula los contenidos materiales establecidos en el artículo 170 de la Constitución y su Transitorio Único, sino que contempla una serie de regulaciones sobre la materia que no están ni expresa ni implícitamente autorizadas en las disposiciones constitucionales citadas por lo que incurre en el vicio de exceso de poder legislativo. Además, existe vicio de exceso del poder legislativo en el artículo 9 inciso b) de la Ley 8801, en el que se exceptúa la transferencia de competencias en lo concerniente a educación y salud, pese a que el artículo 170 y el Transitorio Único no excluyen ninguna materia de la transferencia de competencias administrativas del Poder Ejecutivo a los entes municipales. Igualmente, el artículo 3 inciso b), dedicado a los “Principios del Proceso de Transferencias”, que define el principio de complementariedad” roza el 170 de la Constitución Política, que no autoriza que, como resultado del proceso de transferencia de competencias, se establezcan competencias de ejercicio concurrente entre la Administración Central y las administraciones locales. Considera que no es admisible un mecanismo de transferencia que permita al Poder Ejecutivo conservar, con respecto a las corporaciones con menor techo competencial, las competencias declaradas trasladables, pues esto frustraría el efecto deseado por el Constituyente derivado, sea la gradual reducción de la esfera de competencia del Ejecutivo. Además, los incisos  c) y e) del artículo 3 violan el principio de igualdad ante la ley, pues trata a sujetos ubicados en diferentes situaciones de hecho en forma igual, con lo cual crea asimetrías injustificadas, alega que el artículo impugnado debió haber autorizado una distribución desigual de los recursos a transferir según las necesidades y capacidad de cada Municipalidad. Sobre la pretensión de que la Sala interprete el artículo 170 de la Constitución Política y su Transitorio Único. Señala que existe una evidente contradicción entre el artículo 170 constitucional y su Transitorio Único, en el sentido de que el mandato constitucional contenido en el artículo 170 para el Poder Ejecutivo, de traspasar a las Municipalidades junto con las competencias trasladadas, una parte de los ingresos ordinarios del Presupuesto Ordinario de la República cada vez, implica necesariamente la existencia real de una partida en el Presupuesto Ordinario a favor de aquel órgano estatal por un monto que sea suficiente para atender la competencia a trasladar por parte de las Municipalidades, así como los costos reales que implica el traslado. 

	11-2274-007-CO


	María Teresa Salas Ruiz contra el artículo 15 del Reglamento del Fondo de Pensiones y Jubilaciones para los miembros del Benemérito Cuerpo de Bomberos de Costa Rica, No. 8863 de 2 de noviembre de 2007

Resolución de las 08:52 horas del 03 de marzo del 2011
Boletín judicial 057, 058, 059 del 22, 23 y 24 de marzo del 2011.

	VIUDAS O EX COMPAÑERAS DE BOMBEROS PIERDEN PENSION EN CASO NUEVA RELACIÓN

La norma se impugna en cuanto condiciona a las viudas de un pensionado al amparo del citado Fondo, el mantenimiento del beneficio, a que no contraigan nuevas nupcias o bien constituyan una unión de hecho con otra persona, trato que califica como discriminatorio. Argumenta la promovente que  es ilegítimo que se le impida disfrutar de la pensión que le fue otorgada por viudez, por el solo hecho de haber contraído nuevas nupcias, pues como ser humano tiene un derecho incondicionado de compartir o elegir un compañero sin que ello le genere alguna consecuencia negativa. Insiste en que todo ser humano tiene derecho a elegir si quiere compartir su vida y sexualidad con una pareja o no, por lo que ningún derecho debe ser limitado o suprimido por esa decisión. Enfatiza que la Sala Constitucional, por medio de la sentencia No. 2010-13704 de las 14:35 hrs. de 18 de agosto de 2010, declaró con lugar otra acción de inconstitucionalidad, similar al presente.

	11-1888-007-CO


	Álvaro Bernal Ramírez Ulate contra los artículos 209, 210 y 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Resolución de las 7:58 horas del 04 de marzo del 2011

Boletín judicial 058, 059, 060 del 23, 24 y 25 de marzo del 2011.

	APELACIÓN DE RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL

Argumenta el recurrente, que de conformidad con dichos numerales, como denunciante, le está vedada la posibilidad, dentro del procedimiento administrativo, de impugnar la resolución definitiva dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial que, eventualmente, absuelva a los denunciados. Apunta que, en cambio, a estos últimos, sí se les faculta para tal. 



	10-12968-007-CO
	Ana Gabriela Salazar Borbón contra el artículo 71 inciso 5), último párrafo de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional.

Resolución de las 16:40 horas del 01 de marzo del 2011
Boletín judicial 058, 059, 060 del 23, 24 y 25 de marzo del 2011.

	REQUISITOS PARA REMATE DE PROPIEDADES HIPOTECADAS

La norma dispone: “5) Para participar en remates judiciales no es necesaria la presencia de gerentes o apoderados judiciales del Banco, pudiendo hacerlo -aparte de sus personeros- los abogados, a quienes se les haya encargado la dirección profesional del asunto de que se trate, siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido. Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo.” (lo subrayado es lo impugnado). Alega la accionante que la norma es inconstitucional en cuanto dispone que en los remates judiciales en que participen Bancos, la subasta no se podrá realizar si el respectivo personero o abogado director del Banco no está presente. Estima que tal disposición lesiona los principios de igualdad, debido proceso y acceso a la justicia pronta y cumplida, establecidos en los artículos 33, 39 y 41 de la Constitución Política pues somete la realización del remate – y con ello la terminación del proceso y la recuperación de la deuda-,  a la actuación de un tercero, sin que las otras partes del proceso accionar para continuar con el mismo. 

	11-002410-007-CO
	Luis Alonso Agüero Umaña, para que se declare inconstitucional artículo 122 inciso c) punto 2) de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas.

Resolución de las 16:58 horas del 01 de marzo del 2011
Boletín judicial 058, 059, 060 del 23, 24 y 25 de marzo del 2011.

	MEDICIÓN DE RUIDOS Y GACES DE MOTOCICLETAS

-Artículo 122 punto 2 del inciso c) de la Ley de Tránsito.

La norma impugnada señala que se Prohíbe que los vehículos automotores, cualquiera que sea su tipo o tamaño, provoquen ruido, gases y humo que excedan de los límites establecidos en los siguientes incisos: c)            Los niveles máximos admisibles de ruido emitido por el escape de los vehículos en condición estática, serán los siguientes: 2)            Para las bicimotos, las motocicletas, los microbuses y los vehículos cuyo peso bruto sea entre tres coma cinco (3,5) toneladas métricas y ocho (8) toneladas métricas, es de 98 dB (A). 

Se acusa que con esta medición se toma a las motocicletas como automotores livianos, lo cual no es correcto.  


	11-1185-007-CO
	Guillermo Sanabria Ramírez, Presidente de la Cámara de Patentados de Costa Rica, contra el párrafo segundo del artículo primero del Decreto Ejecutivo número 36304-S-MINAE.

Resolución de las 08:04 horas del 07 de marzo del 2011
Boletín judicial 058, 059, 060 del 23, 24 y 25 de marzo del 2011.

	PERMISOS DE FUNCIONAMIENTO. REGLAMENTO DE AGUAS RESIDUALES

La norma se impugna en cuanto impone una medida que el accionante considera irrazonable y desproporcionada al determinar 30 metros cúbicos para establecer la exoneración a los comercios del reporte de aguas operacionales. Considera que la disposición no tiene sentido toda vez que el vertido de aguas es doméstico y no contrae ninguna contaminación. Por otra parte, considera que no es posible que una soda, bar o restaurante tenga caudales inferiores a 30 metros cúbicos mensuales. Estima que además se lesiona el derecho al trabajo y a la libertad de comercio, en el tanto el Reporte Operacional -como requisito para obtener el Permiso Sanitario de Funcionamiento-, implica erogaciones que oscilan entre los ochenta y  los cien mil colones. Por último, alega la violación al artículo 33 constitucional debido a que considera que existe discriminación en los trámites de exoneración de los negocios afiliados por el hecho de tener un vertido de más de 30 metros cúbicos de agua, a pesar de que se trata del vertido de aguas ordinarias al igual que el de las aguas residenciales, y otros negocios no indicados en la exoneración, lo cual estima un trato desigual entre iguales. 

	10-10380- 0007-CO
	Felipe Rodríguez Barrantes, para que se declare inconstitucional el inciso 2), del artículo 19 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.
Resolución de las 12:22 horas del 09 de marzo del 2011
Boletín judicial 061, 062, 063 del 28, 29 y 30 de marzo del 2011.

	DEVALUACIÓN DEL MONTO DE PENSIÓN CUANDO EL PATRONO NO PAGA LAS COTIZACIONES A LA CCSS

-Artículo 19 Numeral 2, párrafo primero, y párrafo segundo, del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Se acusa que existe una devaluación en el monto de la pensión, por cuanto el Patrono omitió cancelar las cotizaciones, y la CCSS no las tomó en cuenta a la hora de determinar el monto de la pensión, ni vigiló en su momento, la actuación omisa del Patrono. Por el reconocimiento tardío el monto de la pensión del accionante, se ha devaluado.  



	10-10617-007-CO
	Alexander Muñoz Campos y Marianela Aguilar Rodríguez, contra el Transitorio de la Reforma al Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología y Trabajo Social de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Resolución de las 13:55 horas del 08 de marzo del 2011
Boletín judicial 061, 062, 063 del 28, 29 y 30 de marzo del 2011.

	NOMBRAMIENTOS EN PROPIEDAD EN LA CCSS

La norma se impugna en cuanto establece que para optar por un puesto en propiedad el profesional interino debe contar con el requisito de los cinco años establecidos en el inciso a), y de ese total al menos dos deben haber sido cumplidos en forma estable en el mismo centro de trabajo donde se encuentra el código vacante señalado en el inciso b), lo que vulnera el derecho a la estabilidad laboral, porque prolonga  más allá de un plazo prudencial y razonable, el interinazgo de numerosos profesionales, algunos de los cuales tienen más de diez años de trabajar ininterrumpidamente. Además, la norma vulnera el principio de igualdad, pues discrimina a los trabajadores que por alguna circunstancia no han podido ocupar el mismo código, aún cuando tienen varios años de trabajar para la institución. Asimismo, se alega que la norma es contraria al principio de razonabilidad, al establecer un plazo de dos años en el mismo código, que resulta excesivo, arbitrario y contrario a lo dispuesto en el Estatuto de Servicio Civil. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	039
	24 de febrero del 2011
	Sentencia 2010-18965

Expediente 10-01696-0007-CO. A las trece horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Doris Gutiérrez Carrera en contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción planteada.- En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso d) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-



	058
	23 de marzo del 2011
	Sentencia 2010-15723

Expediente 05-14531-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elia Rosa Wong Dijeres en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades Por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. Se adiciona y aclara la sentencia número 2010-004462 de las catorce horas treinta minutos del tres de marzo del dos mil diez, en el sentido de que sus efectos son a partir del dictado de la sentencia, excepto para el caso que sirvió de base a la acción, en donde los efectos son retroactivos a partir de la vigencia de la norma anulada.-



	059
	24 de marzo del 2011
	Sentencia 2010-14772

Expediente 09-17354-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Manuel Bonilla Villalobos en contra del Decreto Ejecutivo número 29957-G del 26-10-2001. Se rechazan las solicitudes de coadyuvancia por extemporáneas a folios 96, 100 y 106 del expediente. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo No. 29957-G del 26 de octubre de 2001. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las prácticas agrícolas que actualmente se realizan al amparo del decreto ejecutivo impugnado, pero tendrán una vigencia de un año a partir del momento en que se notifica la presente sentencia, una vez vencido el plazo dado deberá cesar dicha actividad en su totalidad. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	061
	28 de marzo del 2011
	Sentencia 2008-06052

Expediente 07-09001-0007-CO. A las dieciséis horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfonso Santamaría Porras y otros en contra del Decreto Ejecutivo número 33769-S. Por mayoría, se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y, en consecuencia, se anula el Decreto Ejecutivo número 33769-S del 25 de abril de 2007, que reforma el inciso 2) del artículo 15 del Decreto Ejecutivo número 32833-S del 3 de agosto de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Mora y González salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-


	061
	28 de marzo del 2011
	Sentencia 2010-04462

Expediente 05-14531-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elia Rosa Wong Dijeres en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan, por inconstitucionales,  las siguientes frases del artículo 7 del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial: "de conformidad con el artículo 80 del Código de Trabajo, cuando un servidor, en propiedad o interino se encuentre incapacitado por un periodo superior a tres meses (...) y su no ejercicio, que deberá razonarse siempre no podrá exceder del tiempo en que procede el tiempo de subsidios de acuerdo con el Reglamento del Seguro Social. En el caso de servidores interinos, la potestad conferida por esa norma deberá ser ejercitada a más tardar seis meses después de que se venció la incapacidad (...)". En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a partir del momento establecido en el voto 18356-2009 de las catorce horas y veintinueve minutos del dos de diciembre del dos mil nueve, en la que se declaró la inconstitucionalidad del artículo 80 del Código de Trabajo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	045-046-047
	04-07-08 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01357

Expediente 09-16632-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rosario Salazar Delgado en contra del Artículo 144 inciso a) del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-



	045-046-047
	04-07-08 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01356

Expediente 09-00482-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Soto Vega en contra del Artículo 13 de la Ley de Impuestos sobre la Renta. Se admite la coadyuvancia de Christian Merlos Cuaresma, en su condición de Apoderado Especial Judicial del licenciado Franklin Morera Sibaja. Se declara SIN LUGAR la acción.-



	045-046-047
	04-07-08 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01354

Expediente 10-01782-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexander David Wong Fernández, Cristina González Collado en contra del Artículo 106 inciso c) del Código de Familia. Se declara sin lugar la acción.-



	047-048-049
	08-09-10 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01355

Expediente 10-05376-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Ester Barboza Araya en contra del Artículo 27 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. Ley No. 3504 del 10 de mayo de 1965, publicada  en la Gaceta número 117 del 26 de mayo de 1965. Se declara sin lugar la acción.-



	047-048-049
	08-09-10 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01361

Expediente 06-07779-0007-CO. A las nueve horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales, Rodrigo Castillo Escalante en contra de loa Actos dictados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, sobre la Conformación de las Comisiones Permanentes Especiales y Especiales. Se declara PARCIALMENTE CON lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, identificados con los números 02-06-07 y 06-06-07 tomados en las sesiones del 22 y 23 de mayo del 2006, en lo que respecta a la conformación de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos y la Comisión Permanente Especial de Turismo para el periodo 2006-2007. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria para que la inconstitucionalidad declarada no afecte la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. En lo demás se declara SIN lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	047-048-049
	08-09-10 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01650

Expediente 09-11979-0007-CO. A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Banca Promérica S.A. en contra del Inciso a) del Artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y, en consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de la norma que se anula, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo que establecen los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria, de manera que, con excepción del caso concreto que sirve de base a esta acción, respecto del cual la retroactividad es de principio, se consideran de buena fe los tributos cobrados e ingresados a la caja de la Municipalidad antes de la publicación en el Boletín Judicial del primer aviso de interposición de este proceso. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Municipalidad de Heredia. Notifíquese.-



	047-048-049
	08-09-10 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01654

Expediente 09-18320-0007-CO. A las quince horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Tunatun Internacional de Costa Rica Sociedad Anónima en contra de la Interpretación auténtica de la Ley No. 3416 del 03 de octubre de 1964. Artículo único, que hace la interpretación del artículo 968 del Código de Comercio. Se declara sin lugar la acción.-



	047-048-049
	08-09-10 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-01655

Expediente 08-06164-0007-CO. A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Centrocel Inc S.A. en contra del Artículo 38 del Reglamento General de Contratación Administrativa  Decreto Ejecutivo número 33411-H. Se declara sin lugar el recurso.-



	058-059-060
	23-24-25 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-02702

Expediente 08-12806-0007-CO. A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Informática y Computación en contra del Artículo 15 de la Ley 7537 del 7 de setiembre de 1995. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "con un siete por ciento (7%), como mínimo, de los miembros activos del Colegio", contenida en el artículo 15 de la Ley No. 7537 de 22 de agosto de 1995, Ley del Colegio de Profesionales en Informática y Computación. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.- Los Magistrados Mora, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	058-059-060
	23-24-25 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-02698

Expediente 08-14693-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Acuerdo del Consejo de Gobierno N° 1 y 2 de la Sesión 92 del 18/04/2008, Artículo 29 de la Ley General de Administración Pública y Artículo 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad respecto de los artículos 29 de la Ley General de la Administración Pública, 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y  1° del Acuerdo No. 92 del Consejo de Gobierno de 18 de abril de 2008. En cuanto al artículo 2° del Acuerdo del Consejo de Gobierno No. 92 de 18 de abril de 2008, estese el accionante a lo resuelto por este Tribunal Constitucional en la Sentencia No. 2010-12299 de las 14:45 hrs. de 21 de julio de 2010. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-



	058-059-060
	23-24-25 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-02699

Expediente 07-10806-0007-CO. A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Gabriela Ávila Jones en contra del Artículo 39 del Código de Minería (Ley 6797), 2 del Decreto 33777-MINAE, 135 y 159 del Reglamento al Código de Minería. Se declara sin lugar la acción, en cuanto al artículo 39 del Código de Minería y el artículo 2 del Reglamento para la extracción de materiales de canteras y cauces de dominio público por las municipalidades. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-



	058-059-060
	23-24-25 de marzo del 2011
	Sentencia 2011-02700

Expediente 08-10483-0007-CO. A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Alex López Umaña, Ariela Córdoba Benavides, Carlos Jiménez Garita en contra del Artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de la Ley de Carrera Docente, Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P- del 29 de setiembre de 1975. Se adiciona la parte dispositiva del Voto No. No. 2023-2010 de las 14:54 hrs. de 2 de febrero de 2010, por lo que debe leerse de la siguiente manera: Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el artículo 34, párrafo segundo, del Reglamento a la Ley de la Carrera Docente (Decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 de febrero de 1972) que dice lo siguiente: Para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. Sin embargo, la elaboración de las bases y promedios ponderados para la selección previa, tanto del personal propiamente docente como del personal técnico y administrativo docente, estará a cargo de Jurados Asesores de la Dirección General; en lo demás se declara sin lugar. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma reglamentaria declarada inconstitucional, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial, reséñese en el Diario Oficial de la Gaceta. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Notifíquese personalmente al Ministro de Educación Pública. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a todas las partes interesadas. El Magistrado Mora pone nota. Los Magistrados Cruz, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-
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AMBIENTE 

4207-11. ÁREAS PROTEGIDAS. MODIFICACIÓN DE LOS LIMITES DEL REFUGIO NACIONAL DE VIDA SILVESTRE SAN LUCAS. Manifiesta el recurrente que  los recurridos segregaron y excluyeron de los límites del Refugio Nacional de Vida Silvestre Isla San Lucas, una porción terrestre insular y una porción marina, cuyas coordenadas se describen en el mismo decreto, con lo cual establecieron un régimen jurídico especial  aplicable a los espacios segregados, por medio del cual le otorgaron la administración de éstos a la Municipalidad de Puntarenas  y le encomendaron al Instituto Costarricense de Turismo la elaboración de un Plan Maestro de Desarrollo Turístico Sostenible, para ser aplicado en el área de administración municipal en lugar  del Plan de Manejo del Refugio. Establece que la exclusión de una porción terrestre y otra marina del refugio nacional de vida silvestre Isla San Lucas, mediante acto del Poder Ejecutivo y sin contar con los estudios técnicos que justifiquen tal medida, vulnera el principio de legalidad y orden jerárquico, así como el derecho constitucional a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. En este caso concluye la Sala que un tipo de turismo rural de bajo impacto ecológico respetuoso de la normativa ambiental, resulta compatible con el Derecho de la Constitución Política que fija los objetivos culturales, entre ellos: proteger las bellezas naturales, conservar y desarrollar el patrimonio histórico, y cuyo valor se potencia en el acceso que pueda tener de él la población. Establece que serían cuestionables constitucionalmente si se realizaran obras que no tuvieran en cuenta los regímenes de protección vigentes en la Isla, como la construcción de obras de infraestructura de gran envergadura, dado que la vigencia del régimen como área protegida implicaría un cambio sustancial al uso de suelo, y no por las obras humanas que existieron mucho antes de la declaratoria de la Isla como Área Silvestre Protegida y de patrimonio histórico-arquitectónico. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en los términos establecidos en la sentencia No. 2010-13099. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contenciosos administrativo. CL Parcial.

4174-11. CENTRO RECREATIVO. SE ORDENA REGULACIÓN Y FISCALIZACIÓN DEL RECURSO HÍDRICO EN EL CENTRO TURÍSTICO TERMO MANÍA EN BAGACES. Alegan los recurrentes que la empresa recurrida construyó un lago y piscinas comerciales en la quebrada y nacientes La Hornilla, sin que para ello contara con estudios de impacto ambiental, ni estudios bacteriológicos, además de que se realizó un desvío ilegal de las aguas. Sostienen que así lo han denunciado ante las autoridades recurridas, emitiendo el Director del Departamento de Aguas  algunas medidas cautelares, pero aún cuando no se cumplen, las autoridades no han hecho nada al respecto. Establecen que el  uso y desviación de tales aguas causa grandes perjuicios a otros concesionarios de la zona, sin que las autoridades intervengan a favor del orden público. Señalan que el centro turístico Termo Manía está operando un zoológico sin  ningún tipo de control biológico ni veterinario y además sin permisos legales. Mencionan que dicho centro comercial cuenta con una patente de licores que opera ilegalmente, la cual le fue otorgada por la Municipalidad de Bagaces, aún cuando el negocio está situado a cincuenta metros de  una escuela. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y al Director de la Dirección de Agua de ese Ministerio, disponer lo necesario, en el ámbito de sus competencias, para que en los dos meses siguientes a la notificación de esta sentencia se adopten resoluciones concretas de regulación y fiscalización del recurso hídrico en el lugar, empleando sus potestades de regulación y ejecución para obligar a los particulares involucrados a apegarse a lo que se decida. También se ordena al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, disponer lo pertinente para que se verifique, de inmediato, las condiciones en que se encuentran las especies de vida silvestre en el centro turístico Termo Manía y se adopten las medidas necesarias para su protección. En cuanto se impugna la concesión de una patente de licores al establecimiento Termo Manía, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
4200-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA EN EL LICEO EDGAR CERVANTES DE HATILLO. Menciona el recurrente que el  Director del Liceo  recurrido está incumpliendo lo señalado en los oficios DARH-100-09 y DARH-126-09, en los cuales el Ministerio de Salud solicita al Director del Colegio recurrido abstenerse de realizar actividades fuera de aquellas que se encuentran dentro del calendario escolar y en horario permitido, y aquellas que causen contaminación sónica, con el fin de velar por los derechos fundamentales de los vecinos. En el presente asunto, estima la Sala que existe  una falta al deber de cumplimiento por parte del Área Rectora de Salud de Hatillo, pues no consta en el expediente prueba contundente que demuestre que dicha autoridad procedió con la realización de las mediciones de contaminación sónica necesarias para determinar si el ruido provocado por las actividades realizadas en el Colegio recurrido, sobrepasan o no los límites establecidos en la reglamentación nacional e internacional para una convivencia saludable con los vecinos que pueden estarse viendo afectados. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Hatillo,  llevar a cabo las mediciones sónicas necesarias, durante horas lectivas, así como en actividades fuera del horario de clases, para determinar si las mismas están dentro de los rangos permitidos y de no ser así tomar las medidas pertinentes para solucionar el problema, en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL

3727-11. PLAYAS. SE ORDENA LIMPIEZA DE PLAYA EN PUNTARENAS. Alega el recurrente que en Puntarenas se otorgó permiso para realizar los carnavales de Puntarenas en el mes de febrero de dos mil once. Manifiesta que los recurridos incumplen una serie de deberes como la limpieza de la playa, entre el sector del parque marino y el Hospital Monseñor Sanabria. Aducen que el sistema de alcantarillado está colapsado, que existen botaderos de basura clandestinos, que el balneario está sucio, al igual que las acequias, entre otros problemas de esta índole que podrían generar brotes de bacterias o epidemias. Estima que ante las deficiencias en la higiene de la provincia, el evento en mención podría poner el peligro la integridad física de las personas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En cuanto al problema de alcantarillado de la Provincia de Puntarenas, esténse las partes, a lo resuelto en la sentencia 2010-004595 de las diez horas once minutos del cinco de marzo de dos mil diez y 2011-002165 de las dieciséis horas y cero minutos del veintitrés de febrero del dos mil once.  Además, se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, cumplir a cabalidad con el cronograma presentado al Área Rectora de Salud de Puntarenas, mediante oficio UTGV-0040-2011, el cual debe estar concluido en el mes de diciembre del dos mil once.  En cuanto a la limpieza de las playas de los sectores de El Cocal, y el sector del Hospital Monseñor Sanabria y el Parque Marino, las sequias y los botaderos clandestinos, se le ordena cumplir con la misma en el plazo de 6 meses, en caso de no haberse realizado en su totalidad. Por otro lado, se le ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Puntarenas, darle seguimiento a las limpiezas antes señaladas, así como al cumplimiento del cronograma para la limpieza del alcantarillado, de los tragantes y la colocación de parrillas en los mismos; y por último, mantener informado a este Tribunal sobre los avances de las acciones antes mencionadas. CL

3746-11. PERMISOS. CONTENEDOR CON ENFRIADOR DE CARNES FUNCIONA SIN PERMISO SANITARIO. Alega el recurrente que presentó una denuncia ante el Ministerio de Salud, debido a que en el  sector barrio el Silencio de Turrialba justamente en un taller se ubicó un contenedor donde supuestamente se almacena  pollo. Indica que el improvisado enfriador de carnes fue instalado en el suelo haciéndole un cimiento de concreto, que produce mucho ruido por tener un motor estacionario tipo diesel que trabaja día y noche. Indica que se apersonó a la Municipalidad e hizo la consulta del permiso de ubicación del contenedor de pollo, donde se le manifestó que lo habían denegado, sin embargo, a la fecha, no se ha hecho nada para solventar el problema denunciado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Área de Salud de Turrialba, Región Central Este, del Ministerio de Salud,  al Alcalde Municipal del Cantón de Turrialba, y a la Directora General del Servicio Nacional de Salud Animal, que adopten inmediatamente las medidas necesarias a fin de ejecutar el cierre del negocio de almacenamiento de pollo que realiza el recurrido, mientras no posea los permisos contemplados en el ordenamiento jurídico para realizar esa actividad mercantil. CL

3766-11. PERMISOS. SE OTORGAN PARA CONSTRUCCIÓN DE CONDOMINIO EN TRES RÍOS DE LA UNIÓN. Refieren los recurrentes que en el distrito de San Ramón de La Unión, comenzaron las obras para construir un para  edificar viviendas en condominio. Destacan que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental le otorgó la viabilidad ambiental, con base en una Declaración Jurada de Compromisos Ambientales, esto por un plazo de dos años. Indican que se gestionó la prórroga de la viabilidad, sin embargo, la Secretaría la denegó y actualmente el proyecto no cuenta con la viabilidad debidamente aprobada.  Mencionan que en la propiedad donde se está ejecutando el proyecto, existe un manantial permanente protegido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
3828-11.PERMISOS. OTORGAMIENTO DE PERMISO PARA QUEMA DE CAÑA EN TACARES DE GRECIA Menciona el recurrente que residen en la Urbanización Montisel, ubicada en La Garita de Alajuela, y sufren el problema de contaminación por las quemas de caña de azúcar en pie, las cuales se realizan desde hace mucho tiempo en lugares vecinos a su residencia como es Tacares de Grecia, y que por efecto del viento las cenizas y el humo se expanden a kilómetros de distancia. Menciona que las autoridades recurridas, ante sus múltiples gestiones, no han tenido la voluntad para realizar acciones efectivas con tal de solucionar el problema de contaminación, pues las quemas se siguen realizando igual que siempre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra, a la Directora de la Rectoría de la Salud Central Norte, y al Director del Área Rectora de Salud Alajuela 2, todos del Ministerio de Salud, así como a Ministra, y al Director de la Región Central Occidental, ambos del Ministerio de Agricultura y Ganadería,  que procedan de forma inmediata y coordinada a adoptar las medidas necesarias para fiscalizar y verificar que las quemas de caña autorizadas por el Ministerio de Agricultura y Ganadería en la zona de Tacares de Grecia se realicen con estricta observancia de lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo 35368-MAG-S-MINAET y demás normativa aplicable, a fin de minimizar o mitigar su impacto negativo para el medio ambiente y para la salud de la población. CL 
3951-11. PERMISOS. ORDEN DE CUMPLIR VIABILIDAD AMBIENTAL EN DESCARGA DE ACEITE DE EMBARCACIONES EN PUNTARENAS Y CALDERA. Acusa el recurrente que en el Puerto de Caldera y en el Muelle Grande de Puntarenas Centro, los barcos de bandera extranjera, mercantes y los de turismo atracan y descargan en promedio por barco, aproximadamente veinticinco mil litros de aceite quemado. Establece que todos estos litros contienen un alto grado de contaminación y sin la comprobación rigorosa del riesgo de propagación de enfermedades, especialmente las aguas residuales que se descargan se efectúan casi sin controles correspondientes por parte de las autoridades administrativas del Estado. Indica que la descarga de dichos líquidos  se realiza por medio de cisternas sin ningún tipo de supervisión, control, cotejo, trámite de importación y nacionalización, o requerimientos fiscales por parte del Estado y de los órganos competentes en la materia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Esparza, Región Pacífico Central del Ministerio de Salud, al Jefe de la Oficina Subregional Esparza, Orotina, del Área de Conservación Pacífico Central, Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, al apoderado general con representación legal y judicial del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, y al Ministro a.i. de Obras Públicas y Transportes, que adopten, de manera conjunta, las acciones pertinentes a fin de que la empresa Monhs Oil Company, Sociedad Anónima, cumpla con la viabilidad ambiental ante la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, sin ordenar la suspensión de la actividad comercial. CL

3950-11. ÁREAS PROTEGIDAS. SE ORDENA HACER ESTUDIOS PARA ADJUDICACIÓN DE AGUAS EN SÁMARA. Indica el recurrente que el suministro de agua para consumo de los habitantes del distrito de Sámara de Nicoya, depende de una cuenca hidrográfica ubicada en las montañas de su rumbo norte, jurisdicciones cantonales de Hojancha y Nicoya. Establece que hace algún tiempo una transnacional, captó unas dieciséis fuentes de agua en las alturas de los poblados de Santo Domingo y Buenos Aires de Sámara, canalizándolas por un ducto cerrado hasta la cima de un mirador en el poblado de Santo Domingo, y así formó un lago artificial. Refiere que ha acudido ante los funcionarios recurridos, y hasta la fecha no se ha solucionado el problema de la falta de agua potable en el lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de la Dirección de Aguas del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, disponer y coordinar las acciones necesarias para que los estudios indispensables que dicen falta realizar en este caso se concluyan en los dos meses siguientes a la notificación de esta sentencia y, concluidos, en caso de que resulten positivos, se adjudiquen, con respeto y prelación del derecho de los habitantes de la zona a contar con servicio de agua potable, permanente y suficiente, durante todo el año, incluida la época seca. Además se ordena a los funcionarios mencionados Director a.i. del Área de Conservación Tempisque, informar al actor, de inmediato, del estado de su gestión, presentada el 20 de julio de 2009 en el Área de Conservación Tempisque y en la Presidencia Ejecutiva del A y A y el Departamento de Aguas el 29 de julio de 2009, y contestarla, expresamente, una vez que se defina la adjudicación de aguas a la que se refiere este caso. CL

3744-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES DE PROYECTO HABITACIONAL CONTAMINAN RÍO AQUIARES EN TURRIALBA. Acusa el recurrente que la planta de tratamiento del proyecto habitacional Carmen Lyra fue abandonada por todas las autoridades encargadas, lo cual trae como consecuencia que las aguas negras se apantanen y contaminen el río Aquiares. Estima esta Sala que  efectivamente  se pudo constatar la falta de coordinación entre las autoridades recurridas a pesar de que cada una de ellas, dentro del ámbito de sus competencias, tienen asignadas funciones que deben estar dirigidas a proteger el ambiente, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso, y se le ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; a la Directora del Área Rectora del Ministerio de Salud en Turrialba; al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto Potable y Alcantarillado Carmen Lyra de Turrialba; y al Alcalde Municipal de Turrialba; que dentro del plazo de tres meses definan una respuesta final a la disposición de aguas negras y residuales del proyecto habitacional Carmen Lyra, y adopten -cada uno dentro del ámbito de sus competencias- las medidas que sean necesarias para poner a derecho y en funcionamiento la planta de tratamiento de aguas residuales y darle una solución integral al problema de alcantarillado sanitario y tratamiento de las aguas negras, debiendo concluir las obras que se estime necesarias en los doce meses posteriores a la elaboración del plan integral. Asimismo, se les ordena, en caso de dejar su puesto, poner en conocimiento de sus sucesores esta sentencia y los plazos que ella fija, e informar a esta Sala sobre las actuaciones ordenadas. CL

3307-11. CONTAMINACIÓN. POR ESTACIONAMIENTO DE AUTOBUSES. Acusa la recurrente que la empresa recurrida estaciona sus autobuses a una distancia de cuatro metros de su casa de habitación, por lo que debe soportar el humo, ruido y olor a gasolina y aceite quemado que los automotores producen. Reclama que pese a haber denunciado esta situación ante las autoridades recurridas, a la fecha, no se le ha dado una solución efectiva a su problema. En este caso concluye la Sala que el Área Rectora de Salud de Hatillo ha omitido su deber de fiscalización del cumplimiento del compromiso asumido por la empresa denunciada, siendo que el estudio perimetral de marras constituye un medio técnico para determinar si el funcionamiento de la empresa representa un peligro para la salud de la amparada y su familia, procediendo declarar con lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Hatillo, inmediatamente, adoptar las medidas dentro del ámbito de su competencia para hacer cumplir las recomendaciones del informe No. RRCS-URS-1659 de 10 de agosto de 2010 de la Unidad Rectoría de la Salud, de modo que se le exija al Consorcio de Transportes Cooperativos Metrocoop R.L. rendir el resultado del estudio perimetral ahí señalado. Asimismo, en caso de comprobar alguna situación irregular por la emisión de gases o por el ruido generado por la actividad de los autobuses de la empresa supra indicada, girar las órdenes que correspondan para solucionar esa situación

3493-11. CONTAMINACIÓN. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO  DE PARADA DE AUTOBUSES EN SAN ISIDRO DE HEREDIA. Reclama el recurrente que las paradas de buses de San Isidro de Heredia generan una serie de inconvenientes y contaminación de gas tóxico y sónico que daña el ambiente, violentando los derechos fundamentales de los vecinos de esas paradas, incluida la propiedad de la amparada que es un monumento histórico nacional. En este caso concluye la Sala que la ubicación de las paradas de buses de San Isidro de Heredia se hizo con base en  criterios técnicos, que el Ministerio de Salud corroboró el problema denunciado  y no se pudo acreditar la existencia de la contaminación denuncia, por lo que procede declarar sin lugar el recurso SL.

3312-11. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE AGUAS EN BARRIO COLINAS DEL ESTE  EN  QUEPOS. Acusa la recurrente que las autoridades recurridas no han atendido de forma diligente una denuncia que interpuso por contaminación de las aguas residuales y pluviales en su comunidad. Además, reclama que solicitó a la Corporación Municipal recurrida el arreglo de la calle donde vive, lo cual no se ha llevado a cabo. Estima esta Sala que las autoridades del Área Rectora de Salud no han emitido ninguna orden sanitaria tendiente a solucionar el problema del vertido de aguas residuales en la vía pública, pues se constata la inercia de dicha institución en cumplir con sus obligaciones en la tutela del derecho a la salud. En cuanto al mantenimiento de la calle en ningún momento se brinda un plazo determinado en el cual se van a llevar a cabo las obras de reparación, lo cual deja en un estado de incertidumbre a la amparada, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Aguirre del Ministerio de Salud, que de INMEDIATO tome las medidas necesarias y gire las instrucciones respectivas dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias a fin de darle una solución efectiva al problema denunciado por la amparada. Por otra parte, se le ordena al Presidente del Concejo Municipal y al Alcalde Municipal, ambos de la Municipal de Aguirre, que de INMEDIATO realicen todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus atribuciones, para que, en el plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a la reparación de la calle del sector conocido como barrio Colinas del Este en Quepos. CL

3234-11. ÁREAS PROTEGIDAS. CONSTRUCCIÓN DE PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES Y TALA DE ÁRBOLES. Alega el recurrente que el  Instituto recurrido pretende construir una planta de tratamiento de aguas residuales, dentro de la Reserva Indígena Bribrí de Këköldi, como parte del proyecto de “Alcantarillado Sanitario de Puerto Viejo y Cocles”. Acusa que la institución ya inició tales obras con la apertura de una trocha o camino para llegar al sitio de construcción de la planta de tratamiento y con una tala ilegal  e indiscriminada de árboles que afecta bosques primarios y especies nativas de la zona, que incluso se encuentran en peligro de extinción. Reclama además que se pretende que las aguas negras de la planta sean depositadas en el Río Cocles, el cual desemboca en Playa Cocles y pasa por importantes manglares y acuíferos de la zona  y, en especial, por el Refugio Nacional de Vida Silvestre de Gandoca-Manzanillo. En este caso concluye la Sala que no se ha dado inicio a la construcción de la mencionada planta de tratamiento, ni tampoco se ha procedido la tala de árboles,  y a la fecha el proyecto aún está en etapa de pre-diseño y ni tan siquiera se ha definido el lugar en el que se podría construir la referida planta de tratamiento, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL

3114-11. RELLENOS SANITARIOS. RELLENO SANITARIO EN TURRIALBA OPERA SIN LOS REQUERIMIENTOS DE LEY. Alega el recurrente que el relleno sanitario de Turrialba carece de viabilidad ambiental y de los permisos sanitarios de funcionamiento, no tiene delimitación de la zona de protección a pesar que existe colindancia con cuerpos de agua. Aduce que los lixiviados se mezclan con los mantos acuíferos, lo que ocasiona problemas de salud. Agrega que se construyeron trincheras sin contar con permisos de SETENA, y que se pueden ver afectadas las quebradas Molina y Grande, por lo que requiere se ordene a la Municipalidad de Turrialba que obtenga todos los permisos necesarios, y que de no cumplir lo establecido en la ley, se ordene el cierre del botadero. Estima esta Sala que la  dilación en que incurrió el Ministerio de Salud   al no emitir de manera oportuna la orden de cierre del botadero o la reconducción forzosa de los procedimientos, generó que la  Municipalidad continuara con la operación del vertedero bajo esas indebidas circunstancias. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, respectivamente, ambos de la Municipalidad de Turrialba, que de inmediato interpongan las gestiones pertinentes ante la Secretaría Técnica Nacional Ambiental para tramitar y obtener la viabilidad ambiental para la ubicación y operación del relleno sanitario del cantón, de acuerdo a los requerimientos y procedimientos legalmente establecidos. Asimismo, se ordena a la Ministra a.i. de Salud, que de inmediato interponga las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que se fijen las condiciones temporales y técnicas bajo las cuales la Municipalidad de Turrialba puede operar el relleno sanitario actual con el mínimo riesgo para la salud pública, mientras la Corporación gestiona y obtiene la viabilidad ambiental para la debida operación del relleno sanitario en ese u otro lugar; de igual manera, deberá vigilar el pleno cumplimiento de los requerimientos propuestos. CL
3108-11. NEGOCIO PRIVADO. DENUNCIA POR ESTACIONAMIENTO DE CAMIONES CISTERNA. Establece la recurrente que la Refinadora Costarricense de Petróleo, se comprometió a acondicionar el estacionamiento de su planta en La Garita de Alajuela, a fin de que los transportistas de camiones cisterna contaran con las condiciones necesarias para retirar combustible, así como para realizar el depósito adecuado de los residuos de éste. Señala que, a la fecha, son muchos los camiones cisterna que se estacionan en las afueras del plantel, específicamente en la vía pública, a veces hasta un día antes, a fin de guardar campo y estar dentro de los primeros vehículos en ingresar a retirar combustible. Manifiesta que la situación se agrava porque muchos de los transportistas dejan sus camiones parqueados y se van para sus casas, lo cual es sumamente peligroso, ya que ante una emergencia habría imposibilidad de mover los vehículos, aunado a que no existen hidrantes y a que el tránsito es muy concurrido en la zona.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a todos los representantes de las autoridades recurridas apersonadas en este recurso, que de INMEDIATO a la comunicación de de esta resolución, procedan a coordinar y tomar las medidas preventivas correspondientes, que resuelvan en forma efectiva el problema denunciado por la recurrente. CL

3138-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR CAMPANAS DE IGLESIA DE ESCAZÚ. Indica el recurrente que es vecino de San Miguel de Escazú,  y que la Iglesia Católica de ese lugar, se ubica a dos cuadras de la vivienda donde habita con su familia. Acusa que de lunes a viernes a partir de las 07:10 de la mañana, las campanas de la Iglesia empiezan a sonar de forma desmedida, invadiendo la tranquilidad y el ambiente sano de su hogar. Sostiene que en reiteradas ocasiones ha intentado conversar con el párroco de la iglesia, sin embargo, no lo ha querido atender. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

2913-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES DE LAVANDERÍA DEL HOSPITAL DE GOLFITO AL MAR. Acusa el recurrente la omisión del Ministerio de Salud para regular el vertido que de las aguas de la lavandería hace el Hospital de Golfito directamente al mar, con la consiguiente afectación al ambiente en perjuicio de todos los habitantes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital de Golfito; al Director del Área Rectora de Salud de Golfito, del Ministerio de Salud; al Jefe Cantonal en Golfito del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; y al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto de Golfito, que de inmediato interpongan las actuaciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para establecer las instancias de coordinación adecuadas para que en el plazo de seis meses contados a partir de la notificación de esta sentencia, el Hospital de Golfito cuente con un sistema de disposición de las aguas residuales de su lavandería, que cumpla con todos los parámetros ambientales e impida el vertido sin tratamiento sobre el Golfo Dulce. CL

2921-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES DE VIVIENDA. Manifiesta la recurrente que el Ministerio recurrido no ha atendido debidamente la denuncia que interpuso contra su vecina por contaminación de aguas negras y servidas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director del Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana, que de INMEDIATO a la comunicación de de esta resolución, proceda a tomar y ejecutar medidas eficientes que eviten la continuación de la contaminación acusada y garantizar los derechos de la amparada. CL
2920-11. CONTAMINACIÓN. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE PASTELERÍA. Alegan los recurrentes que han planteado varias denuncias ante la Municipalidad recurrida en contra de una vecina  por tener en su casa de habitación una pastelería y repostería clandestina. Señalan que el Área Rectora de Salud llevó a cabo una inspección en el lugar, mediante la cual corroboró que el establecimiento comercial carece de patente. Refieren que han puesto en conocimiento de la Municipalidad  y del Área Rectora de Salud, los problemas que la empresa genera, entre ellos, contaminación sónica, pues desde las cuatro de la mañana se generan ruidos con la batidora, raspa moldes, ollas; además, destacan que la pared de su dormitorio, la cual colinda con el negocio improvisado, se calienta con el horno, lo que representa una amenaza de incendio, igualmente, el humo espeso se filtra por el cielorraso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a las autoridades recurridas adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro, vuelva a operar dicha actividad sin contar con los respectivos permisos y requisitos exigidos para esos efectos. CL
2857-11. PERMISO. PARA INSTALACIÓN DE TORRE  DE TELEFONÍA CELULAR EN SIERPE DE OSA.  Reclama el  recurrente que a consecuencia de los trabajos que realiza el Instituto Costarricense de Electricidad en plena temporada lluviosa, a fin de colocar una torre de telefonía celular en Cerro Helado, sito en Sierpe de Osa, el camino de acceso a su propiedad y las nacientes de las fuentes de agua, están siendo afectadas por la sedimentación generada por dichos trabajos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

2699-11. EXPLOTACION MINERA. PROCEDIMIENTOS PARA EXPLOTACIÓN MINERA, EXIMEN DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 39 del Código de Minería (Ley 6797), 2 del Decreto 33777-MINAE, 135 y 159 del Reglamento al Código de Minería. Los artículos se impugnan en cuanto crean procedimientos especiales para la explotación minera que eximen del requisito de estudio de impacto ambiental, excediéndose por esa vía legal y reglamentaria, el marco constitucional que protege el ambiente y otros derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción, en cuanto al artículo 39 del Código de Minería y el artículo 2 del Reglamento para la extracción de materiales de canteras y cauces de dominio público por las municipalidades. En lo demás, se rechaza de plano la acción. SL

COLEGIOS PROFESIONALES
3733-11. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. INHABILITACIÓN PARA EL CARGO. Menciona el recurrente que en contra de la amparada  se sigue procedimiento una sanción de suspensión del ejercicio de la profesión por un plazo de cuarenta y cinco años, plazo que podría ser reducido a veintinueve años de suspensión y de inhabilitación por el plazo de veinticuatro años, si devuelve una suma de dinero.  Alega que los hechos por los cuales se le impuso la sanción a la amparada  ocurrieron en 1992, por lo que a la fecha en que se tramitó la denuncia en su contra, a saber, 2007.  Por otra parte, argumenta el recurrente que la sanción impuesta a la amparada excede el plazo máximo de sanción permitido.  Además, sostiene que no se indicaron las razones por las cuales se le impuso la sanción, por lo que la resolución por medio de la cual se le sancionó, carece de la fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

3096-11. INCORPORACIÓN. NIEGAN INCORPORACIÓN EN COLEGIO DE CIENCIAS ECONÓMICAS. Reclama el recurrente que solicitó al Colegio recurrido su incorporación  relacionada con una Maestría en Administración de Negocios con Énfasis en Dirección Empresarial, sin embargo, le fue rechazada, al establecerse que para tener derecho a la incorporación debe acreditarse que la profesión base (bachillerato o licenciatura) es la de ciencias económicas. Ante la situación, procedió a matricular y luego de cumplir el programa académico, Asegura que una vez completado el requisito exigido por el Colegio recurrido, gestionó nuevamente su incorporación, se constató el cumplimiento de su parte, se le solicitó cancelar la suma de sesenta y un mil ochocientos colones; no obstante, se le comunicó el rechazo del trámite de su incorporación, sin motivación alguna. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por falta de fundamentación. Se anula el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica, en la sesión ordinaria No. 2257-2010 del 23 de agosto del 2010, y que le fue comunicado al recurrente mediante oficio No. CPCE-JD-596-10 del 6 de octubre del 2010. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

2894-11. INCORPORACIÓN. NIEGAN INCORPORACIÓN A PESAR DE QUE REÚNE TODOS LOS REQUISITOS. Alega la recurrente que las autoridades del Colegio de  Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica limitan el ejercicio de su profesión, toda vez que de manera arbitraria se niegan a incorporarla a pesar de que desde el mes de junio de dos mil diez, presentó todos los requisitos correspondientes. Esta Sala ha dicho que el CONESUP, como órgano competente para tales efectos, no manifiesta ninguna objeción contra algún título cuestionado, sino que inicia una investigación a fin de constatar la existencia de anomalías en el mismo, realizando un procedimiento mediante el cual su refrendo sea anulado, debe el Colegio Profesional incorporar a los nuevos profesionales sin perjuicio de lo que, en definitiva, determine ese Consejo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica, que de inmediato realice las gestiones pertinentes para que se autorice la incorporación de la recurrente a dicho Colegio, si ha cumplido con todos los demás requisitos pertinentes. Lo anterior, sin perjuicio de que el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada decida iniciar el Procedimiento de Nulidad establecido en la Ley General de la Administración Pública, con el fin de declarar la nulidad del refrendo otorgado al título de Licenciado en Administración de Empresas con énfasis en Mercadeo del recurrente, si estima que es lo que en derecho corresponde. CL
2702-11. ASAMBLEA GENERAL. QUÓRUM EN ASAMBLEAS GENERALES DEL COLEGIO DE PROFESIONALES EN INFORMÁTICA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 15 de la Ley 7537 del 7 de setiembre de 1995. La norma se impugna en cuanto impide al Colegio cumplir con los fines asignados por ley y a los asociados participar de las decisiones que se adoptan a través de las Asambleas Generales. Además se alega que el quórum establecido para el Colegio de Profesionales en Informática y Computación resulta mucho más agravado que el que se establece para otros colegios profesionales, pues en el caso del primero, se establece un siete por ciento, mientras que para los demás colegios profesionales no se indica un porcentaje, sino que se  admite la posibilidad de celebrar la segunda convocatoria con los miembros presentes. Se estima que lo anterior  provoca una discriminación odiosa en contra de su representado, toda vez, que no existe  razón objetiva alguna que justifique tal diferenciación.  Finalmente, reclama que la norma establece un quórum desproporcionado, excesivo y de imposible cumplimiento, lo que impide el normal funcionamiento y organización del colegio. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "con un siete por ciento (7%), como mínimo, de los miembros activos del Colegio", contenida en el artículo 15 de la Ley No. 7537 de 22 de agosto de 1995, Ley del Colegio de Profesionales en Informática y Computación. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Los Magistrados Mora, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.  CL

COMERCIO
4330-11. SANCIONES. IMPUESTAS POR SUGEVAL A PUESTOS DE BOLSA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 157 incisos 5) y 6) y 158 incisos 2) y 3) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, número 7732. Las normas se impugnan en cuanto establecen tipos abiertos y sanciones desproporcionadas, que no pueden ser graduadas y que provocan arbitrariedades. Tal circunstancia provoca que faltas simples reciban sanciones de graves a muy graves. La ausencia de proporción y escala de la pena, condiciones inherentes a cualquier sanción, motiva la inconstitucionalidad de aquella. La jurisprudencia de la Sala Constitucional en materia sancionatoria ha indicado que la pena única es inconstitucional pues impide al Juez valorar la relación que existe entre la gravedad de la conducta del acusado y el daño causado. Las normas cuestionadas no cumplen los principios de tipicidad, proporcionalidad y racionalidad, protegidos en el artículo 39 de la Constitución Política, pues no definen las conductas sancionadas, sino que la delegan en reglamentos autónomos dictados por autoridades administrativas. En concreto, los incisos 5) y 6) del artículo 157 contienen disposiciones abiertas, que no describen con precisión la conducta a sancionar. No existe una ley formal y material que defina la relación entre la conducta sancionada y la sanción impuesta ni se ha promulgado un reglamento de la Ley que complete los aspectos en que aquella es omisa. Las normas impugnadas violan asimismo el principio de igualdad. En la normativa que regula el sistema financiero costarricense, existen otras disposiciones aplicables a las entidades financieras y las administradoras privadas de pensiones, que contienen sanciones que pueden ser aplicadas con gradualidad, lo que permite hacer efectivo el ejercicio del derecho de la proporcionalidad.  Esténse los accionantes a lo resuelto en: 1) El expediente número 08-006355-0007-CO en relación con el art.157.6 y 158.2 de la Ley impugnada, donde se consideró que dichas normas no eran inconstitucionales. 2) La resolución número 2006-013329 en relación con el art.158.3 de la Ley impugnada. En lo demás, sobre la inconstitucionalidad del art.157.5 y sobre el alegato de violación al principio de igualdad, se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.- Estése y SL
3491-11. APELACION. SE ORDENA RESOLVER RECURSO DE REVOCATORIA SIN ESTAR SUJETO A REQUISITOS.  Alega el recurrente que es concesionario de transporte público en la modalidad de taxi; que el Consejo de Transporte Público le inició un procedimiento administrativo de caducidad, por considerar que el otorgar un poder generalísimo implica un traspaso no autorizado de la concesión. Señala que presentó recursos ordinarios de revocatoria y apelación en subsidio contra el acto administrativo, pero se le obliga a presentar una certificación, donde la Caja Costarricense de Seguro Social indique que el amparado es trabajador independiente, sin embargo, no puede cumplir con ese requisito, debido  que  es asegurado directo por su patrono. Manifiesta que el recurso de apelación se elevó ante el Tribunal Administrativo de Transporte Público, y dicha autoridad le otorgó un plazo de diez días para que se asegure como trabajador independiente, bajo pena de  no atender  su recurso si no cumple con lo que le fue  solicitado. Se declara con lugar el recurso. Se anulan el artículo 7.5 de la Sesión Ordinaria 35-2010 del diecinueve de agosto de dos mil diez, de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, así como la prevención número 1 de las ocho horas con diez minutos del veinte de diciembre de dos mil diez, del Tribunal Administrativo de Transporte. Se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, que resuelva como en derecho corresponda el recurso de revocatoria con apelación en subsidio planteado por el tutelado el veinticinco de febrero de dos mil diez, dentro del plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, sin que para ello prevenga al recurrente el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 74 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL

CONTRATOS O LICITACIONES
4329-11.  CONCESIONES. ACUERDO ICE-PODER EJECUTIVO PARA EL USO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. Acción de Inconstitucionalidad.  en contra del ACUERDO MUTUO SUSCRITO ENTRE EL PODER EJECUTIVO Y EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE) PARA LA EXTINCIÓN PARCIAL DE CONCESIONES PARA EL USO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO OTORGADAS AL ICE, suscrito a las diez horas del dieciocho de diciembre del dos mil nueve. Se acusa que la concesión temporal del espectro radioeléctrico sólo se puede hacerse por ley. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada infracción a los artículos 11,41 y 121 inciso 14 de la Constitución Política. En los demás extremos se rechaza de plano. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y le dan curso a la acción por la violación al principio de Reserva de Ley respecto del Convenio que extingue las Concesiones del Espectro Radioeléctrico otorgado por el ICE. RF
2859-11. TARIFAS. PUBLICACIÓN DE METODOLOGÍA PARA REAJUSTE TARIFARIO DE RITEVE. El recurrente reclama que el Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transporte ha incurrido en una conducta omisiva al incumplir con la obligación asumida en un contrato válido y eficaz con la empresa amparada RITEVE SYC S.A. al no publicar en el Diario La Gaceta una metodología que permita a la empresa tramitar sus solicitudes de reajuste tarifario. Señala la Sala que el caso planteado no tiene relevancia constitucional, pues lo que se alega es un supuesto incumplimiento contractual por parte del Consejo de Transporte Público al no cumplir con su obligación estipulada en la cláusula 9.4 del contrato de prestación de servicios para la creación y funcionamiento de estaciones para la revisión técnica integrada vehicular suscrito entra la Administración y la empresa RITEVE SYC S.A. Considera este Tribunal que este reclamo es un asunto de mera legalidad al verificarse que se trata de un supuesto incumplimiento contractual sin que se impida el ejercicio o reconocimiento de un derecho fundamental, por lo que en la actualidad se discute en la jurisdicción ordinaria. Por ende, al no constatarse que la posible omisión de la Administración impida el ejercicio o reconocimiento de un derecho fundamental, sino que se trata de un supuesto incumplimiento contractual, lo que corresponde es declarar sin lugar el recurso. SL 

DERECHO A LA EDUCACIÓN

4229-11. CERTIFICACIÓN. NIEGAN CERTIFICACIÓN EN UNIVERSIDAD PRIVADA POR DEUDA PENDIENTE. Señala el recurrente que la amparada se presentó al Ministerio de Educación Pública  con el fin de  abrir un expediente, y que  al presentar el título de Licenciatura en Derecho, le indicaron que le hacían falta trescientos colones en especies fiscales y que además, debía  aportar una certificación del Bachillerato en Derecho y las notas obtenidas durante toda la carrera. Manifiesta que en su condición de abogado  y debidamente autorizado, se  presentó a las oficinas de la Universidad recurrida  y solicitó a nombre de la amparada que se le entregaran las certificaciones. Señala que en la Universidad Fidelitas le indicaron  de forma verbal que no podían hacerlo, porque  la amparada tenía deudas pendientes con la Universidad. Alega que  la amparada envió un fax al Rector de la Universidad Fidelitas, explicándole su situación, pero a la fecha no ha recibido respuesta. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Apoderado General sin límite de suma de la Fundación Fidelitas,  girar de inmediato las órdenes que correspondan para que: 1) La amparada reciba de inmediato respuesta a la solicitud que hiciera mediante fax del 03 de noviembre del 2010, 2) Le sean entregados de inmediato a la amparada los documentos que solicitó referidas certificación del Bachillerato en Derecho y las notas obtenidas durante toda la carrera, y cualesquiera otros que solicite. Sin perjuicio de los procedimientos legales que se quieran entablar para el cobro de lo adeudado. CL

4006-11. CENTRO EDUCATIVO. NIEGA MATRÍCULA  POR FALTA DE MEDIOS ECONÓMICOS.  Alega la recurrente que no le permitieron matricular a su hija porque no tiene medios económicos para pagar una cuota de quince mil colones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena a los recurridos no incurrir nuevamente en actos similares al acusado el presente recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados los que se liquidarán en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Comuníquese a todas las partes. CL
4194-11. CENTRO EDUCATIVO. NIEGA MATRÍCULA A MENOR POR ESTAR EMBARAZADA. Reclama la recurrente que es menor de edad y por estar embarazada se le negó la matrícula e ingreso al colegio recurrido, institución en la cual estudió con anterioridad y por problemas económicos tuvo que abandonar. Indica que en el colegio le dijeron que por haber abandonado había perdido su derecho a estudiar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Colegio Superior de Señoritas, que en forma inmediata matricule a la menor de edad amparada en ese centro educativo. CL
4162-11. CENTRO EDUCATIVO. FALTA DE DOCENTES EN CENTRO EDUCATIVO  EN  NICOYA.  Reclama el recurrente que su hija es estudiante de la Escuela Fray Bartolomé de Las Casas y que la matrícula en el referido centro educativo se ha incrementado considerablemente desde el año pasado, lo que ha provocado el  consecuente aumento de funciones administrativas y docentes a cargo de la Directora del centro educativo, al punto que, actualmente, no puede atender adecuadamente a todos los estudiantes. En este caso constata la Sala que no se ha velado por el interés superior del niño, pues si en este caso no resultaba procedente la referida reasignación, entonces se debió implementar alguna otra medida administrativa en procura de garantizarle a los menores el que pudiesen recibir todas sus lecciones, por lo expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos, y al Supervisor de Centros Educativos del Circuito Escolar 01 de la Dirección Regional de Enseñanza de Nicoya, ambos del Ministerio de Educación Pública, que de forma inmediata adopten las medidas necesarias, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para garantizar que los estudiantes de la Escuela Fray Bartolomé de Las Casas reciban todas sus lecciones de forma continua y sin interrupciones injustificadas. CL
3738-11. CENTRO EDUCATIVO. SE ORDENA CONTINUIDAD DEL PROCESO EDUCATIVO. Menciona el recurrente que al menor amparado se le denegó la matrícula en el Liceo de Escazú por falta de cupo pese a que por ubicación geográfica, es el centro educativo al que le corresponde asistir al estudiante. En este caso concluye la Sala que el Director del Liceo recurrido  afirmó que dicho colegio tiene limitada su capacidad locativa, que  por lo tanto los estudiantes deben de matricular en otras instituciones, lo que ha afectando en forma directa, el derecho a la continuidad educativa de la menor amparado, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso.  En consecuencia, se les ordena al Director de la Dirección Regional de San José Oeste y al Director del Liceo de Escazú ambos funcionarios del Ministerio de Educación Pública, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que el amparado sea matriculada en un centro educativo cercano a su domicilio, en el nivel y programa educativo que le corresponde. CL

3736-11. CENTRO EDUCATIVO. SE ORDENA CONTINUIDAD DEL PROCESO EDUCATIVO. Acusa la recurrente que  a la menor amparada se le denegó la matrícula en el Colegio San Nicolás de Tolentino por falta de cupo pese a que por ubicación geográfica, es el centro educativo al que le corresponde asistir al estudiante. En este caso concluye la Sala que el Director del Liceo recurrido  afirmó que dicho colegio tiene limitada su capacidad locativa, que  por lo tanto los estudiantes deben de matricular en otras instituciones, lo que ha afectando en forma directa, el derecho a la continuidad educativa de la menor amparado, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso.En consecuencia, se les ordena a Director del Liceo San Nicolás de Tolentino y  Director Regional de Educación de Cartago, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que la amparada sea matriculado en un centro educativo cercano a su domicilio y en el nivel que le corresponde. CL

3739-11. CENTRO EDUCATIVO. NIEGA MATRÍCULA. Reclama la recurrente que no le han dado respuesta a la solicitud de matrícula presentada en el centro educativo recurrido a su hijo y la única información que ha recibido por teléfono es que no hay campo, le indican que lo matricule en otra institución que queda lejos y requerirá gastos que no puede sufragar. En este caso concluye la Sala  que las razones expuestas por la autoridad recurrida no encuentra justificación, lo anterior porque no tomó en cuenta que para el momento de la resolución de la gestión de matrícula de los estudiantes aplazados ya había iniciado el curso lectivo del presente año, por lo antes expuesto procede declarar con lugar el recurso por violación al derecho a la educación. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
3537-11. EDUCACIÓN ESPECIAL. SE ORDENA MATRÍCULA. Manifiesta la recurrente que su hija  es estudiante del Centro de Educación Especial de San Carlos. Señala que  el año pasado  se encontraba en el nivel II Ciclo de Discapacidad Múltiple, pero debido a sus habilidades y capacidades se debía incorporar este año al nivel de II Ciclo Retraso Mental, lo cual no pudo realizar ya que dicho nivel se encuentra con sobrepoblación, por lo que fue puesta en lista de espera y se quedó sin posibilidad de recibir educación, según le comunicaron en el centro educativo referido.  Asimismo, se le informó que la directora de dicha institución había solicitado al Ministerio de Educación Pública la apertura de nuevos códigos para poder atender a toda la población, pero el  Departamento de Planificación Institucional le manifestó que para el 2011 no se estará aprobando servicios nuevos en Educación Especial. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la directora del  Centro de Educación Especial de San Carlos, que proceda a la matrícula e incorporación al curso lectivo de la amparada, en el evento de que aún no se hubiera efectuado. CL
3221-11. CENTRO EDUCATIVO. NIEGAN MATRÍCULA. Reclama la recurrente que el Director del Centro Educativo recurrido le negó de manera injustificada la matrícula para el curso lectivo de este año a su hija, con el argumento de que no reúne la edad requerida para iniciar su proceso educativo. En este caso, estima la Sala que si lo pretendido por la normativa reglamentaria fue el establecimiento de parámetros relativos a la capacidad emotiva y educacional para que el niño acceda al sistema educativo, al menos se le debería otorgar la oportunidad de realizar un examen mediante el cual pueda demostrar sus capacidades. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director de la Escuela Los Corales de Limón, permitir que la tutelada practique una prueba con el fin de demostrar sus capacidades y habilidades para iniciar su proceso educativo y, en caso de aprobarla, deberá admitirla en el centro educativo recurrido, si otra razón no lo impide. CL
3116-11. EDUCACIÓN ESPECIAL. NIEGAN  APLICACIÓN DE ADECUACIÓN CURRICULAR PARA EXAMEN DE BACHILLERATO. Reclama el recurrente la omisión de las autoridades recurridas de aplicarle la adecuación curricular, solicitada en el examen de bachillerato de biología, situación que produjo que reprobara dicho examen. Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ordena al Director, al Profesor de Biología y al Encargado del Comité de Apoyo Educativo, todos del Colegio Técnico Profesional de Cóbano, realizarle al estudiante amparado, en el plazo de 15 días, contados a partir de la notificación de esta sentencia, el examen de Bachillerato en Biología con la adecuación curricular significativa que requiere. CL

3115-11. EDUCACIÓN ESPECIAL. NIEGAN MATRICULA POR FALTA DE PRESUPUESTO. Manifiesta la recurrente que la menor amparada es una niña especial con autismo de alto rendimiento. Indica que cursó el kinder en la Escuela de Brasil de Mora, de manera normal. Señala que gestionó el traslado de la menor a la Escuela Rogelio Fernández Güell, dado que, la Asesora Regional de Puriscal recomendó que la tutelada asistiera un aula integrada. Apunta que la Directora de esa, le hizo saber que no podía matricular a la niña por falta de cupo. Explica que también se le detalló que el Ministerio de Educación Pública rechazó una nómina con trece alumnos, por falta de presupuesto. Resalta que la funcionaria citada aseguró que incluiría a la menor en lista de espera, sin embargo, nunca se le entregó un documento que lo demostrara.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela Rogelio Fernández Güell, a la Directora Regional Educativa de Puriscal y a la Viceministra Administrativa, todas del Ministerio de Educación Pública, que inmediatamente adopten las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias, ante la Dirección de Programación Presupuestaria del Ministerio de Educación Pública, a fin de obtener los recursos económicos suficientes para la autorización de pago del recargo a la educadora a cargo del aula diferenciada en la Escuela Rogelio Fernández Güell para garantizar la continuidad en el proceso educativo de la menor. CL
3076-11. EXTRANJEROS. SOLO NACIONALES PUEDEN SER REPRESENTANTES ESTUDIANTILES. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. La norma dispone: “Artículo 173.- Todo estudiante universitario, sin necesidad de pertenecer a asociación alguna, tendrá el derecho de participar en las votaciones que se lleven a cabo para escoger representantes estudiantiles. Para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden será requisito indispensable ser costarricense, estudiante regular y no ser funcionario universitario.” Los accionantes estiman que la norma propicia un trato distinto entre unos y otros en lo que a puestos representativos a nivel estudiantil se refiere, no solo lesiona ese derecho sino también el principio de igualdad. Asimismo, al exigir la norma impugnada la nacionalidad costarricense para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden, infringe simultáneamente la libertad de asociación y el principio democrático. Se  declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL
2906-11. CENTRO EDUCATIVO. NIEGA CERTIFICACIÓN DE NOTAS. Reclama  el recurrente la omisión de las autoridades recurridas en certificar las notas que obtuvo en octavo año, lo cual le imposibilita que se le entregue el título de noveno año, actuación que va en detrimento de su derecho a la educación. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Coordinadora de la sede José Joaquín Jiménez Núñez del Colegio Nacional Virtual Marco Tulio Salazar,  que de INMEDIATO entregue la certificación de notas que el recurrente solicitó por escrito del 1 de septiembre de dos mil diez. CL

2819-11. CENTRO EDUCATIVO. NIEGA MATRÍCULA. Alega el recurrente que el recurrido en diciembre del dos mil diez le negó la matrícula en el Liceo de Alajuelita con el argumento de que no tenía espacio para los que habían reprobado, además se le indicó que volviera en enero para saber si quedaba campo; sin embargo, mantiene su posición de no otorgarle matrícula. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Liceo de Alajuelita, que en forma inmediata proceda a inscribir al aquí recurrente, como estudiante de ese centro educativo, en el nivel académico que en Derecho le corresponda. CL

2766-11. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. NIEGAN A ESTUDIANTES CONTINUAR CON EL PROCESO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO Alega el recurrente que debido a que está moroso en el pago de las mensualidades en el Saint Gregory School, las autoridades administrativas de ese centro educativo no le entregan las calificaciones de su hija amparada, correspondientes al curso lectivo del año dos mil nueve, lo cual vulnera el derecho a la educación de su hija, ya que no se le puede matricular en otro centro educativo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora Académica de Saint Gregory School, que de inmediato haga entrega al recurrente de la certificación de calificaciones recibida por la menor amparada durante el curso lectivo del dos mil nueve. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
4121-11. LABORAL. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE. Reclama la recurrente que solicitó al Ministerio recurrido su expediente administrativo, no obstante, se le informó que no era posible ya que  no tenían personal activo suficiente, además de que el mismo no estaba foliado por lo que debía esperar. Estima que con lo expuesto, se lesionan sus derechos fundamentales, pues tiene derecho a una prórroga de su nombramiento, así como a acceder a su expediente administrativo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena a la Jefa del Departamento de Registros Laborales del Ministerio de Educación Pública, que de inmediato facilite a la recurrente su expediente administrativo. CL
4302-11. MUNICIPALIDAD. NO ENTREGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON PERMISO DE CONSTRUCCIÓN. Manifiestan  los recurrentes que presentaron  al Alcalde Municipal, solicitud de información relacionada con los permisos constructivos sobre la construcción de una tapia vecina; no obstante se les negó la información hasta que no indicarán quien les había brindado la información relacionada con el número consecutivo que corresponde al permiso de construcción aprobado a su vecina. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal de Santa Bárbara, suministrarle a los recurrentes, las copias que solicitaron el 17 de agosto de 2010.CL 

3734-11. EXPEDIENTE. NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Alega la recurrente  que solicitó ante el Área Rectora de Salud de Desamparados  copia del expediente relacionado con una denuncia que interpuso ante esa entidad, lo cual le fue negado al estimar que no tenía interés legítimo y que sólo puede tener acceso si se hace acompañar de un abogado. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora a. i. del Área Rectora de Salud de Desamparados,  que facilite inmediatamente a la actora el acceso al expediente administrativo relativo al negocio de almacenamiento y distribución de cilindros de gas. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL

3802-11. LABORAL. NIEGAN COPIAS DE MANUAL DESCRIPTIVO DE PUESTOS POLICIALES.  Alega el recurrente que las autoridades recurridas no le han entregado una copia certificada del denominado Manual Descriptivo de Puestos Policiales, tal y como lo ha solicitado en varias oportunidades; además se están llevando a cabo un concurso para adjudicar las plazas de Policía de Tránsito de manera arbitraria, ya que, éste no se está realizando de forma pública; sino que han nombrado a personas allegadas a la administración en las plazas citadas, a pesar que el concurso no ha concluido. Refiere que lo han reasignado -de conformidad con el referido Manual-, en un puesto de menor categoría y  no le han resuelto las gestiones que ha planteado relacionadas con la designación de la que fue objeto en un nuevo puesto. En este caso concluye la Sala que la autoridad recurrida de forma injustificada, no le ha brindado al amparado la copia solicitadas, tal y como lo ha solicitado en varias oportunidades. Establece que al tratarse de  documentación pública, y de evidente interés para los funcionarios de dicho Ministerio, habida cuenta que se está reasignando los respectivos puestos de policía, motivo por el cual se  declara parcialmente con lugar el recurso planteado, únicamente, en cuanto a la violación al numeral 30 de la Constitución Política. En consecuencia, se le ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes que, de manera inmediata, le proporcione al recurrente -a costa de éste-, las copias que solicitó del llamado Manual Descriptivo de Puestos Policiales. En lo tocante al nombramiento en una categoría inferior, estése el tutelado a lo dispuesto en la Sentencia No. 19878-2010 de las 11:19 hrs. de 26 de noviembre de 2010. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

3320-11. INFORMACIÓN LABORAL. MINISTERIO DE TRABAJO NIEGA LISTA DE PATRONOS QUE NO PAGAN EL SALARIO MÍNIMO. Alega el recurrente que solicitó a la Ministra de Trabajo, le brindara la lista completa de las personas jurídicas y físicas que desde el 6 de agosto hasta el 14 de diciembre del año pasado han presentado infracciones por incumplimiento de pago a los salarios mínimos y han recibido advertencias por ese motivo, bajo aplicación de la "Campaña Nacional sobre el Salario Mínimo".  Así como la lista completa de las personas jurídicas y físicas que fueron visitadas por segunda vez tras las inspecciones referidas  Lo anterior, para elaborar un trabajo periodístico de interés público.  En fecha no indicada presentó una segunda solicitud de información en la cual además de pedir la información dicha, los nombres de la firmas cuyos casos ameritaron una denuncia ante los Tribunales de Justicia.  El 3 de enero de 2011, la ministra recurrida respondió -negativamente-, con fundamento en el artículo 100 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Convenio 81 de la Organización Internacional del Trabajo.  Acusa que al no brindarle la información requerida se violenta sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso por la infracción del derecho protegido en el artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena a la Ministra de Trabajo y Seguridad Social, que de forma inmediata, le suministre al amparado la información que solicitó en diciembre de 2010. CL
3541-11. FAMILIA. GESTIÓN PARA PROCESO DE INVESTIGACIÓN DE PATERNIDAD.  Indica la recurrente que  presentó ante la Sucursal de Liberia del Registro Civil, una gestión a fin de que conforme a lo dispuesto en la Ley de Paternidad Responsable, se determinara quién es el padre de su hija; no obstante, a la fecha  dicha instancia ni siquiera le ha informado el trámite que se ha dado a la solicitud, con lo cual, se le ha imposibilitado realizar los trámites de pensión para atender las necesidades básicas de la menor. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a la presente declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

3097-11. PERSONAL.  NIEGAN ENTREGA DE TÍTULO DE CURSO TEÓRICO DE PORTACIÓN DE ARMAS. Alega el recurrente que realizó el curso teórico práctico de portación de armas del Ministerio de Seguridad Pública y le niegan la entrega del resultado, aduciendo que debe presentar un documento que demuestre que dicho certificado lo requiere alguna empresa o institución que justifique para qué lo necesita o si le fue solicitado para efectos laborales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Armas y Explosivos  de la Dirección General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública, emitir, de forma inmediata a partir de la notificación de esta sentencia, la certificación de aprobación del curso Teórico-Práctico para la portación de armas solicitada por el recurrente. CL
2771-10. MUNICIPAL. NIEGAN COPIA DE SESIÓN MUNICIPAL. Manifiesta el recurrente que el Concejo Municipal recurrido le niega una copia de la grabación de la sesión de ese órgano celebrada el 8 de  noviembre de  2010, con el argumento que ese órgano no graba sus sesiones.  Estima la Sala que la grabación magnetofónica permita consignar por escrito el acta, no impide que el ciudadano tenga acceso a dicho instrumento, como una vía alternativa que le permita imponerse de temas que son de indudable interés público; en todo caso, independientemente del soporte tecnológico audio- se trata, según los más modernas tendencias y la legislación de un inequívoco documento público, por lo que es procedente declarar  con lugar el recurso, ordenando al Presidente del Concejo Municipal de Barva, que de inmediato, le suministre al amparado la copia de la sesión del Concejo Municipal de 8 de noviembre de 2010, en el soporte oportunamente solicitado, si otra causa, ajena a la examinada no lo impide. CL
DERECHO A LA SALUD

3078-11. EXPERIMENTOS EN HUMANOS. CELULAS MADRE. Alega el recurrente que sufrió un accidente en avión, lo que le provocó una lesión en la médula ósea, por ello fue traslado al Hospital México en donde le diagnosticaron paraplejia. Manifiesta que después de dicho diagnóstico, viajó a Chile en donde fue operado, posteriormente regresó a Costa Rica y en el Hospital Cima San José su fisioterapeuta le mencionó la posibilidad de recibir un tratamiento con células madre, mismo que es aplicado en ese centro hospitalario y las células son suministradas por el Instituto de Medicina Celular. Indica que con las primeras sesiones del tratamiento comenzó a notar los cambios en su salud, ya que actualmente puede caminar con muleta. Sin embargo, y a pesar que el mismo aún no está completo, se le comunicó que no podían continuar  ya que la ministra recurrida había prohibido la aplicación  de las células madre, pues, se encuentra sujeto a investigación. Señala que hay otras personas que se encuentran en su misma situación y han obtenido buenos resultados. Afirma que es "absurdo" pretender que los médicos necesitan de una autorización del Estado para aplicar un determinado tratamiento, ya que -a su entender- esa decisión debe quedar dentro del ámbito del criterio médico y bajo la responsabilidad del galeno tratante. En vista de ello, considera que el tratamiento con células madre no debe estar sujeto a un protocolo de investigación aprobado por la Administración. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Mora y Calzada autorizan para que las personas que reciben actualmente el tratamiento puedan continuarlo bajo la supervisión del Ministerio de Salud y consentimiento informado. SL
3109-11. CONDICIONES DE SERVICIO. SE ORDENA A LA CCSS RESOLVER PROBLEMAS DEL ESPACIO FÍSICO QUE PRESENTA EL SERVICIO DE TERAPIA FÍSICA DEL HOSPITAL DE UPALA. Reclama la recurrente las inadecuadas condiciones del espacio físico en que se ofrece el servicio de fisioterapia en el Hospital de Upala, aunado a que cuenta con un único especialista, que al ausentarse por razones personas o de cualquier otra índole, el servicio se queda sin funcionar. En el caso concreto, estima esta Sala que las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social involucradas en este asunto han desatendido su obligación, la cual debería ser imperativa e impostergable, pues pese a tener conocimiento de la situación, no han realizado ninguna acción concreta, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva y  a la Gerente Médica, ambas de la Caja Costarricense del Seguro Social, al Director Regional de Servicios Médicos, Región Chorotega,  a la Directora  Médico a.i. del Hospital de Upala , que de inmediato adopten las medidas pertinentes y precisas, dentro del ámbito de su competencia, a fin de que en el plazo de dieciocho meses, se solucionen las deficiencias que presenta el Servicio de Terapia Física, del Hospital de Upala, tanto de personal, equipo, como de espacio físico. CL 
3140-11. SERVICIO. SE ACUSA CAMBIO DE MENOR EN HOSPITAL. La recurrente en su condición de abuela paterna de la menor amparada  considera violados los derechos fundamentales de su nuera y su hijo, porque durante el parto que su nuera que tuvo el 17 de noviembre del 2008 se presentaron varias irregularidades, a saber: a) Tuvo un niño y en el hospital se lo cambiaron por una niña con Síndrome de Down; b) El Organismo de Investigación Judicial desestimó la investigación sin entrevistar a los interesados; c) El Director del hospital no les ha informado los resultados de la investigación; d) En el expediente médico aparecen tachones y faltan folios. Señala la Sala que consta en el expediente que se hizo la prueba de paternidad (ADN) y se demostró que la menor era de los amparados. Asimismo, se tuvo por probado que las autoridades tomaron las medidas pertinentes a fin de sentar responsabilidades pertinentes, por lo tanto, no es cierto que no se haya seguido la investigación necesaria, y menos aún, que no se le haya brindado respuesta a los padres de la menor, por el contrario, al momento de contar con la totalidad del expediente, éste se les facilitó para su tranquilidad. SL
3063-11. SEGURIDAD SOCIAL. SE ORDENA A LA CCSS ATENDER SOLICITUD DE ASEGURAMIENTO. Indica la recurrente que desde hace más de ocho meses solicitó el seguro por el Estado ante el Área de Salud de Pérez Zeledón, ya que tiene un niño con la enfermedad llamada "Síndrome de Barter", quien requiere un control estricto todos los meses.  Manifiesta que su gestión fue denegada bajo el argumento de la falta de personal en esa área.  Añade que actualmente no cuenta con el dinero suficiente para comprar los medicamentos necesarios para su bebé.  Agrega que actualmente padece de un desgaste en su cadera, lo que le provoca fuertes dolores y no puede acceder a los medicamentos ni a las terapias por falta del seguro.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente Médica y al Director del Área de Salud de Pérez Zeledón, ambos funcionarios de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de manera inmediata y coordinada giren las órdenes y emitan las instrucciones que estén dentro del marco de sus atribuciones y competencias, para que se atienda la solicitud de aseguramiento de la recurrente, si otra causa no lo impide. CL

2887-11. DISPOSITIVOS MÉDICOS. SE ORDENA AL CENARE RESOLVER GESTIÓN PARA LA ENTREGA DE SILLA DE RUEDAS A MENOR. Alega la recurrente que la Coordinadora Regional Central del Consejo recurrido, le informó que la solicitud de ayuda de una silla de ruedas para su hija  le había sido denegada, bajo el argumento de que dicho programa había sido cerrado, lo que implica que solamente se le estaría ayudando con un subsidio mensual a fin de atender sus necesidades básicas, sin considerar el hecho que desde el año pasado había presentado dicha solicitud de ayuda, la que no ha sido resuelta formalmente. Menciona  que igualmente en  esa fecha realizó ante dicho Consejo una solicitud de ayuda a fin de que se le colaborara con la compra de pañales para la amparada, no obstante, se le informó que esa gestión quedaba en lista de espera para ser resuelta este año, sin que se haya procedido conforme.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se les ordena a la Presidenta de la Junta Directiva y a la Coordinadora de la Región Central, ambas del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, que en el plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta sentencia,  procedan a remitir ante las autoridades competentes la pretensión planteada a favor de la amparada, para una nueva silla de ruedas. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Sin embargo, tomen nota las autoridades recurridas de lo dispuesto por este Tribunal en el Considerando V de esta sentencia. CL Parcial

DERECHO DE PENSION
3105-11. DOBLE REMUNERACIÓN. NIEGAN PENSIÓN POR VIUDEZ POR TENER INGRESOS PROPIOS. Refiere el recurrente que labora para la Caja Costarricense de Seguro Social y que en el mes de mayo  pasado solicitó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el traspaso de la pensión de su esposo fallecido. Acusa que su gestión fue aprobada  y luego se le denegó con el argumento de que percibe un salario. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones impugnadas mediante las cuales se suspendió a la amparada el derecho a percibir la pensión en su condición de cónyuge supérstite, por encontrarse como funcionaria activa en la administración pública. Se le ordena al Director Nacional de Pensiones, que se restituya a la recurrente, en el pleno goce de sus derechos. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

3110-11. DESALOJO. BIENES DE DOMINIO PÚBLICO. Indican las recurrentes que la Municipalidad recurrida las autorizó para que construyeran sus viviendas en un lote que indicaron era propiedad municipal, no obstante recibieron una notificación del Concejo Municipal recurrido en la que se les comunicó que tenían un plazo de 5 días para abandonar sus casas y que éstas serían destruidas. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al debido proceso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal, al Alcalde, ambos de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, suspender el desalojo acordado en contra de las recurrentes, realizar los estudios necesarios para determinar la naturaleza jurídica del inmueble en cuestión y garantizar el derecho de defensa y debido proceso. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de San Rafael de Heredia, al pago de las costas, daños y perjuicios causados. CL Parcial

3042-11. DESALOJO. BENEFICIARIO DE PROYECTO DE VIVIENDA. Alegan los recurrentes que van a ser desalojados de la vivienda que ocupan desde hace un año y tres meses en el Proyecto de Vivienda La Vereda, sito en Río Blanco de Jicaral de Lepanto, a pesar de que reúnen los requisitos para mantenerse en el proyecto como beneficiarios. Dicen que aunque no les han notificado nada por parte de la recurrida, se les dijo que debían proceder de esa forma porque no le han cancelado el gasto total de la vivienda.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el oficio DF-OF-0493-2010 del 25 de marzo de dos mil diez, suscrito por la Directora de FOSUVI del Banco Hipotecario de la Vivienda. Se declara sin lugar el recurso contra la Fundación para la Vivienda Rural Costa Rica Canadá y la empresa Arquibloom S.A.  Notifíquese la presente resolución a Juan de Dios Rojas, en su condición de Gerente General del Banco Hipotecario de la Vivienda, o a quién en su lugar ejerza ese cargo. CL Parcial
DERECHO DE TRABAJO
4284-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. PROCEDIMIENTOS PARA SANCIONAR EL HOSTIGAMIENTO PSICOLÓGICO Y LABORAL EN EL MINISTERIO DE JUSTICIA. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 106, 107, 115 y 116 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Paz Número 26095-J. El accionante reclama que las normas contienen conceptos jurídicos indeterminados que dejan a la libre interpretación, pero no basta con limitarse a reprochar a un funcionario una falta de probidad en abstracto, sino que es necesario concretar la conducta específica que se enjuicia. Al respecto, esta Sala en reiteradas ocasiones, ha considerado que el principio de tipicidad en materia disciplinaria, no se aplica de la misma forma que en el Derecho Penal, por cuanto en el primer caso,  las condiciones son diferentes. En  primer término, las conductas a sancionar en materia disciplinaria, no son reserva de ley, por lo que pueden ser establecidas vía reglamento. Asimismo, se indica que el artículo 115  es contrario al principio de intimación de cargos, que exige que a la persona investigada se le comunique de manera exacta los hechos que dieron origen al procedimiento y que en el pronunciamiento del fondo exista identidad entre lo intimado y lo resuelto. En ese sentido, reclama que el Órgano Director del Procedimiento vulneró su derecho a un debido proceso, pues los hechos que le intimaron no guardan una identidad con lo resuelto. Lo cuestionado no coincide, ni tiene relación alguna con lo que establece la norma, pues la normativa se refiere a los aspectos que deben tomarse en cuenta al momento de valorar la prueba. Sin embargo, al cuestionar la norma,  el accionante se refirió   únicamente, el tema de la debida intimación de cargos, y la identidad que debe existir entre lo intimado y lo resuelto; pero sin hacer alusión alguna al tema de la valoración de la prueba. Así las cosas, resulta improcedente que esta Sala se pronuncie sobre el fondo de las norma, cuando los argumentos ofrecidos por el actor, no tienen  relación con el contenido de ésta. Se indica que lo que se plantea constituye un acto concreto y no una disposición normativa. Finalmente, sobre el artículo 116 que se alega contrario al artículo 121 de la Constitución Política, según se desprende del texto de la norma, el plazo que ahí se establece es para la Administración  y no para el investigado, por lo que el establecimiento de un plazo para emitir un informe final, lejos de  perjudicar, beneficia al  funcionario. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la impugnación del artículo 115 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Paz. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción.  RP y RF
4206-11. REESTRUCTURACIÓN. FALTA DEL DEBIDO PROCESO EN PROCESO DE  REESTRUCTURACIÓN DEL A Y A. Acusan los recurrentes que la reestructuración organizacional llevada a cabo en Acueductos y Alcantarillados se realizó de forma subjetiva, sin concursos y sin sustento técnico. En el presente caso concluye la Sala que las resoluciones por las que se les notifica la reestructuración de su puesto a los recurrentes no explican claramente las razones que justifican dicha decisión, con lo cual se les deja en un estado de indefensión, pues al no conocer claramente las razones por las cuales la Administración dispuso variar el puesto que los recurrentes ocupan, estos se encuentran imposibilitados para ejercer su derecho. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anulan los documentos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados  donde se comunica a los recurrentes que sus puestos habías sido reestructurados de Profesional 6 a Ejecutivo Especialista Gestión de Apoyo Planificación, permaneciendo igual su salario.  Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos  y Alcantarillados, que dentro del plazo de tres días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, dicte nuevos oficios en el que se informen a los recurrentes en forma clara y justificada las razones que justifican la reestructuración de sus puestos, luego de lo cual se deberá otorgar a dichos servidores la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, mediante la interposición de los recursos que procedan. CL

4201-11. NOMBRAMIENTO. CAMBIO DE FECHA DE NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD.  Alegan los recurrentes que el aquí amparado renunció a su puesto en el Ministerio de Educación Pública para asumir en propiedad un puesto del Consejo Nacional de Vialidad,  sin embargo un día después de haberse instalado en su nuevo puesto, le fue comunicado que su nombramiento a partir del primero de diciembre del año pasado se traslada al dos de mayo del dos mil once, lo que ocasionó que el amparado quedó cesante y sin salario, sin considerar que tuvo que renunciar a su empleo anterior para asumir el cargo. En el presente caso concluye la Sala que al  resultar electo  el amparado en el concurso efectuado para llenar la plaza número 009073, la autoridad recurrida se encontraba en la obligación de nombrar al accionante en la fecha establecida por la Dirección General de Servicio Civil, y no retrasar dicho movimiento de personal hasta seis meses después, toda vez que dicho proceder no sólo resulta ilegítimo,  sino por cuanto además se genera un claro perjuicio al accionante, debido a que éste había renunciado a su anterior puesto, por lo anterior procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo, y a la Directora de Gestión del Recurso Humanos, ambos del Consejo Nacional de Vialidad, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se haga efectivo el nombramiento del amparado en el puesto número 09073. CL

4203-11. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. NOTIFICACION POR EDICTO. Manifiesta el recurrente que fue despedido como oficial de tránsito de Cartago sin previo aviso, alegando que no lo podían localizar, procedieron a notificarlo vía edicto.  Alega no haber tenido la oportunidad de defenderse dentro de un proceso, y apelar la resolución de despido ante las jerarquías correspondientes. En el presente caso constata esta Sala que efectivamente al amparado no se le llevó acabo ningún debido proceso, violentando sus derechos fundamentales de manera evidente. Se declara CON LUGAR el recurso.  Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales.  Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, la reinstalación del recurrente y se de continuidad al procedimiento dentro de los parámetros del debido proceso y el derecho de defensa. CL
4168-11. SANCIÓN. SUSPENSIÓN SIN GOCE DE SALARIO POR PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Poder Judicial dispuso suspenderlo sin goce de salario, sin procedimiento ni notificación previa, lo cual obedeció al dictado de una medida cautelar de prisión preventiva dispuesta en su contra. En este caso concluye la Sala que no es precisa la apertura de ningún procedimiento previo, pues carecería de sentido, pues la suspensión opera como consecuencia de la medida cautelar judicialmente decretada, que impide al trabajador laborar mientras subsista esa medida, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL

4173-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO POR PRESENTAR INFORMACIÓN FALSA. Indica la recurrente que fue cesada de su nombramiento interino en la Sección de Cárceles del OIJ por no haber consignado que algunos de sus parientes presentaban remisiones  a los tribunales de justicia. En este caso concluye la Sala  que quedó acreditado que la recurrente incurrió en omisiones graves al llenar su pre-oferta de servicios, brindando información falsa a la institución, con relación a los vínculos familiares con personas con antecedentes penales, por lo que  procede declarar sin lugar el recurso. SL

4208-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO POR CONSIDERAR QUE NO ERA IDONEO PARA EL PUESTO.  Reclama el recurrente que la autoridad recurrida lo destituyó de  su puesto interino como agente del Organismo de Investigación Judicial sin que le brindara el derecho de defensa y sin que se le asignara un defensor público. En este caso concluye la Sala que previo al cumplimiento de las garantías  mínimas del debido proceso,  se tomó la determinación de no prorrogar más el nombramiento interino del recurrente debido a que no contaba con los requisitos indispensables para desempeñarse en el puesto, fundamentándose en  una serie de actuaciones denunciadas por su superior, por lo que no se consideraba idóneo para ocupar dicho cargo, por lo antes expuesto se declara sin lugar el recurso. SL 

4253-11.NOMBRAMIENTO. NO PRORROGAN NOMBRAMIENTO POR ENCONTRARSE INCAPACITADO. Manifiesta la recurrente que fue nombrada para realizar labores de trabajo social en el Área de Servicios Estudiantiles de la sede de la Universidad de Costa Rica en Golfito, otorgándosele un cuarto de tiempo como Profesional C y tres cuartos de tiempo como  Profesional B, no obstante, para el presente curso lectivo, no se le prorrogó su nombramiento debido a que estaba incapacitada. Acusa, además, que pese a que la última incapacidad que le fue otorgada, regía del 20 de diciembre de 2010 al 18 de enero de 2011, no se le reconocieron los días de incapacidad posteriores al 31 de diciembre anterior. En este caso concurrieron dos causas objetivas que facultaron a la autoridad recurrida a cesar a la amparada. Primero, el advenimiento del plazo del nombramiento y la comunicación que le hicieron a la accionante de que no se le continuaría prorrogando su nombramiento debido a la falta de presupuesto. Por otra parte, conforme quedó demostrado, se cubrió la última incapacidad de la recurrente hasta el 31 de diciembre anterior, fecha en que feneció su nombramiento, de ahí que, si la actora tiene alguna disconformidad con la cobertura de la incapacidad, deberá presentar el reclamo en las vías de legalidad correspondientes. Finalmente, debe aclararse que en la sentencia No. 18356-09 que invoca la actora, se declaró inconstitucional el artículo 80 del Código de Trabajo, norma que facultaba al patrono a dar por terminado el contrato de trabajo luego de tres meses de que el trabajador estuviese incapacitado por enfermedad comprobada, supuesto que difiere del planteado en el sub lite. Se declara sin lugar el recurso. SL

4240-11. CONCURSO. INTERINO EN EL PUESTO NO PUDO PARTICIPAR PORQUE NO SE FUE DIRECTAMENTE NOTIFICADO DEL CONCURSO. Alega el recurrente que ha estado nombrado interinamente como funcionario judicial de modo ininterrumpido. Indica que la Corte ordenó llevar a cabo un concurso público para llenar una serie de plazas vacantes, entre ellas la suya. Establece que  la publicidad de dicho concurso se hizo por medio del envío de correos electrónicos masivos dirigidos a cada Despacho Judicial; sin embargo, su superior no le informó a tiempo. Establece que el Juez Coordinador del despacho en el que labor por medio de escrito del 8 de diciembre de 2010 le informó a la Jefa de la Sección de Reclutamiento y Selección del Poder Judicial que el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Heredia no había tenido conocimiento del concurso; no obstante, por medio de oficio número 080-JP-2011 del 31 de enero de 2011, el Jefe del Departamento de Personal le comunicó al citado Juez Coordinador que la comunicación del concurso se había hecho de forma efectiva, por lo que se denegaba su solicitud para anular el concurso en disputa. En este caso concluye la Sala que el concurso en cuestión fue debidamente difundido y se establecieron los requisitos mediante publicación en Intranet. SL

3800-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Los recurrentes estimaron transgredido su derecho al debido proceso, pues, en su criterio, en el procedimiento administrativo disciplinario seguido en su contra, no se les informó debidamente, de los acontecimientos contenidos en el auto de traslado, lo que les impide ejercer, plenamente, su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se  les ordena al Presidente Ejecutivo y al Director Jurídico del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el recurso CL

3798-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Acusa el recurrente  vulnerado su derecho a un debido proceso, específicamente, su derecho de defensa, toda vez que, ni en el auto de apertura del procedimiento administrativo disciplinario llevado en su contra, ni en la primera parte de la audiencia, se precisó su falta, la norma legal que, supuestamente, transgredió y la sanción que le correspondería, motivo por el cual alegó que no ha podido preparar su defensa material. Considera esta Sala que pese a que en el auto inicial se describe en forma detallada, precisa y claramente lo reprochado al amparado, se echa de menos la calificación legal de los hechos imputados,  los fundamentos de derecho y las consecuencias jurídicas que podría suponer para el investigado el que se le declare como responsable de los hechos que se le imputan,  situación que coloca al amparado en un estado que le impide ejercer debidamente su defensa, por lo tanto procede declarar con lugar el recurso.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Departamento Disciplinario Legal, Sección de Inspección Policial del Ministerio de Seguridad Pública, que dispuso la apertura de un procedimiento administrativo disciplinario contra del recurrente, sin perjuicio que se subsane el vicio reclamado. CL

3844-11. SANCION. DOBLE SANCIÓN. (NON BIS IN IDEM.)  Reclama la recurrente que dentro del procedimiento administrativo que se tramita en su contra se le notificó el auto inicial  y se ordenó celebrar la audiencia oral, irrespetando el plazo legal y por ende el debido proceso. Indica que pese a que interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio, ambos fueron rechazados, y de previo a su conocimiento se ejecutó sin encontrarse en firme la sanción ordenada, pues ya purgó la sanción y se le descontó salarialmente. Reclama que aunque ya la sanción se ordenó ejecutar y se le rebajaron cinco días de suspensión de su salario, ahora, al resolverse el recurso de apelación  se ordenó ejecutar la sanción que ya cumplió. Estima que con lo anterior se le sanciona dos veces por los mismos hechos. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación del principio non bis in ídem. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial
3737-11. DESPIDO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO Alega el recurrente que trabaja en el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Montes de Oca y que el 9 de diciembre de 2010,  fue despedido sin derecho a prestaciones y cesantía, así como tampoco le dieron la oportunidad de ejercer el derecho de defensa y debido proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de fecha nueve de diciembre de 2010, suscrito por el Presidente del Comité Cantonal de Montes de Oca. Se ordena al Presidente del Comité Cantonal de Deportes de Montes de Oca, restablecer al amparado en el pleno goce de sus derechos como  funcionario del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Montes de Oca, en las mismas condiciones de trabajo y con los mismos derechos y deberes que gozaba antes del despido. CL

3308-11. PLUS SALARIAL. ELIMINAN PAGO  DE DEDICACIÓN EXCLUSIVA. Indica  la recurrente que  fue nombrada como  promotora social, firmando junto con el  Alcalde, el contrato de dedicación exclusiva, no obstante el  Concejo Municipal le ordenó al Alcalde que suspendiera el referido pago. Menciona que cuenta con el grado de licenciatura en comunicación de mercado, pero su salario es inferior al salario mínimo de los demás profesionales con el grado de licenciatura, lo cual es violatorio de sus derechos. Aduce que según el acuerdo del Concejo Municipal, se eliminó el pago de horas extra para los funcionarios municipales, sin embargo, debido a su trabajo constantemente tiene que realizar fuera de horario labores relacionadas con el mismo, atendiendo emergencias y coordinando, con empresas contratadas por la municipalidad, la ejecución de los proyectos. En este caso concluye la Sala que la Municipalidad accionada, para suspender el pago de la dedicación exclusiva a la amparada,  se basó en una decisión tomada por el Alcalde, sin antes cumplirse con el procedimiento correspondiente, violentando disposiciones para ese efecto, sin que de previo a dicha suspensión del pago, la autoridad recurrida hubiese acudido a los procedimientos establecidos para la anulación de actos que han declarados derechos a favor de los administrados. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se deja sin efecto el acto municipal que le suspendió a la amparada el pago del concepto salarial correspondiente a dedicación exclusiva. En lo demás se desestima el recurso. CL Parcial

3489-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. Aduce la recurrente que le fue notificado Acto de Apertura, citando a una comparecencia oral y privada a efecto de realizar el cobro administrativo de supuestas ausencias justificadas e injustificadas. Afirma que la resolución que le fue dejada en su casa es omisa en cuanto a los hechos que se imputan, las ausencias de las que trata, y los montos que se pretenden cobrar, carece de las firmas de la totalidad de los integrantes del Órgano Director del Procedimiento, fecha, hora y nombre del funcionario que realizó la notificación, además de que no brindó un plazo lógico para ejercer la defensa. Agrega que la resolución emitida por el órgano director incumple los plazos dados en la Ley de Administración Pública. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el acto de apertura CA-No. 044-2011 de las 08:42 horas del 13 de enero de 2011, suscrito por el Órgano Director del Procedimiento Cobros Administrativos. Se ordena al Jefe del Departamento de Control de Pagos, y al Órgano Director del Procedimiento Cobros Administrativos, ambos del Ministerio de Educación Pública,  enderezar el procedimiento de cobro instaurado a la fecha contra la recurrente, a lo indicado en las consideraciones de esta sentencia, si otra causa no lo impide. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

3324-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ORDENA A LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA DICTAR ACTO FINAL. Alega el recurrente que se ha producido un retardo excesivo y desproporcionado en el procedimiento administrativo incoado en su contra y se le ha dejado en indefensión.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a los integrantes del Órgano Decidor del Procedimiento Administrativo de la Contraloría General de la República, que en el plazo de un mes, contados a partir de la comunicación de este fallo, deben dictar el acto final en el Procedimiento Ordinario Administrativo que se tramita en contra del amparado desde el trece de agosto de dos mil cuatro. CL

3587-11. NOMBRAMIENTO. IMPIDEN PARTICIPAR EN CONCURSO EN PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que no se le notificó personalmente, que la plaza que ocupa interinamente, fue sacada a concurso, motivo por el cual, no pudo participar y, por ende, no fue tomado en cuenta para integrar la respectiva nómina. En este caso concluye la Sala  que la designación en la plaza a la que se refiere el recurrente, se ha apegado a la libre concurrencia y publicidad en el acceso a los puestos públicos y que no fue considerado para la plaza debido a que este no participó, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL 

3204-11. INVESTIGACION PRELIMINAR. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO Refiere el recurrente que  solicitó a los funcionarios recurridos copia del expediente administrativo que fundamentó la resolución ADM-CSNF-001-201, y en el cual fue parte denunciante., pero a pesar de lo anterior  se  le negó, con el argumento de que "por aplicación del principio de confidencialidad, no es procedente remitir copia del expediente que contiene la investigación preliminar objeto de la denuncia interpuesta. Se declara sin lugar el recurso. Salvan el voto los Magistrados Armijo y Jinesta. SL

3143-11. CESANTÍA.  PAGO DE OCHO AÑOS Y NO LO ESTABLECIDO EN CONVENCIÓN COLECTIVA. Señala el amparado que laboró en la Imprenta Nacional hasta su jubilación; no obstante, le cancelaron únicamente ocho años por Auxilio de Cesantía, pese a que por disposición expresa de la Convención Colectiva vigente, le corresponden veinte años. En este caso concluye la Sala que la Convención de cita aparentemente nació viciada al no haberse sometido ante la Comisión de Políticas para la negociación de Convenciones Colectivas en el Sector Público, por lo que, se instauró un Procedimiento Ordinario Administrativo para que determine  la posible nulidad del acto de homologación de la Convención, el cual se encuentra a la fecha suspendido por tratarse de  un diferendo referido a interpretaciones de normas con rango infraconstitucional, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL
3152-11. DESPIDO. SE ALEGA QUE FUE DESPEDIDO ENCONTRÁNDOSE EN EL EXTRANJERO. Menciona el recurrente que fue contratado  como encargado de la oficina Agrocomercial del Consejo Nacional de Producción en Miami, para lo cual se le pagó el traslado y el seguro médico para él y su familia. Indica que el dieciséis de diciembre del dos mil nueve se ordenó su despido a partir del primero de enero del dos mil diez, pero no se le cubrió el pasaje de regreso al país, por lo que la institución recurrida lo ha dejado a la deriva fuera del territorio nacional. Estima que debió habérsele traído al país y luego proceder al despido. En este sentido establece la Sala que el  recurrente estaba claro de las condiciones bajo las cuales había sido contratado como servidor de la institución, y estaba claro también de la fecha de finalización de su contrato interino, sin que ambos factores le motivaran a gestionar la partida correspondiente para su regreso vía aérea al país, motivo por el cual, se declara sin  lugar el recurso. SL

3195-11. IUS VARIANDI. TRASLADO DE FUNCIONARIO. Indica el recurrente que labora para el Ministerio de Seguridad  como Oficial Regional Administrador en la Dirección Regional de Limón. Manifiesta que fue notificado  para ser trasladado a la Dirección Regional Dos de Alajuela, motivo por el cual interpuso el recurso de revocatoria contra la resolución que ordena su traslado,  por cuanto considera que el mismo le ocasiona perjuicios laborales, familiares y de salud. Señala que la administración recurrida resolvió de manera desfavorable a sus intereses y mantuvo la decisión de trasladarlo, lo cual considera es un uso abusivo del ius variandi. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución 1462-2010-TI-DRH de las siete horas con treinta minutos del veinticuatro de noviembre de dos mil diez, que dispone la reubicación del recurrente de la Dirección Regional Nueve a la Dirección Regional Dos- Alajuela, a partir del 16 de diciembre del 2010. CL

3158-11. PLUS SALARIAL. ELIMINAN PAGO DE PROHIBICIÓN. El recurrente acusa la vulneración de las garantías del debido proceso, trabajo, al salario, y al principio de intangibilidad de los actos propios, por la forma en que procedió la Administración para suprimir el pago de la prohibición que percibían. Concluye la Sala que el Ministro recurrido sin seguir un procedimiento administrativo ordinario, dispuso el cese del pago de la prohibición que estaban recibiendo el amparado en su salario. Se anula la sentencia No. 11237-2009 de las dieciséis horas cuarenta y seis minutos del 21 de julio de dos mil nueve y en su lugar se declara con lugar el recurso por violación a lo dispuesto en el artículo 34 de la Constitución Política. Se anula la resolución del accionado 033-2008  de las nueve horas del 25 de febrero de dos mil ocho. Se le ordena al Ministro de Economía, Industria y Comercio, restituir al recurrente en el pleno goce de sus derechos. CL 
3082-11. TRASLADO. SE ORDENA REUBICACIÓN. La recurrente presentó ante la Dirección de Enfermería del Hospital San Francisco de Asís, la aplicación de medidas de protección o reubicación laboral, en razón de haber dado positiva la prueba de alergia al látex, de conformidad con las normas de salud ocupacional. Indica que se adquirieron guantes de vinilo y se le reubicó como Educadora en Servicios y Programas Especiales, no obstante a partir del año dos mil nueve los guantes de vinilo se han entregado a personas que no presentan ningún tipo de alergia al látex; sin embargo, en su caso desde dicha fecha no se le han suministrado, lo que lesiona su derecho a la salud.  Detalla que para justificar la no entrega de los guantes se le quitaron las funciones en el Servicio de Programas Especiales, sin mediar fundamentación alguna para su actuar, motivo por el cual interpuso quejas y reclamos sobre la modificación de sus funciones y no suministro de los guantes especiales, motivo por el cual su reclamo fue declarado improcedente. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora General a.i. del Hospital San Francisco de Asís, inmediatamente, adoptar las medidas necesarias para que la recurrente sea reubicada en labores de enfermería, para lo cual deberán proporcionarle guantes libres de latex a ella y demás trabajadores del mismo área conforme el criterio de su médico tratante del Instituto Nacional de Seguros. CL

3091-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO. Refiere el recurrente que participó en el reclutamiento para ocupar el puesto de policía de Migración en Peñas Blancas pero nunca se le comunicó formalmente, que había sido nombrado en ese puesto. No obstante, meses después, la Administración le envió tres telegramas, informándole que adeudaba la suma de 139.433,50 colones por concepto de salario, bajo el argumento que nunca se había presentado a laborar pese a que se le efectuó un depósito en su cuenta cliente. Considera arbitrario que se le haya cesado sin garantizarle la oportunidad de ejercer su defensa, máxime, porque recalca no haber sido informado de su nombramiento en el puesto de su interés. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se le advierte a la autoridad recurrida, abstenerse de incurrir en la conducta que sirvió de mérito para la estimatoria del presente recurso. En cuanto a la acción de recuperación de los pagos indebidos, se desestima el recurso. CL

3081-11. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Refiere el recurrente que labora de forma interina para el Ministerio de Educación Pública  y que recibió una amonestación escrita. Indica que en dicha sanción no medió el debido proceso, ni el derecho a la defensa, dado que no tuvo la oportunidad de ofrecer un alegato de defensa, no se le otorgó un plazo prudencial para proveer en su defensa, ya que simplemente se le notificó la sanción. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director del Liceo San Roque de Grecia, proceder a eliminar del expediente personal del recurrente el oficio del 14 de febrero del 2011 mediante el cual este fue notificado de amonestación escrita. CL

3263-11. TRASLADO. PODER JUDICIAL NO ACOGE SOLICITUD DE TRASLADO.  Alega el recurrente que es Juez de Tribunal Civil en Puntarenas y a su madre se le ha detectado un cáncer maligno, cuyo tratamiento implica recibir quimioterapia, por lo que solicitó su traslado en propiedad a la ciudad de Heredia para poder cuidarla. No obstante, la Corte Plena no consideró su oferta para el Tribunal de Heredia y el Consejo de la Judicatura ha denegado las dos gestiones que ha realizado en ese sentido, sin valorar que el padecimiento de su madre no solo le obliga a cuidarla, sino que ha menoscabado su salud psíquica al grado que su médico ha diagnosticado que está expuesto a errores inconscientes y a depresión. En este caso, señala la Sala que no le compete a esta Sala revisar si es procedente el traslado en propiedad del recurrente a uno de los puestos que le interesan, toda vez que se trata de la jurisdicción contencioso-administrativa. Se rechaza de plano el recurso. RP

3100-11. CONCURSO. NO LE PERMITEN PARTICIPAR POR NO APROBAR PRUEBA PSICOMÉTRICA. Establece el recurrente, que fue excluido del concurso NE-05-09 por el único hecho de no haber pasado las pruebas psicométricas, y sin tomar en cuenta aspectos académicos o experiencia profesional. En este caso concluye la Sala que la Dirección recurrida procedió a excluir al recurrente de la lista de elegibles por el sólo hecho de no aprobar las pruebas psicométricas, sin asignarle un valor al resto de atestados y experiencia profesional en la nota final, impidiéndole continuar con las siguientes fases del citado concurso, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se le ordena al Director General del Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita al amparado continuar participando en el concurso NºNE-05-09, realizando las adecuaciones que correspondan para que se  evalúen los aspectos académicos y la experiencia de éste asignándoles un porcentaje dentro de la nota final, mediante los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. CL

3130-11. DESPIDO. NOMBRAMIENTO DE OTRA PERSONA.  Establece el recurrente que como parte de un fuerte acoso laboral en su contra, fue destituido del puesto que venía ocupando como conserje en la Escuela de Ciencias del Deporte de la Universidad Nacional. En este caso considera la Sala que el amparado al no encontrarse protegido por el régimen estatutario de empleo público del Estado, no goza de inamovilidad en el puesto, ya que su nombramiento estaba sujeto al plazo fijo estipulado en su contrato laboral. Por otro lado, tampoco resulta ilegítima la actuación de la Universidad al nombrar a otro funcionario en el puesto que venía ocupando, toda vez que para ello se siguió el procedimiento de reclutamiento y selección estipulado, donde el recurrente tuvo no solo la oportunidad de participar en condición de igualdad con los demás concursantes, sino que también se le otorgó la posibilidad de plantear los recursos que estimó pertinentes contra el nombramiento designado, por lo que se declara sin lugar el recurso. SL

3139-11. DESPIDO. SE OMITE  ENTREGA DE CARTA DE DESPIDO. Reclama la recurrente que fue despedida sin responsabilidad laboral de su trabajo  sin que se le entregara la carta de despido, lo cual la pone en indefensión ante la intención de presentar la respectiva demanda y pruebas de descargo. Se declara sin lugar el recurso. Estima la Sala que si a la amparada se le adeuda algún extremo con la procedencia del cese, o bien que la carta entregada es omisa, lo procedente es que, tramite lo pertinente ante las instancias ordinarias que correspondan, donde conforme a las reglas del derecho laboral común se determine o no la eventual ilegalidad del despido. Se declara sin lugar el recurso. SL

3077-11. INCAPACIDAD. PERIODO POR EL QUE SE OTORGA SUBSIDIOS POR ENFERMEDAD. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 34 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil. La norma se impugna en cuanto limita a un año el período máximo por el cual se otorga el subsidio por concepto de incapacidad para trabajar, por enfermedad o riesgo profesional. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el inciso g) del artículo 34 del Estatuto de Servicio Civil, por violar los derechos fundamentales a la seguridad social, a la solidaridad, a la salud y al trabajo. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL

3041-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que laboró para el  sindicato recurrido, lugar donde enfrentó problemas de acoso laboral. Manifiesta que en virtud de lo anterior, se inició un proceso administrativo, que declaró con lugar su denuncia.  Acusa que se llevó a cabo la Asamblea Nacional, con el objeto de que se escuchara todo lo acontecido durante el proceso administrativo interpuesto por su persona, pero lamentablemente, sólo se escuchó la posición de su contraparte, a quien se acordó reinstalar en su puesto, negándosele a ella toda posibilidad de defensa.  Alega que nunca recibió un comunicado formal que la citara a la audiencia, situación que la colocó en estado de indefensión. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la decisión por medio de la cual se acogió el recurso de apelación interpuesto por el recurrido en la sesión del 7 de octubre de dos mil diez, de la Asamblea General Ordinaria del Sindicato Trabajadores de la Educación Costarricense. CL

2984-11. INCAPACIDAD. NIEGAN PAGO DE SUBSIDIO.  Menciona el recurrente que debido a un accidente se le mantuvo incapacitado, pero no obstante, al momento en que se apersonó a la Sucursal de la Caja en Grecia a fin de cobrar su incapacidad, se le informó que no se le podía cancelar la misma, porque no aparecía en el sistema. Agrega que ha este momento esta imposibilitado para trabajar, por cuanto se le colocó un pin y un yeso en su tobillo, lo que implica que no puede movilizarse, además de que no tiene conocimiento del tiempo que va a permanecer incapacitado.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Administrador de la Sucursal de Grecia de la Caja Costarricense de Seguro Social,  que disponga de inmediato el pago efectivo de los montos que se le adeudan a la fecha al recurrente, por concepto de subsidio por incapacidad. CL
2750-11. DESPIDO. SE DECLARA SIN LUGAR RECURSO PORQUE RECLAMO ANTE LA SALA ESTA PRESCRITO. Alega la recurrente que ha laborado en el Liceo Nocturno José Martí  durante los años 2009 y  2010, como profesora de Educación Ciudadana. Refiere  que a  finales del 2009 e inicios del 2010 estuvo muy enferma, con problemas bioquímicos, depresivos y nerviosos. Señala que entregó copia en la Dirección del Liceo Nocturno José Martí de todas las incapacidades extendidas  por la Caja Costarricense de Seguro Social y, en la última incapacidad, fue comunicada días después, razón por la cual el Ministro de Educación Pública la cesó sin responsabilidad patronal, por haber incurrido en falta grave a los deberes de su cargo. En este caso, señala la Sala que según se desprende, la recurrente pretende cuestionar un cese laboral dispuesto y ejecutado hace más de 7 meses, así como el procedimiento administrativo que se tramitó de previo a adoptar tal determinación. Supuesto en que resulta improcedente que esta Sala revise tales extremos, en razón del tiempo transcurrido y por la falta de acción oportuna, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En donde se ha indicado que "(...)  que el consentimiento de un acto administrativo puede ser expreso o tácito. Es expreso cuando existe una manifestación concreta del supuesto ofendido y tácito en aquellos casos donde no ejerce, en tiempo y forma, los remedios legales a su alcance para obtener la tutela de su derecho, todo lo cual conduce a la improcedencia de la acción. Así las cosas, el recurrente pretende que se revise en esta sede un acto administrativo dictado y ejecutado en el mes de julio del dos mil dos, sea, hace más de seis meses, sin que durante ese período el amparado presentara el recurso de amparo respectivo. Ello supone que se está en presencia de un acto tácitamente consentido –por falta de acción- por lo que lo procedente es declarar prescrito el recurso con fundamento en el artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, declaratoria que se hace únicamente para los efectos de este recurso de amparo, más no en relación con las posibles impugnaciones que pueda plantear el petente ante la jurisdicción ordinaria correspondiente. En virtud de lo expuesto el recurso de amparo es improcedente y así debe declararse.” (sentencia número 2003-0975 de las 14:37 horas del 11 de febrero del 2003). SL
2916-11.  PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO.  Alega el recurrente que trabajó en la Municipalidad de Moravia ocupando el puesto de Director Financiero, pero a partir de junio del año pasado  se acogió a la pensión  de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señala que  la autoridad recurrida no le ha cancelado la totalidad de lo adeudado  por concepto de  prestaciones legales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Moravia, que en forma inmediata realice las diligencias necesarias dentro del ámbito de su competencia para que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, se cancele al amparado, los extremos correspondientes a las prestaciones legales que se le adeuden. CL
2885-11. SALARIO. SE ORDENA RECONOCIMIENTO DE  CONDICIÓN PROFESIONAL Y SALARIAL.  Alega el recurrente que producto del proceso de reestructuración de puestos a lo interno del Instituto recurrido, mediante acuerdo de la Junta Directiva, se reestructuró el puesto que venía ocupando el amparado para que a partir del primero de diciembre de 2008, sea el de Ejecutivo Experto Servicio al Cliente. Establece que el acuerdo fue notificado  el 20 de febrero de 2009, por lo que a partir de ese momento logró una plena materialización, y no podía ser desconocido por la administración. Refiere que a pesar de este doble reconocimiento de la autoridad recurrida; al amparado se le sigue ubicando y pagando el salario de la clase de puesto Ejecutivo General al Servicio al Cliente, lo cual resulta inconsecuente con el nombramiento otorgado.  En este sentido concluye la Sala que lleva razón el amparado al aducir que se encuentra en un puesto distinto al aprobado por la Junta Directiva desde noviembre de 2008, por lo que deberá la administración reconocer plena y efectivamente la condición profesional y salarial de Ejecutivo Experto Servicio al Cliente, tal como fue otorgado mediante el acuerdo de la Junta Directiva, motivo por el cual el recurso debe ser declarado con lugar en cuanto a este extremo.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y al Director de Recursos Humanos, respectivamente, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados,  que de inmediato interpongan las actuaciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que al amparado le sea plena y efectivamente reconocido el cargo de Ejecutivo Experto Servicio al Cliente según acuerdo de la Junta Directiva de la institución, número 2008-552, de sesión ordinaria número 2008-073, de 27 de noviembre de 2008. CL     
2900-11. NOMBRAMIENTO. SOLICITUD DE CESE DE NOMBRAMIENTO CON RESPONSABILIDAD PATRONAL. Menciona la recurrente que ocupa el puesto de  policía con grado de sargento de la fuerza pública y desde el mes de enero de 2008  se le diagnosticó una "tendiodislocación" que le impedía ejercer fuerza con su mano derecha, por lo que según criterio médico del INS, CCSS y la Comisión de Salud del Ministerio recurrido se indicó que no es apta para realizar acciones policiales; sin embargo las autoridades se han negado a otorgarle el despido con justa causa, pues aducen que no pueden pagarle prestaciones debido a que no se encuentra incluida en el Estatuto Policial. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, que en el plazo de tres días debe resolver la situación laboral de  la amparada. CL  

2890-11. INCAPACIDAD. SE NIEGA PAGO DEL SUBSIDIO DE INCAPACIDAD.  Refiere el recurrente que encontrándose incapacitado por la Caja Costarricense de Seguro Social, se le indica que se le suspendió el pago del porcentaje que le corresponde del subsidio. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente Ejecutivo y al Coordinador de la Subregión Esparza, Orotina y Jacó, ambos del Instituto Costarricense de Electricidad, respectivamente, que de inmediato interpongan las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias para que se incluya en planilla al recurrente, en los meses que estuvo incapacitado dentro del período del contrato, y le sea pagado el subsidio o ayuda que le corresponda según el número total de días por los que ha sido incapacitado por su médico tratante. Se advierte a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir en situaciones similares a las que dieron lugar a la estimatoria de este amparo. En cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social, se declara sin lugar el recurso. CL

2700-11. NOMBRAMIENTO. AUTORIZACIÓN DE LA MISSIO CANÓNICA PARA PROFESORES DE RELIGIÓN. Adición a la parte dispositiva del Voto No. No. 2023-2010 de las 14:54 hrs. de 2 de febrero de 2010. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de la Ley de Carrera Docente, Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P- del 29 de setiembre de 1975. Las normas se impugnaron en cuanto establecen la obligatoriedad de contar con la autorización previa de la Conferencia Episcopal ("missio canónica") para la selección del personal dedicado a la enseñanza religiosa; la potestad de aquélla de revocar dicha autorización, provocando así -según los promoventes- un despido solapado de docentes; así como la ingerencia de la mencionada Conferencia Episcopal en la designación del Director del Departamento de Educación de la Religión del MEP. En sentencia 2023-10 la Sala declara con lugar la acción y señala: “Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el Art. 34 párrafo segundo del Reglamento a la Ley de la Carrera Docente (Decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 de febrero de 1972) que dice lo siguiente: " Para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, sera requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. Sin embargo, la elaboración de las bases y promedios ponderados para la selección previa, tanto del personal propiamente docente como del personal técnico y administrativo docente, estará a  cargo de Jurados Asesores de la Dirección General"; en lo demás se declara sin lugar. El Magistrado Mora pone nota. Los Magistrados Cruz, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota. Mediante este nuevo voto Se adiciona la parte dispositiva del Voto No. No. 2023-2010 de las 14:54 hrs. de 2 de febrero de 2010, por lo que debe leerse de la siguiente manera: Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el artículo 34, párrafo segundo, del Reglamento a la Ley de la Carrera Docente (Decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 de febrero de 1972) que dice lo siguiente: Para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal nacional. Sin embargo, la elaboración de las bases y promedios ponderados para la selección previa, tanto del personal propiamente docente como del personal técnico y administrativo docente, estará a cargo de Jurados Asesores de la Dirección General; en lo demás se declara sin lugar. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma reglamentaria declarada inconstitucional, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial, reséñese en el Diario Oficial de la Gaceta. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Notifíquese personalmente al Ministro de Educación Pública. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a todas las partes interesadas. El Magistrado Mora pone nota. Los Magistrados Cruz, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-

2641-11. PRODEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. CON BASE EN INFORMACIÓN EN CORREO ELECTRÓNICO PRIVADO. OPINIÓN COMO FUNCIONARIO PÚBLICO. La recurrente alega que en quebranto de su derecho de intimidad, la Administración recurrida inició en su contra un procedimiento administrativo por manifestaciones expresadas por medio de un correo electrónico que envió desde su dirección personal. En este caso consta que el correo electrónico, tomado como base para la instauración del procedimiento disciplinario, fue remitido a la presidencia ejecutiva, de manera que en ningún momento fue sustraído ilegítimamente de la computadora de la funcionaria sin su consentimiento, o por medio de un mecanismo informático capaz de ello. Así lo indicaron –expresamente y bajo fe de juramento-, los miembros del órgano director del procedimiento. En ese sentido, se tiene por desacreditada la lesión al derecho a la intimidad y al secreto de las comunicaciones de la recurrente llegaron a ser de conocimiento de la Administración mediante la remisión de un correo electrónico suscrito supuestamente por la amparada. Por otro lado, tomando en cuenta el momento procesal actual de la investigación, se tiene por debidamente acreditado que la Administración ha observado y aplicado los principios constitucionales que otorgan las garantías del debido proceso y derecho de defensa. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO PENAL
4020-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Reclama el recurrente que tanto la resolución del Juzgado Penal de Cañas de las 15:05 horas del 02 de marzo del 2011 como el voto del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Cañas, número 08-2011 de las 15:30 horas del 14 de marzo del 2011 carecen de fundamento para sostener una medida cautelar excepcional como es la prisión preventiva, ya que se limita a citar los peligros procesales para sostener tan grave limitación a la libertad del amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

4009-11. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. DE OFICIO. Alega el recurrente que mediante sentencia  número 2010-01406 de las 10:46 horas del 17 de diciembre del 2010,  se declaró con lugar el recurso de casación interpuesto por el tutelado, ordenando el reenvío al tribunal de origen y la realización de un nuevo juicio con una nueva integración, además se ordenó una nueva prórroga de la prisión preventiva, por el plazo de  seis meses. En este caso estima la Sala  que de oficio, el Tribunal de Casación puede autorizar una nueva prórroga en el plazo de la prisión preventiva por seis meses más, cuando ordene el reenvío al tribunal de origen para un nuevo juicio, como sucede en el caso de que nos ocupa, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL

4300-11. MEDIDAS ALTERNATIVAS. APLICACIÓN DE LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del párrafo segundo del artículo 30 inciso j) del Código Procesal Penal, reformado por ley número 8146 de 30 de noviembre de 2001, publicado en la Gaceta número 227 de 26 de noviembre de 2001.La norma señala que se extingue la acción penal si se da la reparación integral a entera satisfacción de la víctima. Esta causal procede siempre que, durante los cinco años anteriores, el imputado no se haya beneficiado con esta medida ni con la suspensión del proceso a prueba o la conciliación. Contrario a las argumentos del accionante se determina que la reparación integral del daño regulada en nuestro Código Procesal Penal no infringe el Derecho de la Constitución, por el contrario constituye una forma alterna de resolución de un conflicto penal, regulación que se origina de la voluntad del legislador,  la cual se dirige a controlar que la aplicación de la citada medida se logre utilizar únicamente una sola vez cada cinco años, sin que ello signifique la promoción de la impunidad, además el término estipulado es razonable, pues impide que una persona imputada  la utilice de forma discriminada. Por tal razón, la obligación del Tribunal Penal de ordenar el registro en la base de datos deviene de un mandato emitido por el poder estatal conforme al derecho público. Es decir, la aplicación del supra citado instituto no configura un agravio irreparable en detrimento de derechos fundamentales como la dignidad, la libertad individual, la igualdad, la intimidad, el debido proceso, ni mucho menos se trata de un trato inhumano, cruel o degradante, por el contrario, debe quedar claro, que en la especie no se trata de una pena,  ni mucho menos de una inhabilitación, como de modo equívoco parece interpretarlo el actor. Por otra parte, del sub examine se infiere que el objeto de la impugnación no se dirige en sentido estricto contra la literalidad del párrafo segundo del artículo 30 inciso j) del Código Procesal Penal, sino más bien en contra de su interpretación y aplicación para el caso concreto, lo cual la acción de inconstitucionalidad interpuesta resulta inadmisible a la luz del numeral 73 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. En ese orden de ideas, para el accionante el tema central se funda en que la remisión a la base de datos del registro judicial, que exige la disposición normativa impugnada no debería registrarse en la denominada “hoja” de delincuencia, indica “como que si lo instruido y fallado hubiese sido producto de una sentencia condenatoria” y de ahí su anotación como “convictos”, asegura que surge interpretación errónea porque el proceso concluye con la aplicación de un sobreseimiento definitivo, que lo exonera de toda pena y responsabilidad.  En  síntesis se logra desprender que la vicisitud planteada estriba en el medio con que cuentan actualmente las autoridades administrativas competentes para aplicar la norma en mención, por ello el tema ventilado en el presente caso, podría interponerse en la vía del recurso de amparo, si el promovente  lo tiene a bien, al sustentar la eventual infracción al derecho fundamental de autodeterminación informativa que pudiese estar precisándose en el registro de delincuencia.Se rechaza por el fondo la acción. RF
4263-11. MEDIDAS DE PROTECCIÓN. EN PROCESO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA Alega el recurrentes se le impuso una medida cautelar desproporcionada e irracional en un proceso de violencia doméstica seguido en su contra. En el presente asunto concluye la Sala que la mera existencia de un proceso penal o de violencia doméstica, no puede interpretarse, como una amenaza ilegítima a la libertad personal del imputado, toda vez que, el propio ordenamiento procesal establece las vías suficientes e idóneas para asegurar que las diversas causas se tramiten con estricta observancia de las garantías, las facultades y los derechos previstos para las personas, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL
3845-11. PRISIÓN PREVENTIVA.  PRORROGA DE OFICIO. Alega el recurrente que se dictó una medida cautelar en contra de su representado, que supera el plazo máximo establecido en la normativa legal y vigente. En este caso concluye la Sala que cuando se dicta sentencia condenatoria, la detención del imputado se debe tener por prorrogada por seis meses más, razón por la que la fundamentación que reclama el recurrente resulta innecesaria en este momento procesal, por lo antes expuesto procede declarar sin lugar el recurso. SL

3868-11. EXTRADICIÓN. NO HAN RESUELTO SOLICITUD DE REFUGIO.  Alega el recurrente que pese a que el amparado solicitó refugio tiene más de un mes sin que se resuelva su situación migratoria y se encuentra detenido por parte de la autoridad accionada sin que exista una resolución judicial o administrativa por lo que considera que la detención es ilegítima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

3852-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. ALLANAMIENTO. Reclama el recurrente que su vivienda fue allanada pese a que no era el domicilio de su hija; que fue golpeado  y no se les notificó de previo, la realización de esa diligencia, ni contaron con asistencia letrada. Argumenta que tanto él como su esposa permanecieron detenidos por espacio de dos horas, mientras se ejecutó esa diligencia. Menciona que la Jueza que autorizó la intervención telefónica y ordenó el allanamiento de su vivienda, fue la misma que resolvió la medida cautelar dispuesta en contra de la tutelada. Aduce que la prisión preventiva carece de falta de fundamentación, concretamente, en cuanto a la existencia de elementos que puedan tener a la tutelada como autora del delito y el peligro procesal de fuga. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
3609-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Mencionan los amparados que se les endilgó la actividad de venta de drogas pese a que nunca se determinó, y menos individualizó, a los posibles infractores de venta de droga. Además acusa falta de valoración y confrontación de la prueba, pese a lo cual se dictó prisión preventiva en su contra. Concluye la Sala que en este caso, el operativo y la detención de los amparados se llevó a cabo a raíz de las investigaciones policiales realizadas, toda vez que se determinó que los encartados vendían droga a los adictos de la ciudad de San José, motivo por el cual procede declarar  sin lugar el recurso. SL

3404-11. PRISIÓN PREVENTIVA. TARDANZA EN TRAMITACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN. Indica el recurrente que se programó tardíamente la celebración de una audiencia oral, requerida para conocer del recurso de apelación formulado, que le impuso al tutelado una medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de un mes. Asimismo, acusa que, de manera, totalmente, injustificada, la jueza del Tribunal recurrido decidió no realizar la mencionada audiencia oral que se tenía programada para conocer dicha apelación.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenarse la libertad del tutelado, únicamente, por la tardanza en la que incurrieron las autoridades recurridas en la tramitación del recurso de apelación planteado contra la resolución de 26 de enero de 2011. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial. 
3402-11. IMPUTADO. SE LE NIEGA LIBERTAD Y TRASLADO. Alega la recurrente que el tutelado se mantiene privado de libertad, a pesar de que el Juzgado Penal  ordenó su libertad, luego de que solicitara que se archivara la denuncia que había planteado contra él. Asimismo, acusa que el amparado se encuentra recluido en el Centro de Atención Institucional de San José, lo que limita las posibilidades de que pueda ser visitado por sus familiares, razón por la que solicita se le traslade al Centro de Atención Institucional de Puntarenas. En este caso constató la Sala que la autoridad judicial, nunca dispuso la libertad del amparado por considerar el Ministerio Público que existían suficientes elementos para continuar con la causa. En relación con el traslado solicitado se constata que el amparado tuvo que ser reubicado luego de que aparentemente participara en una agresión a otro privado de libertad, ya que lejos de implicar una vulneración a sus derechos fundamentales, tiene como fin tutelar su derecho a la integridad física, de ahí que resulta procedente desestimar el amparo. Se declara sin lugar el recurso. SL

3387-11. MEDIDAS CAUTELARES. NIEGAN CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR Acusa la recurrente que el Tribunal recurrido no ha acogido la solicitud de sustitución de medida cautelar planteada a favor del amparado, pues, su actual privación de libertad supone un riesgo para su estado de salud. En este caso concluye la Sala que el amparado fue sometido a un procedimiento que no era riesgoso y que no requería de un complejo procedimiento de recuperación o cuidados especiales. Además había sido trasladado a las respectivas citas médicas, en una de las cuales había dado de alta, razones suficientes para declarar sin lugar el recurso. SL
3380-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DE PLAZO. Reclama la recurrente  que la prórroga de la prisión preventiva dictada en contra de su representado  venció el ocho de marzo del presente año, no obstante a pesar de lo anterior aún permanece detenido. Esta Sala constata  que el tutelado fue puesto en libertad inmediatamente después del vencimiento de la prórroga de la prisión preventiva, motivo por el cual se declara sin lugar el recurso. SL

3397-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Acusa el recurrente que la resolución que prorrogó la  medida cautelar de prisión preventiva en contra de su representado carece de la debida fundamentación, por cuanto el Tribunal recurrido, al estimar el recurso de casación al existir una actividad procesal defectuosa, debió declarar la acusación que pesa en su contra nula e ineficaz. En este caso concluye la Sala que la resolución se encuentra debidamente fundamentada pues el Tribunal recurrido indicó que existe un peligro de fuga en virtud de que al amparado se le imputa una serie de delitos sancionados con pena privativa de libertad y es necesario asegurar su presencia en el proceso, en virtud de que se ordenó el reenvío de la causa para la celebración de un nuevo debate, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL 

3399-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE DECRETA POR REBELDÍA. Aduce el recurrente manifiesta que  en proceso penal seguido en su contra, fue declarado reo rebelde y  desde el dieciocho de febrero de dos mil once, se encuentra bajo prisión preventiva en el Centro de Atención  Institucional El Roble en Puntarenas.  Acusa que la autoridad recurrida no tomó en consideración que el defensor particular del amparado había fallecido hace más de un año, por lo que el tutelado no tuvo conocimiento de las diligencias judiciales que se iban a realizar y, en consecuencia, no pudo  apersonarse a éstas y  tampoco se le asignó un defensor público que ejerciera su defensa.  En este caso, consta que se declaró la rebeldía contra el amparado, se ordenó su captura y se suspendió la prescripción de la acción penal.  En ese sentido, como consecuencia de la orden de captura emitida en su contra, el encartado fue detenido seis años y seis meses después de haberse declarado su rebeldía, y se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva. El accionante reclama que el defensor particular del amparado falleció en el transcurso del plazo en el que éste se encontraba rebelde, razón por la cual al no nombrar un nuevo defensor, se lesionó el derecho de defensa del tutelado. Decretada la rebeldía, y no existiendo objeción sobre ésta, una vez que el imputado es capturado y puesto a la orden de la autoridad competente, el Juzgador tiene la facultad de dictar la prisión preventiva sin necesidad de convocar a la audiencia, toda vez que el estado de rebeldía constituye el presupuesto legal suficiente para dictar la prisión preventiva y, con ello, asegurar que el imputado se someterá al proceso. Se declara sin lugar el recurso. SL
3290-11. PRISIÓN PREVENTIVA. PRORROGA ORDENADA POR TRIBUNAL DE JUICIO. Establece la recurrente que al amparado se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de tres meses, motivo por el cual presentó recurso de apelación; no obstante  la resolución fue confirmada de manera arbitraria; además se varió el plazo de la misma y la aumentó a seis meses. Señala que presentó incidente por defecto absoluto, sin embargo, en audiencia oral la autoridad jurisdiccional resolvió mantener la prisión preventiva. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del imputado. En consecuencia, se anula el Voto No. 468-2010 de las 16:00 hrs. de 20 de diciembre de 2010, dictado por el Tribunal de Juicio de Alajuela, únicamente, en cuanto dispuso prorrogar ex officio por tres meses más la prisión preventiva. CL 

3292-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Alega el recurrente que dentro del proceso penal que se sigue en contra del amparado, se dictó prisión preventiva por tres meses. Indica que el Tribunal Penal recurrido conoció en alzada la resolución confirmando parcialmente la medida en el sentido de que el plazo de la medida cautelar debía ser por un mes. Señala que ambas resoluciones carecen de una razonable, suficiente y debida fundamentación, debido a la carencia de un estudio pormenorizado de los autos. Establece que  la resolución de alzada en lo único que se fundamenta es en el peligro de "flagrancia", sin entrar a analizar el tiempo transcurrido, de esa forma, se tiene que previo a imponerse al amparado dicha medida privativa de libertad, no se entró a valorar por parte de las autoridades recurridas, otras medidas cautelares sustitutivas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

3297-11. DETENCIÓN. DURANTE EL DEBATE POR INGESTA DE LICOR. Manifiesta la recurrente  que en proceso penal seguido a su representado la autoridad recurrida  señaló  fecha para celebrar el debate. Refiere que su representado puntualmente se hizo presente en la segunda audiencia, pero con un poco de ingesta de alcohol, situación que provocó que el Tribunal recurrido ordenara de manera arbitraria y oficiosa la detención inmediata del mismo hasta el primero de marzo de este año.  Considera que con dicho proceder se ha violentado los derechos fundamentales al imputado, como es la libertad, toda vez que la autoridad recurrida no indagó cuál era el estado real de su defendido de previo a ordenar su detención, sea, si éste tenía o no capacidad de permanecer en el debate, máxime que en ningún momento la defensa solicitó la suspensión de la diligencia por la situación del imputado, e incluso, ni la propia Fiscalía requirió que se detuviera, sino que de manera inquisidora, según se indicó anteriormente, dicha autoridad ordenó detener al amparado para asegurar que el mismo se encontrara presente el día de  la continuación del debate, orden que no fue fundamentada ni justificada como en derecho corresponde. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

3173-11. DETENCIÓN. POR ASUNTO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA. Manifiesta el recurrente que en proceso de Violencia Doméstica se dictó una medida de protección y auxilio policial a favor de la ofendida. Indica que a ingresar a su casa de habitación con su hija mayor, su esposa  llamó a la policía y llegaron los oficiales de la Delegación Policial quienes ingresaron a su casa sin mediar orden de allanamiento, lo detuvieron ilegalmente y uno de los oficiales le amenazó  que lo iban a meter al calabozo. Establece que pese a que constataron que no tenía restricción alguna para estar en su casa de  habitación,  determinaron que debían llevarlo a la Delegación Policial, donde fueron interrogados, su esposa e hija, lugar donde lo mantuvieron por espacio de dos horas, hasta que posteriormente determinaron que no había violentado ninguna orden de restricción por violencia doméstica. En este caso concluye la Sala que la actuación de las autoridades recurridas no resultan ilegítimos, toda vez que la autoridad policial recurrida, de conformidad con el numeral 20 de la Ley contra la Violencia Doméstica, les impone el deber de intervenir en las situaciones de violencia doméstica, de oficio o cuando sean requeridas por las víctimas o por terceras personas y de detener a la persona presunta agresora y remitirla a la autoridad judicial, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL

3180-11. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega el recurrente, que  el Juzgado recurrido señaló  para el cuatro de marzo de este año, una audiencia para revisar la medida cautelar de prisión preventiva, la cual vencía ese mismo día; sin embargo ese día  no se presentó ni el imputado, ni la Defensora particular debido a razones médicas y  a la fecha continúa en prisión sin que exista una orden judicial o resolución que así lo disponga. Estima esta Sala que a la fecha el recurrente se encuentra legítimamente detenido mediante una resolución judicial debidamente fundamentada que así lo ordena. No obstante  lo acontecido es subsanable mediante la realización de una nueva audiencia con la presencia del defensor respectivo, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL
3177-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Indica la recurrente  que dentro del proceso penal seguido contra su representado la Fiscalía sólo puso a disposición del tutelado parte de la prueba que existe en su contra y en la audiencia no presentó todas las pruebas que tiene en su poder, por cuanto, la misma jueza que dispuso las medidas cautelares, fue la que ordenó la diligencia judicial de allanamiento y, finalmente,  no se  fundamentó, debidamente, la orden de prisión preventiva impuesta contra el tutelado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
3056-11. DERECHO DE ABSTENCIÓN. JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE EL DERECHO DE ABSTENCIÓN. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte, referente a la interpretación del artículo 205 del Código Procesal Penal. La jurisprudencia que se impugna es con base en las sentencias 2005-00170, 2007-01101 y 2008-00263. Señala que la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte ha sido conteste en el sentido de que cuando termina la unión de hecho entre una pareja, se extingue también el derecho de ambos de abstenerse de declarar en contra del otro en un proceso penal. Estima que ese criterio es contrario a la “ratio” del artículo 36 de la Constitución Política y a la garantía constitucional del debido proceso. Señala el accionante que en aras de tutelar la unidad familiar, se debe interpretar el artículo 36 y por ende, el numeral 205 del Código Procesal Penal, en el sentido de que el derecho de abstención debe ser aplicable en los procesos penales, aunque la pareja haya legalmente cesado de serlo, siempre que existan hijos en común. Que la convivencia formal o de hecho que existía entre la pareja al momento en que uno de ellos cometió un hecho punible, no desaparece para efectos de la aplicación del artículo 36 constitucional por el hecho de que cuando se celebre el proceso penal correspondiente ya la pareja se haya separado legalmente. Estima el recurrente que el vínculo familiar que existía entre la pareja al momento de la comisión del delito, debe necesariamente subsistir en tutela del núcleo familiar, sobre todo cuando de esa unión nacieron hijos comunes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
2950-11. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega el recurrente que el tutelado fue sometido a un interrogatorio arbitrario, sin un abogado y haciendo uso de la fuerza; que se le nombró un defensor hasta pasadas veinte horas después de su detención. Menciona que se le impuso una medida cautelar de prisión preventiva, sin que, a tales efectos, se convocara a una audiencia oral y sin que se haya fundamentado correctamente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
3048-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VISTA ORAL.   Alega el recurrente que en contra de su representado  que se dictó prisión preventiva  pese que no existe una necesidad procesal que justifique tal medida cautelar, además no se ha resuelto el recurso de apelación interpuesto en contra de la medida cautelar. Indica que no fue asistido por un traductor o intérprete durante la diligencia de identificación, intimación y recepción de declaración,  pese que no comprende adecuadamente el idioma español. Manifiesta que actualmente se encuentra recluido en el Centro de Atención Institucional Calle Real, ha sido ubicado junto con personas que ya están descontando una sentencia condenatoria. Establece que su representado requiere de atención médica, pese que éste sufre de problemas de salud. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado, por la infracción a su derecho fundamental a una justicia pronta y cumplida, ante la dilación injustificada y excesiva del Juzgado Penal y del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en tramitar y  resolver el recurso de apelación planteado el 14 de febrero del 2011 en contra del auto de prisión preventiva decretado en contra del amparado. Se ordena al Juzgado Penal y al Tribunal Penal, ambos del Primer Circuito Judicial de San José, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para que se pueda celebrar con la mayor celeridad posible la vista oral, a fin de conocer y resolver el mencionado recurso de apelación. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
3047-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega la recurrente que a su defendido no se le removieron los dispositivos de seguridad durante la audiencia ante el Tribunal recurrido, el cual, además, se encuentra privado de libertad en base a una resolución ayuna de fundamentación y que es errónea, la que al ser apelada fue confirmada con argumentos que no fueron expuestos por las partes y que ni siquiera tomó en cuenta la Juzgadora de primera instancia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Castillo Víquez salvan el voto. SL 

2902-11. SENTENCIA.  SE NIEGA COPIA EN DVD DE SENTENCIA.  Aduce la recurrente que las autoridades recurridas se negaron a entregarle una copia de la sentencia que se dictó en contra de la amparada la cual se encuentra en formato DVD, bajo el argumento que no contaban con los mecanismos tecnológicos necesarios para tal efecto. Señala la Sala que la denegatoria de información, resulta totalmente arbitraria e injustificada, no sólo en virtud que las autoridades de dicho despacho judicial contaban, de antemano, con directrices específicas giradas por el Consejo Superior del Poder Judicial para solventar dicho problema a nivel interno y proporcionar la información requerida, sino, también, dado que, el acceso a dicha sentencia se requería con el fin que la Defensa Pública revisara la sentencia dictada en contra de la privada de libertad Arias Santamaría.  Así las cosas, este Tribunal estima que, en la especie, se han quebrantado los derechos fundamentales de la amparada. No obstante lo anterior y, ya que, con ocasión del presente proceso de amparo las autoridades del Archivo Judicial, el día 20 de enero de 2011 le proporcionaron a la recurrente una copia de la sentencia en cuestión, lo procedente es declarar con lugar el recurso, únicamente, para efectos indemnizatorios. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese al Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial. CL

2715-11. PRISIÓN PREVENTIVA. NO SE EJECUTA ORDEN DE LIBERTAD Reclama la recurrente que el Tribunal Penal  recurrido como consecuencia de la vista de apelación resolvió la ineficacia de la prisión preventiva que se había impuesto a su defendido, razón por la que se ordenó su inmediata puesta en libertad, sin que se haya hecho efectiva, pues en el Centro de Atención Institucional, se indica que no han recibido orden de libertad por parte del Juzgado Penal.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

2629-11. IMPUTADO. NO LE QUITAN ESPOSAS A PESAR DE QUE SE ENCUENTRA HOSPITALIZADO. Alega la recurrente que a su representado se le impuso, como medida cautelar, tres meses de internamiento en el Hospital recurrido, medida que le fue prorrogada por tres meses más. Aduce que durante el cumplimiento de esa medida cautelar, su defendido ha permanecido esposado, aún cuando policías penitenciarios se mantienen a su lado en el Hospital. El centro médico alega que tal condición obedece a una disposición penitenciaria, lo cual fue confirmado por la policía penitenciaria que se encuentra en el lugar. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado porque en la actualidad goza de ese derecho.  Se condena a  Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  En cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social se declara sin lugar el recurso. CL Parcial. 

2460-11. DEPORTACIÓN. ES MADRE DE TRES MENORES COSTARRICENSES. Argumenta el recurrente que la Dirección General de Migración y Extranjería tiene retenido el pasaporte de su esposa de nacionalidad nicaragüense, y pretende deportarla. Agrega que él está en prisión, debido a una pensión alimentaria. Indica que la tutelada es madre de tres hijos, que estudian en escuelas y colegios en este país. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la protección de las personas menores de edad se refiere. Se le ordena a la Directora General de Migración y Extranjería, otorgarle un plazo razonable a la tutelada para que legalice su situación. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

2477-11. MENORES DE EDAD. SUSPENSIÓN DE MEDIDAS. Indica la recurrente que se encuentra disconforme con la resolución No. No.1430-2010 de las 13:40 horas de 9 de diciembre de 2010 dictada por el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, a través de la cual se revocó la libertad del tutelado, por incumplimiento de las medidas de orientación y supervisión impuesta. Este Tribunal  concluye que  en el proceso de habeas corpus, resulta improcedente valorar si, efectivamente, existía mérito o no, para revocar la sanción alternativa de libertad asistida que le había sido otorgada al menor, pues eso implicaría sustituir a los Jueces Penales en el ejercicio de funciones que le son propias, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL

2482-11. PRISIÓN PREVENTIVA. JUEZ SUPERIOR SUBSANA FUNDAMENTACIÓN. Manifiesta el recurrente que la resolución de segunda instancia, a pesar de que la Jueza de Apelaciones reconoce en su resolución la inexistencia de la fundamentación respecto a los elementos de convicción, no  declara con lugar la apelación sino que procede a realizar la fundamentación de los elementos de convicción y por ende mantener la prisión preventiva contra su defendido. En criterio de la Sala, una omisión como la alegada,  permite al Tribunal de instancia, en la lógica de nuestro sistema procesal, valorar los motivos en los que se sustenta la medida cautelar y subsanar la ausencia de fundamentación.  Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
3052-11. IMPUESTO DE RENTA.  RENTA PRESUNTA. Acción de Inconstitucionalidad en contra los artículos 13 inciso a.1 de la Ley del Impuesto sobre la Renta,  15 del Reglamento de la Ley, Decreto N° 18445-H  y 125 inciso b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley N° 4755. Sobre el artículo 13 inciso a.1 de la Ley del Impuesto de la Renta, recientemente la Sala en la 309-09 se refirió a los principios de igualdad y capacidad contributiva frente a la renta presunta. El accionante también expone que la “renta presuntiva profesional” está basada en prueba indiciaria que no es suficiente para determinar un ingreso real, que el procedimiento que se sigue para establecer esa renta no observa los principios del debido proceso, pues la Administración descarta prueba sin dar fundamento alguno y pretende que el contribuyente demuestre hechos negativos. Sobre el tema de la prueba y los principios procesales que debe observar la Administración en los procedimientos de determinación de renta sobre base presunta, en la  sentencia 1356-11, la Sala se extendió sobre el tema. Finalmente, los problemas relativos a la inversión de carga de la prueba que aduce el accionante, no derivan de ninguna de las normas impugnadas, por lo que el Tribunal no puede pronunciarse sobre ellos. La forma en que la Administración Tribunal aplica las normas constituye un tema que no le corresponde revisar a este Tribunal, aunque evidentemente las autoridades públicas deben respetar los elementos del debido proceso que esta Sala ha señalado en su jurisprudencia. En todo caso, resulta oportuno recordar al accionante que en la sentencia 5427-02, la Sala ratificó la constitucionalidad del soporte legal que tiene la renta presuntiva. En este sentido, si el accionante estima que la Administración Tributaria ha obviado elementos objetivos al establecer el monto de la renta presunta que le corresponde cancelar, ha lesionado principios básicos del debido proceso en el procedimiento tributario que se le ha seguido o ha aplicado o interpretado en forma incorrecta normas legales y/o reglamentarias, todo ello constituyen aspectos de legalidad que pueden ser analizados en la jurisdicción ordinaria. RF
3075-11. BIENES INMUEBLES. REALIZADOS POR PARTE DEL MINISTERIO DE HACIENDA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Párrafo Primero de la Ley de Impuesto Sobre Bienes Inmuebles, Ley No. 7509 del 09-05-95. La norma se impugna en cuanto dispone que el Organo de Normalización Técnica, órgano técnico especializado adscrito al Ministerio de Hacienda, será asesor obligado de las municipalidades, lo que contraviene el principio de autonomía municipal dispuesto en los artículos 169 y 170 de la Constitución Política. Señala que la Ley N. 7509 del 9 de mayo de 1995, reformada por la N.7729 del 15 de diciembre de 1997, trasladó a las municipalidades el cobro del impuesto que tiene como objetivo gravar los terrenos, las instalaciones o las construcciones fijas o permanentes que existan, siendo que un 96% de los dineros recaudados son invertidos en los intereses locales, un 1% para la ONT y un 3% para la Junta Administrativa del Catastro Nacional. La ley establece que las Municipalidades actúan con el carácter de administración tributaria, y se encargarán de realizar las valoraciones de los bienes inmuebles, de facturar, recaudar y tramitar el cobro judicial y de administrar en sus respectivos territorios los tributos que se generen. Sin embargo, a partir de la reforma operada por ley número 7729, se instauró el “Órgano de Normalización Técnica” (ONT) como un ente de desconcentración mínima adscrito al Ministerio de Hacienda, con el principal objetivo de garantizar una mayor precisión y homogeneidad al determinar los valores de los bienes inmuebles en todo el territorio nacional, además de optimizar la administración del impuesto. El ONT suministra a las municipalidades la metodología para elaborar los avalúos de los bienes inmuebles -la implementación de los métodos y plataformas para estos menesteres es una atribución exclusiva del citado órgano técnico, por lo que las municipalidades no pueden separarse de aquellos criterios, ni siquiera pueden crear márgenes de tolerancia distintos a los remitidos por dicho ente. Por ello, considera que los ordinales 169 y 170 de nuestra Carta Política, que provee a los Gobiernos Locales de autonomía política, normativa, tributaria y administrativa, son violentados por la norma impugnada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

3321-11. RESIDENCIA. SE ORDENA REPOSICIÓN DE EXPEDIENTE. Indica el recurrente que en su condición de padre en ejercicio de la patria potestad de la menor aquí amparada, presentó una solicitud de cédula de residencia a favor de la menor. Establece que quedó pendiente de aportar un certificado de nacimiento debidamente autenticado.  Dado que las autoridades peruanas tardan mucho para autenticar este tipo de documentos, solicitó una prórroga.  De esta forma, el 6 de enero de 2009, cuando por fin pudo presentar el documento debidamente autenticado, el expediente quedó completo, no obstante, el Subproceso de Valoración de la Dirección General de Migración y Extranjería le notificó que debía presentar de nuevo dicho certificado debidamente legalizado. Aduce que se presentó en varias oportunidades en las instalaciones de esa Dirección para que se le explicara la situación, pero siempre se le indicaba que tenía que aportar el documento porque faltaba el requisito.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Directora General de Migración y Extranjería, que ordene la reposición de piezas del expediente No. 135-327774 correspondiente a la solicitud de la amparada,  dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
FAMILIA
3745-11. MENORES. MEDIDA CAUTELAR SOBRE DEPÓSITO DE MENOR. Manifiesta la recurrente que el Patronato Nacional de la Infancia tomó la decisión de sacar a su hija y recluirla en otra casa de habitación. Indica que no convive con el padre de la niña -quien no la ve si no es en su presencia- ni con ninguna pareja. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia,  que en el improrrogable término de OCHO DÍAS contados a partir de la comunicación de esta sentencia, remita el asunto de la amparada al Juez de Familia competente, con el fin de que se pronuncie sobre la situación de la menor de edad. CL

3302-11. MENOR. NIEGAN ENTREGA DE MENOR RECIÉN NACIDA A SUS PADRES. Menciona el recurrente que las autoridades del Hospital de Guápiles se niegan, de manera injustificada, a entregarle a su hija, recién nacida, pese a que ésta se encuentra en perfecto estado salud y no existe ninguna orden administrativa -dictada por el PANI-, o judicial que así lo ordene. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General del Hospital de Guápiles, egresar del Hospital de Guápiles a la menor y entregarla, si criterio médico lo permite, al Patronato Nacional de la Infancia para su cuido y albergue en tanto se resuelve, en sede administrativa, la situación de la menor de edad tutelada. Se le ordena a la Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia, brindar albergue y cuido a la menor tutelada y resolver inmediatamente en vía administrativa la situación de ésta. CL

3083-11. MENORES. SOBRE DEPÓSITO DE MENOR EN EL P.A.N.I. Alega el recurrente que la Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia, les dio la custodia de una menor cuya adopción pretendían; sin embargo, sin debido proceso, les fue retirada de su hogar, aduciendo que fue un error de la Oficina haberles entregado a la menor, pues no estaban en la posible lista de adoptantes. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia de ordena a: LA APODERADA ADMINISTRATIVA Y JUDICIAL DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA acatar de forma inmediata lo dispuesto en la resolución de las ocho horas treinta minutos del veinte de diciembre del dos mil diez emitida por el Juzgado de la Niñez y la Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José y cumplir de forma inmediata con la prevención de la resolución de las once horas veinte minutos del doce de enero del dos mil once emitida por la misma autoridad judicial y a LA JUEZA DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA continuar con el trámite normal del proceso judicial tomando en cuenta que en el caso concreto priva el interés superior de la menor. CL

2695-11.  DIVORCIO. SEPARACIÓN DE HECHO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del inciso 8) del artículo 48 del Código de Familia, Ley N° 5476 de 2 DE Diciembre de 1973. El promovente cuestiona la norma, en el tanto estima ilegítimo que se obligue a quienes están separados de hecho, a esperar tres años, para poder optar por el divorcio. Por lo descrito, estima irrespetado el principio de autonomía de la voluntad, consagrado por el artículo 28 de la Constitución Política. Observa esta Sala Constitucional que el promovente alude, para sustentar su posición, a la sentencia No. 2008-16009 de las 08:34 hrs. de 29 de octubre de 2008. Dicho antecedente no es aplicable al caso concreto. En aquella oportunidad este Tribunal declaró inconstitucional el inciso 7) del artículo 48 del Código de Familia, pues forzaba a los cónyuges a permanecer unidos por tres años de previo a optar por el divorcio, sin importar que estuvieran de acuerdo en deshacer el vínculo, supuesto totalmente distinto al presente, en el cual no hay concierto de voluntades. Por consiguiente, en criterio de esta Sala Constitucional la acción resulta manifiestamente improcedente y así debe declararse. Se rechaza por el fondo la acción. RF

INTIMIDAD

2903-11. INFORMACIÓN. PODER JUDICIAL PUBLICA EN MEDIO DE COMUNICACIÓN FOTOGRAFÍA DE PERSONA EQUIVOCADA. Acusa el recurrente que por error se publicó en varios medios de comunicación, una fotografía suya, identificándolo como una de las personas más buscadas por el Organismo de Investigación Judicial, yerro que, posteriormente, fue reconocido por esa autoridad. Acusa que con esa actuación se dañó su imagen y perdió su empleo.  Se declara con lugar el recurso. Se advierte a la autoridad recurrida, abstenerse de incurrir nuevamente en la conducta que sirvió de mérito para la presente estimatoria. CL 

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
4199-11. DESAFILIACIÓN. SE ORDENA DAR TRÁMITE A SOLICITUD DE RETIRO DE SINDICATO. Alega la recurrente que renunció al Sindicato recurrido,  pese a lo cuál a la fecha se mantienen los rebajos de las cuotas, y tampoco se le ha devuelto los dineros deducidos en fecha posterior a su renuncia. En el presente caso constata esta Sala que la desafiliación efectiva de la recurrente a ese sindicato se da dos años después de su solicitud, por lo anterior lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se les ordena a los representantes del  Sindicato de Trabajadores de Comedores Escolares y Afines, adoptar las medidas correspondientes para que de inmediato se proceda a devolver a la amparada los montos correspondientes a cuotas de afiliación al Sindicato de Trabajadores de Comedores Escolares y Afines, que le fueron deducidos de su salario a partir del momento que solicito su desafiliación. CL
4120-11. DESAFILIACIÓN. OMITEN TRÁMITE DE DESAFILIACIÓN.  Alega la recurrente que el Sindicato recurrido le viene haciendo rebajos por concepto de afiliación; no obstante, que desde el 10 de mayo de 2005 había solicitado su desafiliación a esa organización. Concluye la Sala que  al estar desafiliada la recurrente y a pesar de ello se le volvieron a hacer rebajos de su salario por concepto de afiliación, es evidente que se ha dado una vulneración a su derecho de asociación, por lo que procede declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Sindicato Nacional de Conserjes (SINAC). Se le condena al  pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de la jurisdicción civil. Respecto al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública y el Tesorero Nacional, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

2746-11. DESAFILIACIÓN. SE ORDENA DAR TRÁMITE A SOLICITUD DE RETIRO.  Alega la recurrenteque desde el año 1998, presentó carta de desafiliación a dicho sindicato, sin embargo, le han seguido haciendo rebajos por concepto de afiliación, razón por la cual vía telefónica les ha solicitado que no le sigan rebajando sin su consentimiento. Indica que al no corregirse la situación, compareció personalmente sin recibir respuesta, al punto que cuando acude a la sede del recurrido, nunca se encuentran o está cerrado, por lo que ha sido imposible realizar el reclamo por escrito. Se declara  con lugar el recurso. Se le ordena a la  Presidenta del Sindicato Costarricense de Conserjes del Sector Público y Privado, que disponga, de inmediato, la desafiliación de la amparada como asociada de esa organización gremial. CL
2821-11. SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Aduce el recurrente que recibió una comunicación en la que se le informa su suspensión por el supuesto incumplimiento de los Estatutos, y que debía hacer el descargo correspondiente en la Asamblea de Asociados, ignorando el fundamento de la citada suspensión y sobre cuáles hechos debe hacer el descargo. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio del 27 de enero del 2011 que el Secretario a.i. del Consejo de Administración de la Cooperativa de Transportes y Servicios Múltiples de Taxistas (COOPETICO R.L.), le remitió al recurrente .CL

LIBERTAD DE TRANSITO

4122-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE SEMÁFORO PEATONAL EN LICEO JOSÉ MARTÍ DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que frente al Liceo José Martí  no existe un semáforo peatonal que permita cruzar la calle sin  arriesgar la vida  de los estudiantes y de las personas que transitan por el lugar. En este caso concluye la Sala  que  se constata que el Ministerio recurrido no ha emitido criterio al respecto a pesar de tratarse de una calle donde transitan estudiantes del Liceo en cuestión, por lo que el atraso en el estudio correspondiente pone en peligro su integridad física y, por ende, sus vidas. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, y al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, que, en el ámbito de sus competencias, disponer lo necesario para que se concluya el estudio para determinar la factibilidad técnica de la instalación o no de un semáforo peatonal frente al Liceo José Martí en un plazo de quince días contados a partir de la notificación de esta sentencia y, de considerarse técnicamente viable la instalación de ese dispositivo, instalarlo en el plazo improrrogable de dos meses, contado a partir de la conclusión del citado estudio. CL
4287-11 y 4288-11. VOLANTE. OBLIGACIÓN DE QUE LOS VEHÍCULOS TENGAN EL VOLANTE A LA IZQUIERDA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 32 inciso 1, apartado c), de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres, y sus reformas. La norma señala que todos los vehículos deberán cumplir, obligatoriamente, entre otros requisitos, con tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo. Acusa el recurrente que para la inscripción y circulación del vehículo no exige este  requisito.  Se cita el voto 3051-11. Se rechaza por el fondo la acción. RF

4165-11. PARTES DE TRÁNSITO. IMPIDE RENOVAR LICENCIA POR DEUDA DE PARTES DE TRÁNSITO. Señala  el recurrente que se le confeccionaron tres partes  de tránsito  cuando se encontraba probando su motocicleta. Refiere que se presentó ante el consejo recurrido a renovar su licencia y le informaron que no se podía debido a que tenía  unos partes pendientes de pago  y que lo conveniente era cancelarlos. Menciona que la negativa de renovar su licencia, le impide conseguir empleo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
3547-11. CERTIFICACION. PARA RETIRO DE PLACAS. Refiere el recurrente que solicitó al  recurrido  constancia en la que se indique que ya había cancelado un parte que pesa sobre su vehículo a fin de tramitar la orden de retiro de placas en el Juzgado de Tránsito,  pero le entregaron una certificación en donde dice que las placas están detenidas con motivo de un parte; pero no indican que el mismo fue cancelado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo de Seguridad Vial, disponer lo necesario para que se entreguen al actor las constancias que solicitó el 13 de diciembre de 2010 al Consejo, si no se hubiera hecho aún, en los tres días siguientes a la notificación de esta sentencia. CL

3051-11. VEHÍCULOS. OBLIGACIÓN DE QUE LOS VEHÍCULOS TENGAN EL VOLANTE A LA IZQUIERDA. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los artículos 32 inciso c) y 134 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Las normas señalan que los vehículos deben tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo y que el conductor  que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, se le impondrá una multa del 30% de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”. En este caso, considera la Sala que es legítimo que el Estado establezca diversos requisitos y condiciones para la circulación de vehículos automotores, sin que pueda considerarse que ello infrinja la libertad de tránsito, siempre y cuando se trate de requisitos que no resulten irrazonables. La exigencia de “c)Tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo”  tiene que ver con razones técnicas referidas al hecho de que en Costa Rica, se utiliza la conducción por la derecha de la vía y todo el sistema de señalización está diseñado para funcionar óptimamente bajo esa condición. La libertad de tránsito no implica la circulación irrestricta de cualquier medio de transporte, sino sólo la de aquél que reúna los requisitos y exigencias que el Estado considere convenientes para la seguridad de los bienes y las personas. Las normas cuestionadas tampoco lesionan el derecho de propiedad, pues como se señaló, lo que hacen es establecer requisitos para la circulación de vehículos automotores. El menor o mayor valor económico que pueda tener un vehículo que no cumpla con los requerimientos de las normas, no implica una afectación a la titularidad sobre el bien. Por último, no corresponde a la Sala pronunciarse en esta vía en relación con el alegato de la aplicación retroactiva de la ley. Se rechaza por el fondo la acción. RF

2820-11. PARTES DE TRÁNSITO. SE ORDENA DEVOLVER DINERO COBRADO EN DERECHO DE CIRCULACIÓN. Manifiesta el recurrente que se vio obligado a cancelar una boleta de citación al pagar el derecho de circulación de su vehículo, a pesar de que no se ha resuelto la impugnación que planteara contra dicha boleta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director Ejecutivo y al Encargado de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación, ambos del Consejo de Seguridad Vial, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se reintegre al tutelado el dinero correspondiente al pago que realizara para cancelar la boleta de citación 218200414. CL

MINORIAS
3769-11.PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE NIEGA EXONERACIÓN DE PAGO PARA IMPORTACIÓN DE VEHÍCULO. Manifiesta el recurrente que el amparado inició los trámites para que se le otorgara la exoneración del pago de aranceles de importación de un vehículo, sin embargo, le fue denegado de conformidad con lo dispuesto por la Ley número 8444 del catorce de abril de dos mil cinco, por cuanto no se encuentra dentro del grado de discapacidad en los términos establecidos en el artículo 2 de citado cuerpo normativo. Con base en la consideración dada en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

3747-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA ADECUAR EDIFICACIONES Y FUNCIONAMIENTO DE ASCENSORES EN MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. Alega el recurrente que tanto el local comercial denominado "Cero Estrés", ubicado en una segunda planta en Plaza Víquez, el "Bar Harrah´s" ubicado en San Francisco de Dos Ríos, y los permisos que se otorgan para las fiestas de fin y principio de año, incumplen la Ley 7600. Añade que el edificio del Concejo Municipal de San José, si bien instalaron un ascensor, el mismo no funciona. Se declara  con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de San José y al  Director del Área Rectora de Salud Sureste, que en forma coordinada giren las ordenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle a los propietarios de los negocios "Cero Estrés" y "Bar Harrah s " que en el plazo de SEIS MESES cumplan las obligaciones establecidas en la Ley 7600 "Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan accesar debidamente a dichas edificaciones. Igual orden para el edificio de la Municipalidad de San José, en cuanto al funcionamiento de los ascensores. En los demás sin lugar el recurso. CL Parcial

3298-11. INDIGENAS. DESARROLLO DE MINERÍA EN LAS COMUNIDADES INDÍGENAS. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 1 y 112 del Código de Minería, No. 6797 de 4 de Octubre de 1992. Las normas señalan que el Estado tiene el dominio absoluto, inalienable e imprescriptible de todos los recursos minerales que existen en el territorio nacional y en su mar patrimonial, cualquiera que sea el origen, estado físico o naturaleza de las sustancias que contengan. El Estado procurará explotar las riquezas mineras por sí mismo o por medio de organismos que dependan de él. Sin embargo, el Estado podrá otorgar concesiones para el reconocimiento, exploración, explotación y beneficio de los recursos minerales, conforme con la presente ley. Las concesiones no afectarán en forma alguna el dominio del Estado, y se extinguirán en caso de incumplimiento de las exigencias legales para mantenerlas. Asimismo, se indica en el artículo 112 que esta ley deroga todas aquellas leyes y reglamentos dictados respecto a la industria minera. A juicio del recurrente, se desconoce, el derecho de co-propiedad de las comunidades indígenas, a los minerales existentes en su territorio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto. RF

3086-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. RAMPAS DE ACCESO EN RECINTO PARLAMENTARIO. Manifiesta el recurrente que fue electo diputado de nuestro país, por lo que antes del 01 de mayo de 2010, coordinó una serie de visitas a la Asamblea Legislativa en conjunto con la Unidad de Discapacidad, con el propósito de determinar cuáles ajustes debían efectuarse para facilitar su acceso a los diferentes recintos parlamentarios, sin embargo, a la fecha sólo se ha realizado la rampa y la adaptación del servicio sanitario. Acusa que debía participar en la Sesión del Plenario de fecha 25 de enero de 2011, en ausencia del Jefe de Fracción de su partido, sin embargo, no pudo hacerlo, por cuanto aún no se ha construido la rampa que le permita ingresar a la Secretaría del Directorio y no existen indicios de que se vaya a hacer pronto, pese a que en reiteradas ocasiones ha llamado la atención respecto a esa situación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto. SL

3084-11. INDIGENAS. REPRESENTACION INDIGENA A NIVEL INTERNACIONAL DEBE SER CONSULTADA. Alega el recurrente que el Ministerio de  Relaciones Exteriores designó arbitrariamente al representante de los pueblos indígenas ante la IX Asamblea General del Fondo Indígena, a realizarse en España, sin ser tomadas en cuenta las diferentes organizaciones indígenas. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, consulte a los pueblos indígenas, el nombre de la persona desean los represente ante el Fondo Indígena por el resto del plazo del nombramiento, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
MUNICIPALIDAD
4205-11.  RÍOS. SE ORDENA DAR UNA SOLUCIÓN AL PROBLEMA QUE CAUSA EL DESBORDAMIENTO DEL RÍO CAÑAS  EN BARRIO SANTA ISABEL EN CAÑAS-GUANACASTE.  Alegan los recurrentes que son vecinos del Barrio Santa Isabel Arriba de Cañas, Guanacaste y desde el año mil novecientos noventa y ocho se presenta el problema de inundaciones en dicha comunidad producto del desvío del cauce del río Cañas, y los recurridos no le han dado solución. En este caso concluye la Sala  que se ha  propiciado un menoscabo al derecho al ambiente que  ha incidido también en el derecho a la salud, a la calidad de vida y a la seguridad de la población que habita en el Barrio Santa Isabel Arriba de Cañas, por cuanto la  Municipalidad  recurrida ha incurrido en serias omisiones lesionando los derechos fundamentales de los recurrentes. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto a la Municipalidad de Cañas, por menoscabo al derecho a la vida, a la integridad física y a la propiedad. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Cañas,  lo siguiente: a) girar de manera inmediata las órdenes necesarias y tomar las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para mitigar el problema del desbordamiento del Río Cañas en el Barrio Santa Isabel Arriba de Cañas, de tal forma que se garantice la vida, la integridad física y la propiedad de los vecinos del lugar; y b) que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y gire las órdenes respectivas, para que se ejecute de manera coordinada con el resto de instituciones estatales que deban intervenir, la reubicación de las familias que se encuentran en peligro inminente por el desbordamiento del Río Cañas en el Barrio Santa Isabel Arriba de Cañas. Se declara sin lugar el recurso respecto a los demás recurridos. CL Parcial

3726-11. VÍAS PÚBLICAS. PROBLEMA DE BASURA EN LAS INMEDIACIONES DEL HOSPITAL MONSEÑOR SANABRIA EN PUNTARENAS. Menciona el recurrente que el sector comprendido entre la parada de autobuses de Miramar y el Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas, se encuentra muy descuidado, lleno de desechos plásticos y basura, en tanto, las autoridades competentes no se preocupan por limpiar ese lugar. Indica que la respuesta  que le han dado al respecto, es que al mar tiran mucha basura o desechos provenientes de la meseta central, sin considerar el hecho de que con una limpieza profunda del lugar la situación mejoraría considerablemente. Manifiesta que esta situación se agudiza en época de invierno, de tal manera que se expone a la ciudadanía a enfermedades infectocontagiosas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, cumplir con las órdenes sanitarias 062-A-2010 y 063-A-2010, ambas del diecisiete de febrero del dos mil once. En cuanto al Ministerio de Salud se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

3729-11.  PARQUES. NIEGAN INGRESO Y UTILIZACIÓN DE ZONAS VERDES EN URBANIZACIÓN SANTA TERESITA EN SAN ISIDRO DE CORONADO. Mencionan los recurrentes que la Municipalidad  recurrida cobra un impuesto por trabajos a zonas verdes y limpieza de parques para la recreación de la Urbanización Santa Teresita y San Juan  de San Isidro de Coronado. Alegan que pese a que la comunidad paga dichos impuestos, la autoridad recurrida les niega el derecho a los parques y a las zonas verdes, ya que pone candado en dichos lugares. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Vásquez de Coronado, que de inmediato interponga las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que se elimine aquellos mecanismos de seguridad que impiden a la población el libre acceso y utilización de las áreas verdes y parques del cantón previstos para la recreación y práctica deportiva, sin perjuicio que pueda establecerse regulaciones razonables y proporcionales que aseguren la protección de estos bienes demaniales y la seguridad de la población usuaria. CL

3843-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE SEMÁFORO EN EL COCAL DE PUNTARENAS.  Refiere el recurrente que en el sector de El Cocal en Puntarenas se encuentra la entrada del Colegio de Sion, y en ese lugar no existe un semáforo peatonal que garantice a los estudiantes, al igual que todas las personas, cruzar la calle sin exponer la vida o la integridad física.  Refiere que las autoridades recurridas no han realizado ninguna acción para solucionar ese problema. Señala que todos los días al dirigirse  al trabajo sufre la misma situación, y la única respuesta es que en algunas ocasiones envían a la policía de tránsito a colaborar. En este caso establece la Sala que el mero hecho de la inexistencia de un semáforo en un determinado lugar no puede considerarse que constituya una violación de derechos fundamentales. La intervención de la Sala en estos casos procede una vez que se haya solicitado y determinado la necesidad y factibilidad técnica de instalar un dispositivo para la seguridad de las personas pero que la omisión de las administraciones responsables en instalarlo oportunamente ponga en peligro la vida e integridad de las personas, por lo anterior procede declarar sin lugar el recurso. SL

 3830-11. AGUAS. PROBLEMAS DE CANALIZACIÓN ESTANCAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES EN COLINDANCIA DEL LICEO FRANCO COSTARRICENSE. Alega la recurrente que frente al Liceo Franco Costarricense que se ubica en La Unión de Tres Ríos, transcurre una acequia o canal a cielo abierto, por donde desfogan aguas pluviales hacía una quebrada cercana. Dice que dicha acequia se utiliza también para el vertido de aguas servidas, en apariencia del citado centro educativo, pero también de algunos vecinos inconscientes que la contaminan con basura, desechos sólidos, líquidos, grasas, aceites quemados, entre otros. Señala que las mismas características de la acequia hacen que se empocen las aguas, lo que provoca que en época de lluvia se desborden por los alrededores del lugar. Menciona que interpuso ante las municipalidades  recurridas una denuncia requiriendo atención inmediata al problema apuntado, la municipalidad recurrida procedió a dar respuesta señalando una serie de medidas para dar solución al problema apuntado; no obstante, a la fecha, no se ha llevado a cabo ninguna acción para solucionar el problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente respecto de la Municipalidad de La Unión. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de La Unión, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se solucione el problema de indebida canalización y estancamiento de aguas pluviales y servidas en las colindancias del Liceo Franco Costarricense, así como que en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o representantes de ese centro educativo que den inicio a la construcción de las aceras faltantes frente a su propiedad, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley No. 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del Liceo Franco Costarricense de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de La Unión supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso de amparo. CL Parcial

3603-11. PATENTES COMERCIALES. ACUERDO DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Primer Párrafo del Inciso 2) del Acuerdo Municipal N°1, Artículo IV, Sesión Ordinaria N° 21 del Concejo Municipal de San José. El acuerdo instruye al Alcalde a suspender el otorgamiento de patentes comerciales de salas de juegos y/o autorizar máquinas de juegos, hasta que se pronuncie el Concejo Municipal con referencia a estos asuntos. Señala la Sala que contrario a lo que pretende hacer creer el promoverte, lo impugnado no instaura regulación alguna respecto de los establecimientos de máquinas electrónicas. Se trata de una directriz por medio de la cual el órgano referido instruyó a la Alcaldía de la corporación para que suspendiera el otorgamiento de patentes comerciales a las salas de juegos o autorizar máquinas de juego, hasta en tanto el propio Concejo. Resulta claro que el acuerdo cuestionado no establece requisitos adicionales a los preceptuados legalmente y, mucho menos  regula el ejercicio de cierta actividad comercial.  Sobre el reclamo de un plazo concreto para que el Concejo de la Municipalidad de San José emitiera su criterio, es importante tener claro que no es en la vía de la acción de inconstitucionalidad donde se debe determinar si cierto órgano del poder público ha incumplido o no los plazos legalmente establecidos para resolver cierto extremo, según sus competencias. Es en el recurso de amparo que se alegó como base del presente asunto donde se debe examinar la procedencia o no de la alegada tardanza en la cual ha incurrido el Concejo, para emitir el Reglamento. Se rechaza por el fondo la acción.  RF

3316-11. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE AGUAS NEGRAS  EN  URBANIZACIÓN EL ROCÍO EN MOZOTAL. Alega el  recurrente  que las autoridades recurridas no han realizado las gestiones necesarias a efecto de eliminar la grave contaminación que produce la descarga de aguas negras en las alcantarillas de la Urbanización El Rocío-Mozotal, las cuales, a su vez, se rebalsan, produciendo malos olores. Estima la Sala que si bien se acreditó que las autoridades recurridas, han tomado algunas medidas respecto a la problemática denunciada, lo cierto es que éstas no han sido suficientes para brindar una solución definitiva y, en ese sentido, erradicar la contaminación en cuestión, por lo anterior procede declarar con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Goicoechea, al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y a la Ministra de Salud, adoptar, de manera inmediata y coordinada, las medidas pertinentes que se encuentren dentro de la esfera de sus competencias, a efecto de que se solucione de forma definitiva, el problema de contaminación producido por el desbordamiento de aguas negras en la Urbanización El Rocío-Mozotal, en Ipís de Goicoechea.  CL

3301-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DISEÑO Y OPERACIÓN DEL ACUEDUCTO SANITARIO Y LA PLANTA DE TRATATAMIENTO EN NARANJO. Alegan las recurrentes que informaron a los recurridos sobre la carencia de una planta de tratamiento de aguas y un acueducto sanitario en el distrito central del Cantón de Naranjo; motivo por el cual presentaron un documento en las oficinas de los recurridos. Indican que el Departamento de Servicios de la Municipalidad de Naranjo, les respondió que ya se estaba llevando a cabo un estudio, además que la construcción de la planta de tratamiento y el acueducto sanitario no es una lucha de la municipalidad sino comunal y de disposición de usuarios.  Señala que de dicho estudio no han recibido información alguna. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, respectivamente, ambos de la Municipalidad de Naranjo, que de inmediato establezcan las acciones de coordinación que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que en el plazo improrrogable de dieciocho meses contados a partir de la notificación de esta sentencia, se finalicen todos los estudios técnicos y ambientales respecto de la factibilidad, diseño y puesta en operación del acueducto sanitario del cantón de Naranjo y de la planta de tratamiento correspondiente. Asimismo, para que dentro del plazo de dieciocho meses contado a partir de la finalización y aprobación de los estudios técnicos y ambientales correspondientes, se implemente y ponga en funcionamiento el acueducto sanitario y planta de tratamiento del cantón de Naranjo. CL

3043-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS Y CUNETAS  EN CALLE DE SAN DIEGO DE TRES RÍOS. Mencionan los recurrentes que presentaron una denuncia ante la Municipalidad accionada en la que alegaron la situación de escorrentía de aguas llovidas con lodo por las calles aledañas a un bar, así como el problema de ausencia de cunetas, falta de aceras y la disposición de la basura. Adicionalmente solicitaron la intervención para solventar el problema de contaminación por aguas negras del río los graves problemas de contaminación sónica. Alegan que a pesar de las constantes reiteraciones para que se normalice la situación, no se les ha dado respuesta a sus gestiones.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al: A) Alcalde Municipal de la Municipalidad de La Unión,  y al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de La Unión, que: 1) Dentro del plazo máximo de TRES DÍAS, contados a partir de la comunicación de esta resolución procedan a notificar a los recurrentes la respuesta al oficio presentado ante dicha municipalidad el 11 de junio del 2010. 2) De inmediato lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de DOCE MESES a partir de la notificación de la sentencia, se concluya el asfaltado de la calle Camachón y/o Calle Mesén en San Diego de la Unión de Tres Ríos y se realicen las construcciones necesarias para que dicha localidad cuente con cunetas, aceras y alcantarillado pluvial, debiendo coordinar lo pertinente con los demás órganos o entes estatales involucrados. B) La Ministra de Salud y al Alcalde Municipal de la Municipalidad de La Unión, y al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de La Unión, que cada uno de ellos dentro del ámbito de sus competencias, ejecute de manera inmediata y coordinada entre las instituciones que representan: 1) Darle trámite a la denuncia de los recurrentes en cuanto a contaminación del río y contaminación sónica mencionados, abrir cada uno un expediente e informar a los recurrentes de las acciones que se tomen respecto de la situación planteada. 2) Dentro de dicho expediente, adoptar las medidas y acciones que sean necesarias (entre ellas inspecciones y comprobar que el bar que se menciona cuenta con todos los permisos para operar, entre otras medidas y acciones) para comprobar o descartar que el río cercano al bar Blu River está siendo contaminado con aguas negras, y que el bar Blue River produce contaminación sónica, a lo que se refiere este amparo; y en caso de comprobarse estas situaciones, se ordene que se ajuste a derecho, o si corresponde, no se le permita al Bar mencionado continuar operando. CL

2760-11.  PERMISOS. SE OTORGAN  EN CANCHA DE BALONCESTO EN EL PASEO LOS TURISTAS DE PUNTARENAS PARA REALIZACIÓN DE CARNAVALES. Manifiestan los recurrentes que la Municipalidad  recurrida durante los días en que se  desarrollan los  Carnavales de esa provincia, varía el destino de una zona pública, específicamente, la cancha de baloncesto ubicada en el Paseo de los Turistas,  debido a que  arrienda  la citada zona pública a la Comisión de Carnavales, con el fin de   instalar una móvil de  comida rápida  en ese lugar. Refieren que con esa actuación se limita a los vecinos del Cantón Central de Puntarenas, el uso y disfrute de esa  zona pública deportiva y recreativa, con el agravante  de que los responsables de la móvil de comida rápida, no  hacen un buen manejo de los desechos sólidos.  Se declara con lugar el recurso únicamente por infracción del derecho a un medio ambiente sano. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Alcalde Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos del Cantón Central de Puntarenas, que deberán abstenerse, en el futuro, de incurrir nuevamente en actos similares a los que dieron lugar a esta estimatoria, pues, de lo contrario, podría ser sancionado con prisión de seis meses a tres años, o de sesenta a ciento veinte días multa (artículo 72 de la misma Ley). En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial.

2893-11. LOTE.  PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN QUE GENERA LOTE BALDÍO EN DESAMPARADOS. Manifiesta el recurrente que a pesar de que existe una denuncia interpuesta desde el mes de septiembre de dos mil nueve sobre la existencia de un lote enmontado y abandonado por su propietario, la autoridad recurrida no ha solucionado en forma definitiva el problema.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados, girar inmediato las instrucciones pertinentes a fin de solucionar definitivamente el problema denunciado por el amparado, respecto al lote baldío  Lo anterior dentro del término improrrogable de quince días a partir de la notificación de esta sentencia. CL

2908-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA DE CALLE EN LIBERIA.   Refiere el recurrente que desde el 14 de diciembre de dos mil diez la Municipalidad de Liberia inició una serie trabajos de mejora en la vía pública que dejaron inconclusos, lo que le impide ingresar con su vehículo a su casa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Liberia y al Director de la Región Chorotega del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que realicen todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y coordinen con las dependencias competentes, para que, en el plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a la reparación de la calle del sector conocido como INVU Sabanero No. 1 en Liberia, Guanacaste. CL

2926-11.  VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA TRASLADO DE FERIA DEL AGRICULTOR EN SAN RAFAEL DE HEREDIA. Alegan los recurrentes que han gestionado ante la Municipalidad recurrida la reubicación de la  feria del agricultor, debido a que su proximidad con sus casas de habitación genera no solamente obstáculo vial para el tránsito, sino que se ve afectado el entorno en materia ambiental, por contaminación sónica y la basura que dejan alrededor. En este caso concluye la Sala  que la Municipalidad recurrida lesionó los derechos constitucionales de los recurrentes, no solo por los derechos señalados, sino también por cuanto ni siquiera procedió a resolver el reclamo interpuesto desde el día 25 de octubre de 2010, lo que violenta además el derecho de los amparados a obtener una justicia administrativa pronta y cumplida, por lo que procede a declarar con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente del Concejo Municipal y a la Alcaldesa, ambos de la Municipalidad de San Rafael de Heredia,  que de inmediato a la comunicación de esta sentencia, trasladen la feria del agricultor a un lugar que reúna las condiciones sanitarias que de previo sean aprobadas por el Ministerio de Salud. Asimismo, en un plazo no mayor a tres días deberán resolver el reclamo planteado por los recurrentes y notificarles lo resuelto. CL

2923-11. AGUAS. PROBLEMAS DE CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES.  Señala la recurrente que la Municipalidad recurrida no resolvió un problema de aguas empozadas provenientes de un parque municipal que afectaba su propiedad, por lo que construyó un muro que ahora pretenden demoler, a lo cual no se opone pero pide que se le devuelvan los mismos materiales para poder resolver la situación. En razón de lo expuesto la  Sala procede declarar con lugar el recurso al determinar que la autoridad recurrida no ha cumplido oportunamente y con celeridad su deber de velar por los derechos de la amparada. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Ana,  suspender la demolición del muro de contención en cuestión, hasta tanto este municipio resuelva en forma efectiva el problema de canalización de las aguas pluviales que discurren por la propiedad de la recurrente. CL

2883-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REPARAR EL DIQUE DEL RÍO LIBERIA. Alegan los recurrentes que son vecinos de la Urbanización Chorotega de Liberia, y que desde hace más de cuatro años, se han visto afectados por inundaciones. Indican que la Municipalidad de Liberia, supuestamente basada en estudios que se costearon con recursos de la comunidad, comenzó a construir un dique y arregló un cabezal de aguas pluviales, pero no terminó, pese a que, en dos ocasiones, informaron la necesidad de que fueran concluidas. Explican que el veinte de agosto de dos mil diez las intensas lluvias causaron que el río se saliera de su cauce y provocara grandes inundaciones en la comunidad. Aducen que a pesar de que muchas personas estuvieron en riesgo, la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias no se presentó en el lugar. Sostienen que el dique cedió ante la fuerza de las aguas, dado que no estaba recubierto para soportar la presión, y las alcantarillas colapsaron. En este caso concluye la Sala que el problema de inundaciones sufridas por los vecinos de la Urbanización Chorotega fue planteado desde el año dos mil siete, siendo que, los trabajos realizados por la Municipalidad de Liberia, como limpieza de cauces y construcción del dique no solventaron el problema, por el contrario, éstos persisten, máxime que el dique a la fecha presenta fisuras, además de que las alcantarillas colapsaron por las lluvias. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Liberia y al Presidente del Concejo Municipal de Liberia, que en el plazo de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia, giren las instrucciones pertinentes y ejecuten las acciones necesarias para reparar el dique del río Liberia, además del sistema de disposición de aguas pluviales. Con relación al Ministerio de Salud se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

2922-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. DENUNCIA POR FUNCIONAMIENTO DE BAR EN PURISCAL. Alegan los recurrentes que los recurridos no han atendido debidamente la denuncia que interpusieron contra el negocio “El Escondite” por contaminación sónica. En este caso concluye la Sala que habiéndose determinado que la autoridad recurrida no ha cumplido oportunamente y con celeridad su deber de velar por la salud de los recurrentes, procede declarar con lugar el recurso únicamente contra el Ministerio de Salud. En consecuencia, se ordena al Director del  Área Rectora de Salud de Puriscal, que de INMEDIATO a la comunicación de de esta resolución, proceda a resolver e informar al amparado lo resuelto sobre la denuncia interpuesta por contaminación sónica. En cuanto a la Municipalidad recurrida se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
PODER EJECUTIVO
3741-11. PATRIMONIO CULTURAL. SE ORDENA RESTAURAR Y PRESERVAR LAS EDIFICACIONES DE LA ISLA SAN LUCAS. Menciona el recurrente que  las instalaciones del antiguo penal de la isla de San  Lucas se declaró patrimonio histórico, además como Refugio de Vida. Establece que el decreto reconoce que en los edificios del antiguo penal existen rasgos culturales que deben ser protegidos y el Ministerio de Cultura y Juventud tiene la obligación de invertir recursos en el mantenimiento de los bienes que tuvo a bien declarar como patrimonio histórico; no obstante, ninguna de las autoridades recurridas han presupuestado fondo alguno para la conservación de las referidas instalaciones, cuyo deterioro es importante ya que algunas se han derrumbado, debido a la inacción del Estado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al  Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, , al Ministro de Cultura y Juventud, al Director a.i. del Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural, a la Directora Ejecutiva del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, y al Alcalde Municipal del Cantón Central de Puntarenas, que adopten inmediatamente y de manera conjunta las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de proteger, restaurar y preservar las edificaciones de la Isla San Lucas, de lo cual se deberá rendir un informe a la Sala Constitucional, dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia. CL

3103-11. VÍAS PÚBLICAS.  SE ORDENA CONCLUIR  OBRA CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA PRÓSPERO FERNANDEZ Y COLOCACIÓN DE PUENTE PEATONAL Y PARADA DE AUTOBUSES EN POZOS DE SANTA ANA.  Alegan los recurrentes que por medio del Oficio 0057 DST-OF-042-2010 del 25 de enero de 2010, el Presidente del Consejo Directivo del Consejo Nacional de Concesiones del MOPT se comprometió a realizar una serie de obras sobre la autopista Próspero Fernández, en resguardo de la seguridad de los vecinos de Santa Ana, pero un año después no se han cumplido a cabalidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta a.i del Consejo Nacional de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes que de forma inmediata tome las acciones y gire las órdenes correspondientes a fin de que dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir la notificación de la presente resolución, concluya las obras en la carretera Próspero Fernández relativas a la colocación de un puente peatonal frente a Forum I así como a la construcción de paradas de autobús a la altura de Pozos de Santa Ana. CL

2698-11. CONCESIONES. OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DEL RECURSO HÍDRICO PARA LA GENERACIÓN HIDROELÉCTRICA. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Acuerdo del Consejo de Gobierno N° 1 y 2 de la Sesión 92 del 18/04/2008, Artículo 29 de la Ley General de Administración Pública y Artículo 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. En este caso se impugna el otorgamiento de derechos a la empresa Hidroeléctrica Aguas Zarcas, que es permiso precario en bienes de dominio público de rango constitucional y demanialidad de rango constitucional y especial. El recurrente acusa que el Consejo de Gobierno dispensó al Instituto Costarricense de Electricidad de los dictámenes C-445-2007 y C-043-2008 emitidos por la Procuraduría General de la República, mediante los cuales señaló la imposibilidad material de otorgar concesiones de recurso hídrico en virtud de laguna legislativa. Ninguna de las normas citadas en el acuerdo impugnado del Consejo de Gobierno le otorga competencias para determinar y conferir competencias a otros órganos del Estado. No existe la referida ley marco, ni hay órgano ni entidad pública competente para otorgar esas concesiones. Por otra parte, se argumenta que el Constituyente no habilitó al legislador ordinario para otorgarle al Consejo de Gobierno otras competencias distintas o complementarias a las que el artículo 147 constitucional le otorgó. No existe un norma jurídica, ni constitucional ni legal, que le confiera al Consejo de Gobierno el poder jurídico de otorgar competencias administrativas por medio de un simple acuerdo administrativo, en tanto lo único que existe a su favor es la atribución de dispensar a los Ministros de la obligatoriedad de los dictámenes vinculantes de la Procuraduría General de la República. El segundo argumento se refiere al reconocimiento, por parte del Consejo de Gobierno, de competencias al Ministerio del Ambiente y Energía para otorgar concesiones de explotación del recurso hídrico para la generación hidroeléctrica, sin considerar que para esos efectos concretos, no solo se requiere una expresa autorización legal que lo habilite, sino que además, por el artículo 121 inciso 14 de la Constitución Política, dicha potestad quedó reservada exclusivamente para el legislador. Finalmente se afirma que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos carece de competencias legales para otorgar esa tipología de permisos, dado que por razones ambientales impuestas por la aplicación derivada del artículo 50 de la Constitución, solamente se pueden otorgar concesiones o permisos, previo cumplimientos de los recaudos constitucionales y legales correspondientes. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad respecto de los artículos 29 de la Ley General de la Administración Pública, 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y  1° del Acuerdo No. 92 del Consejo de Gobierno de 18 de abril de 2008. En cuanto al artículo 2° del Acuerdo del Consejo de Gobierno No. 92 de 18 de abril de 2008, estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal Constitucional en la Sentencia No. 2010-12299 de las 14:45 hrs. de 21 de julio de 2010. En lo demás, se rechaza de plano la acción. SL

PRIVADOS DE LIBERTAD
3619-11. UBICACIÓN. DE OFICIALES DE POLICÍA. Manifiesta el recurrente que el Tribunal Penal recurrido ordenó que por la especial condición de sus tutelados, pues son policías y, con el fin de  evitar atentados contra su vida, dado que han recibido amenazas de muerte, debían ser remitidos a una Comisaría de la Fuerza Pública, a descontar el tiempo que les falta de prisión preventiva; no obstante, ello no se ha cumplido, pues los tienen en cárceles del Poder Judicial. En este caso consta que a los recurrentes se les ubicó en el en una instalación policial y no en un centro penal, -por razones de seguridad en virtud de que son policías-, mientras se hacían las gestiones de rigor ante las autoridades administrativas, éstos debieron permanecer en las celdas del Segundo Circuito Judicial de San José hasta que fue posible trasladarlos a la Policía de Proximidad de Hatillo, donde actualmente se encuentran descontando la prisión preventiva impuesta. Así, no es posible reprochar a las autoridades recurridas alguna omisión a su deber de proteger la integridad física a los aquí tutelados, pues mas bien fue en procura de ello, que se les mantuvo ahí en forma provisional. Se declara sin lugar el recurso. SL
3742-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO DE SAN JOSÉ. Acusan  los  recurrentes las condiciones de hacinamiento en el CAI San José, que consideran lesivos de sus derechos fundamentales. En este caso comprueba la Sala la existencia de hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional de San José, pues su capacidad es para 540 privados de libertad y a la fecha están ubicados 930 privados de libertad. Por lo anterior, procede declarar con lugar el recurso por violación al artículo 40 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena al Director a. i. del Centro de Atención Institucional San José, que adopten en el plazo de un año las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional San José, hasta llegar a su capacidad real. CL

3854-11. CONDICIONES. CENTROS DE DETENCIÓN POLICIAL. Alega el recurrente que las celdas de la Delegación Policial de Hatillo, lugar donde el tutelado cumple la prisión preventiva decretada en su contra, no reúnen las condiciones sanitarias adecuadas para permanecer privado de libertad. Se encuentra plena e idóneamente demostrado que las celdas de la Delegación Policial de Hatillo -donde descuentan el tutelado la prisión preventiva decretada en su contra-, no reúne las condiciones físicas y sanitarias mínimas para  albergar detenidos por  más  de seis  horas. En este particular, aunque esta Sala acepte que la reubicación dispuesta por el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, pretende garantizar la integridad física y vida de los encartados, presuntamente, amenazadas en el Centro de Atención Institucional de San José, por su condición previa de miembros de la Fuerza Pública, lo cierto del caso es la detención en condiciones infrahumanas supone un trato degradante para la dignidad del  tutelado.  Esto a su vez, contraría los requerimientos de normas de rango internacional como las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Juez del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, disponer, inmediatamente, el traslado del tutelado -y demás encartados, si se encuentran en las mismas circunstancias- a un lugar que posea condiciones físico- sanitarias y de seguridad adecuadas. CL

3338-11. VISITAS. LIMITAN INGRESO DE  HIJO MENOR A  CENTRO PENITENCIARIO.  Acusa el amparado que pese a que cumplió los requisitos exigidos para el ingreso de visita para su hijo menor de edad en el centro penitenciario, se le exige un nuevo requisito,  que consiste en una visita de campo al lugar donde vive el niño, lo cual no figuraba dentro de los requisitos que se le habían indicado. En este caso concluye la  Sala que es un aspecto que lejos de perjudicar la reunión con el niño la favorece, pues tal tipo de examen permite estudiar  la conveniencia de que el menor ingrese al Centro. Se declara sin lugar el recurso. SL

3481-11. ATENCIÓN MÉDICA. NIEGAN SUMINISTRO DE LENTES A PRIVADOS DE LIBERTAD. Alegan los recurrentes que son privados de libertad, con problemas visuales y sin recursos económicos. Indican que requieren anteojos para poder realizar sus actividades cotidianas; no obstante, la doctora que les atiende en el Centro Penitenciario les informó que la Caja Costarricense de Seguro Social no está suministrando el aparato a los asegurados que así lo requieran. En este asunto concluye la Sala que se ha dado un incumplimiento de las autoridades del Centro de Atención Institucional por cuanto no se ha logrado demostrar que la referencia médica emitida fuera debidamente gestionada ante las autoridades del Servicio de Optometría del Hospital, comprometiendo con ello la debida atención que debe otorgarse a los privados de libertad en materia sanitaria, por lo anterior procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Director General y  a la Doctora de la Clínica, ambos del Centro de Atención Institucional El Roble de Puntarenas, que de inmediato tomen las medidas necesarias y giren las órdenes que correspondan, para que emitan las referencias optométricas con las que se pueda remitir a los recurrentes al Área de Laboratorio Óptico, a fin de que, de acuerdo a la necesidad que requieran se les confeccionen los anteojos. CL

2951-11. UBICACIÓN. REUBICACIÓN COMO MEDIDA CAUTELAR POR PROBLEMAS CONVIVENCIALES. Argumenta el recurrente que las prórrogas de la medida cautelar de reubicación en celda individual impuesta a su defendida, carecen de la autorización del Juez Ejecutor de la Pena. En este caso concluye la Sala  que al haber protagonizado la amparada  un enfrentamiento con otra reclusa y por tener problemas convivenciales contra otras reclusas, la Administración Penitenciaria  tiene la facultad de someter a los privados de libertad a medidas cautelares, siempre y cuando se respeten sus derechos; se utilicen, únicamente, como forma excepcional de prevención y solución temporal de situaciones de eminente peligro temporal o institucional, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL
2751-11. VISITA CONYUGAL. SE LES NIEGA POR NO LLEVAR CURSO SOBRE VIOLENCIA. Menciona la recurrente que ha solicitado junto con su pareja la visita conyugal. Alega que les fue denegado el derecho, con la excusa de que deben llevar un curso sobre violencia, el cual no se imparte en este momento en ese centro. Menciona que las instituciones autorizadas lo impartirán en el mes de marzo, con una duración de dos meses, lo que significa más de  cuatro meses para la autorización. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

2801-11. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR LA ATENCIÓN QUE REQUIERE PRIVADO DE LIBERTAD. Reclama el recurrente que desde hace más de dos años sufre de varicocele izquierdo pero en la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma no le dan el tratamiento adecuado ni le brindan una solución a su padecimiento, lo que pone en peligro su salud. Se declara con lugar el recurso contra el Centro de Atención Institucional La Reforma. Se ordena al Director Médico de la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de su competencia para que de forma inmediata el recurrente sea referido al Hospital San Rafael de Alajuela para la valoración de su padecimiento de varicocele izquierdo. CL

2630-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO DE PÉREZ ZELEDÓN.  Indica el recurrente que se encuentra recluido en la Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón, y tiene noventa días de dormir en el suelo. Explica que otros privados de libertad tienen hasta seis meses de dormir en el suelo.  Agrega que tiene que convivir en el mismo ámbito con privados de libertad sentenciados y cuando él apenas es indiciado, lo que ocasiona tensiones por las diferencias de caracteres. Aduce que el hacinamiento es total, pues el centro de atención tiene capacidad para ochenta privados de libertad y actualmente hay ciento cuarenta. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General a.i., de Adaptación Social, y a la Directora del Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón, que de manera inmediata adopten las medidas correspondientes para que se cumpla lo siguiente: 1.- Se provea de camas o camarotes adecuados, a los privados de libertad de ese centro penitenciario, de manera que no duerman en el suelo. 2.- Se separe definitivamente a los privados de libertad indiciados de los que tienen la condición de sentenciados. 3.- Se ajuste la cantidad de privados de libertad a la capacidad real de alojamiento de ese centro penitenciario, de forma que se eliminen la sobrepoblación y el hacinamiento. En lo demás se desestima el recurso. CL Parcial.

SERVICIOS PUBLICOS
4142-11. SERVICIO DE INTERNET. NIEGAN INSTALACIÓN.  Indica que se presentó ante el instituto recurrido a solicitar el servicio de Internet residencial, pues reside  en Alajuelita,  pero se le denegó el servicio aduciendo que no había cobertura en  ese lugar. Se declara con lugar el recurso, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en lo que concierne a la acusada denegación al servicio de Internet y únicamente a los efectos de condenar al Instituto Costarricense de Electricidad al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

3777-11. SERVICIO DE TELECOMUNICACIONES. SUTEL NIEGA ACCESO A  INTERCONEXIÓN DE REDES DEBIDO A QUE NO SE HAN DEFINIDO LOS PRECIOS. Alega el recurrente que la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al emitir el Reglamento de Acceso e Interconexión de Redes de Telecomunicaciones, estableció en el artículo 32, que la Superintendecia accionada contaba con un mes posterior a la integración de su Consejo, para emitir la metodología para la determinación de los cargos de acceso e interconexión. No obstante lo anterior, más de un año después del plazo indicado vía reglamentaria, se promulgó por parte de la Superintendencia de Telecomunicaciones, la "Metodología para la Fijación de Precios de Interconexión", ello por medio de la resolución RCS-137-2010, la cual carece de una fórmula que permita determinar los precios de interconexión, por lo que no puede brindar los servicios para los cuales cuenta con autorización. Estima que la omisión en la determinación de los precios de interconexión por parte de la  Superintendencia, violentan flagrantemente los principios constitucionales de la libertad de comercio y el estimulo de la producción. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

3762-11. AUDIENCIA PÚBLICA. PARA DISCUTIR AUMENTO DE TARIFA  DE AUTOBUSES Manifiesta el recurrente que la autoridad recurrida convocó audiencia para discutir la petición de aumento de tarifario de las rutas  de transporte  de la empresa Autotransportes Granados Contreras S. A. Refiere  que toda la población afectada se presento el día de la audiencia para  solicitar que el aumento tarifario no fuera tan elevado, así como pedir mejoras al servicio, pero se les informó que el aumento tarifario fue acordado y concedido a la empresa autobusera desde el 04 de octubre del 2010. Indica que se esta violentando el derecho al debido proceso, ya que se les convoca a audiencia para discutir un aumento que ya había sido aprobado desde antes. En este caso  concluye la Sala que la audiencia tuvo por objeto permitir el ejercicio del derecho a la participación de la comunidad y todas las inquietudes fueron resueltas con anterioridad a la toma de la decisión administrativa, por lo antes expuesto se declara sin lugar el recurso. SL
3810-11. SERVICIO TELEFÓNICO CELULAR. SE NIEGA CAMBIO DE TECNOLOGÍA CELULAR POR DEUDA PENDIENTE. Acusa el recurrente que las autoridades del Instituto Costarricense de Electricidad lo están obligando a cambiarse de tecnología celular y, para esos efectos, le ofrecen un nuevo aparato telefónico. Sin embargo, cuestiona que, en su caso particular, las autoridades recurridas no quieren entregarle el teléfono, porque, supuestamente, tiene deudas pendientes en otros servicios celulares.  Solicita que se suspenda la desactivación de la Red TDMA hasta que el Instituto Costarricense de Electricidad le entregue, a cambio, un teléfono celular en forma gratuita. En el presente asunto estima la Sala que no se logró demostrar en autos que la institución recurrida se haya negado, en forma ilegítima, a cumplir las disposiciones de la Superintendencia de Telecomunicaciones a fin de asegurar la migración de tecnología celular, por lo antes citado procede declarar sin lugar el recurso. SL
3548-11. SERVICIO DE FERRY. CONDICIONES. Menciona el recurrente que en la actualidad no existe una terminal de Ferry en donde se pueda esperar el transporte que va hacia las playas de Tambor y Naranjo, por lo que los usuarios de ese medio se ven expuestos a enfermedades como cáncer en la piel y en épocas de lluvia a sufrir infecciones respiratorias, lo que pone en peligro la vida de las personas adultas mayores, niños, niñas y personas con discapacidad. Añade que ese último grupo no pueden abordar el Ferry en vista de la carencia de una rampa. Agrega que en el sitio no existen servicios sanitarios ni lavamanos, lo que coloca en grave riesgo la salud de los usuarios de ese medio de transporte. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, y al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, proveer lo necesario, dentro del marco de sus competencias y lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo #33616-MP-MOPT-TUR, para que en los seis meses siguientes a la notificación de este amparo se inicien las obras de la terminal de transbordadores de Puntarenas, Barrio El Carmen, las cuales deberán concluir dentro de un plazo razonable, con respeto del derecho de acceso al espacio físico de las personas con capacidades especiales. En cuanto a la Municipalidad de Puntarenas, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial

3579-11. SERVICIO DE AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO NIEGA ABASTECIMIENTO DE AGUA DE NACIENTE A CENTRO EDUCATIVO EN LIMÓN. Manifiestan los recurrentes que los propietarios del inmueble donde se ubica el pozo que provee de agua a  la  Escuela de Buenos Aires de San Clemente, Valle de la Estrella se niegan a permitir que se siga abasteciendo a los educandos; situación que se agrava, con la calidad de agua que se les suministra a los menores y personal docente y administrativo de dicha institución. En este caso concluye la Sala que aunque el  Instituto  recurrido, indica que es  técnicamente imposible suministrar el vital líquido a la comunidad de Buenos Aires de San Clemente, por cuanto el sistema más cercano se encuentra bastante alejado, en la comunidad de Cahuita. Se estima que en este caso, no puede obviarse su responsabilidad como ente rector de la materia. No obstante podrían haberse adoptado medidas temporales para garantizar que los educandos del centro educativo en cuestión reciban agua potable para satisfacer sus necesidades, mientras se logra alcanzar una solución definitiva al problema reclamado, por lo antes apuntado procede declarar parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la calidad del recurso hídrico que recibe la Escuela de Buenos Aires de San Clemente. Se ordena al  Director de la Región Huetar Atlántica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de inmediato disponga los estudios necesarios para determinar si el recurso hídrico que recibe ese centro educativo es potable o no y establecer las opciones de prestación del servicio, si esto resultare necesario para resolver el problema planteado en este recurso. Además, en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, deberá estar definido el tema y separados los recursos necesarios -si fuera preciso, mediante modificación del presupuesto ordinario o mediante presupuesto extraordinario- para garantizar que el centro educativo recibirá agua potable. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

3355-11. CORREO ELECTRÓNICO. SUSPENDEN CUENTA DE CORREO ELECTRÓNICO.  Manifiesta el recurrente que Radiográfica Costarricense le suspendió su cuenta de correo electrónico, de manera unilateral y sin notificación previa, pues supuestamente, había enviado correo SPAM desde su cuenta. Alega haberse comunicado con la autoridad recurrida, sin embargo, a la, aún no había recibido respuesta.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

3556-11. SERVICIO DE AGUA. PROBLEMAS POR CALIDAD DEL SUMINISTRO DE AGUA EN JESÚS MARÍA DE TURRIALBA. Mencionan los recurrentes que desde el año 2004 entró en funcionamiento la Asociación Administradora del Acueducto Rural Las Brisas, bajo la intervención del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, la cual suministra el servicio de agua potable a la comunidad de Jesús María de Turrialba.  Refieren que el agua que llega a sus casas no es apta para el consumo humano, lo que pone en riesgo la salud de los vecinos.  Indican que tanto el Instituto como la Asociación recurrida han solicitado en varias ocasiones a la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos el otorgamiento de aumentos en el costo del servicio de agua, sin cumplir con una serie de requisitos para que el agua sea potable.  Señalan que el  Área Rectora de Salud de Turrialba le comunicó a la Presidenta de la Asociación accionada el resultado del Análisis Microbiológico realizado por parte del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, del agua que suministra el Acueducto, en el cual se evidencia que éste no cumple con los criterios necesarios para el consumo humano, dada la cantidad de coliformes detectados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso, por lesión al derecho al agua potable. Se ordena a la Presidenta de la Asociación Administradora de Acueducto y Alcantarillados Sanitarios de Las Brisas de Jesús María de Turrialba, al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, y a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba, en el marco de sus competencias, terminar de cumplir el plan de mejoras del acueducto de Las Brisas, dentro de plazos razonables; y mantener constante supervisión tanto de la ejecución de las mejoras como de la potabilidad del agua del acueducto. En cuanto se impugnan las tarifas fijadas por la prestación servicio y las consecuencias de la omisión de pagarlas, se declara sin lugar el amparo. Se tiene por desistido el recurso respecto de la actora. CL

3346-11. AUDIENCIA PÚBLICA. PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN REGLAMENTO INTERNO DE ARESEP. Indica el recurrente que en la publicación del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos y sus Órganos desconcentrados, no se convocó a la audiencia. Establece esta Sala que el hecho de no haber convocado a la audiencia fue porque, no es un reglamento de alcance o carácter general, sino que es de organización interna, razón por la cual se creó una Comisión, a fin de someterlo a consulta y promover de esa manera, la participación exclusiva de los funcionarios de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL

3540-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE SERVICIO. Acusa la recurrente que alquila una vivienda al recurrido, y que por problemas de liquidez adeudaba dos meses, ante lo cual éste procedió a suspender los servicios de electricidad. Este caso concluye la Sala que el arrendante de un inmueble, al ejercer esa actividad económica ha de consciente de sus obligaciones y de las del arrendatario, debidamente formuladas en la ley respectiva, que prohíbe expresamente al propietario suprimir ni reducir los servicios de acueducto, alcantarillado, electricidad ni otros necesarios para el uso y goce de la cosa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al recurrido, proceder a la inmediata reconexión de los servicios de electricidad en la vivienda que arrienda a la actora y se le advierte que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 63 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no debe incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este amparo. CL

3112-11. SERVICIO DE AGUA. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO. Manifiesta el recurrente que presentó solicitud de conexión a la red de agua potable ante las entidades recurridas, las que fueron rechazadas  alegando  no estar facultadas para brindar el servicio en el sector donde se encuentra su propiedad. Estima esta Sala que el presente asunto debe de declararse con lugar ante la denegatoria del  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de realizar los estudios técnicos pertinentes.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director Oficina Regional Central Este del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de inmediato interponga las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia, un ingeniero de la institución realice los estudios técnicos pertinentes para valorar la capacidad del acueducto administrado por la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Cipreses de Oreamuno, y los requerimientos técnicos que debe cumplirse para la extensión de un ramal que brinde el servicio de agua potable al recurrente. CL

3227-11. SERVICIO TELEFONICO. I. C. E. NIEGA INFORMACIÓN DE LLAMADAS RECIBIDAS. Señala la recurrente que la institución recurrida no le ha brindado la información de llamadas entrantes a sus dos números telefónicos, para los cuales tiene contratado el servicio de identificación de llamadas; también pide que intervenga contra los presuntos reiterados abusos por parte de un tercero que le dirige llamadas mortificantes. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por vulneración del derecho a la información de la recurrente y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del ICE,  que disponga lo necesario para que se entregue a la recurrente el detalle de llamadas entrantes a sus números telefónicos en los periodos solicitados, dentro de tercero día, contado a partir de la notificación de la sentencia. CL

2912-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. NIEGAN INSTALACIÓN Refiere la recurrente que  solicitó la instalación del servicio de electricidad en su propiedad, pero  la empresa recurrida le indicó que para ello era necesario llevar a cabo una extensión de la línea, cuyo costo aproximado de es 4 millones de colones, el cual debía ser costeado por la solicitante. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al  Gerente de la Cooperativa de Electrificación Rural de los Santos R.L. llevar a cabo las obras de mejora de infraestructura necesarias para brindar a la recurrente el servicio eléctrico que requiere, en condiciones óptimas y estándares de calidad y eficiencia, todo dentro del plazo de DOS MESES contados a partir de la notificación de la presente resolución. CL

2888-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO ELIMINA SUMINISTRO DE ELECTRICIDAD. Indica el recurrente que su arrendante le desconectó el servicio de electricidad. Asimismo solicita a Sala intervenir para  recuperar una vivienda de su propiedad, arrendada por un tercero que no quiere desalojarla. En este caso establece la Sala que independientemente, de si el recurrente adeuda o no mensualidades por concepto de alquiler, el arrendante no puede, por mano propia, desconectar un servicio público como medida de coerción para que desaloje el bien inmueble. En cuanto al otro extremo alegado establece que si desea desalojar al amparado y a su familia o cobrar las mensualidades dejadas de percibir, deberá acudir a las vías legales respectivas, motivo por el cual procede declarar parcialmente con lugar el recurso por la suspensión del servicio de electricidad. Se le ordena al recurrido restablecer, inmediatamente, el servicio de electricidad en la vivienda que ocupa el amparado. CL Parcial
2892-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. RETARDO EN LA INSTALACIÓN. Reclama la recurrente que la inercia de las autoridades recurridas en atender su gestión de solicitud del servicio eléctrico en su casa de habitación, lesiona su derecho a contar con un servicio eléctrico adecuado. En este caso concluye la Sala que la institución recurrida no ha actuado de forma célere, eficaz y eficiente, con el agravante que ni tan siquiera se justifica debidamente ante este Tribunal por qué no procedió ella misma a acondicionar el lugar y cobrar después el costo a la amparada, una vez que la recurrente ya había conseguido el permiso del propietario de la propiedad privada en donde procedía instalarse la base del medidor. En razón de lo anterior procede declarar con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Gerente General de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz S.A., girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para instalar de inmediato el servicio de electricidad solicitado por la recurrente, debiendo acondicionar todo lo necesario (la base del medidor, la acometida eléctrica, el interruptor principal, la conexión de puesta a tierra y cualquier otro que técnicamente se determine), y proceder posteriormente de ser procedente según la normativa a cobrarle a la recurrente los costos de dicho acondicionamiento. CL
2905-11. SERVICIO DE AGUA. SE PRESTA EN FORMA IRREGULAR. Aduce el recurrente que la Asociación Administradora del Acueducto Rural del Puerto Soley-El Jobo de la Cruz de Guanacaste, brinda a las comunidades un servicio de agua irregular, siendo que desde el once de enero de  este año,  no se les brinda del todo el servicio indicado. Efectivamente comprueba esta Sala que el servicio de agua potable que actualmente se está brindando en las comunidades de Puerto Soley, el Jobo y Tempatal no es eficiente, por lo que la ASADA amparada no ha cumplido fielmente con sus deberes, lo que ha implicado un detrimento en el servicio de los amparados de agua potable, razón por la que se declarara con lugar el recurso, y se ordenando al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y a la  Presidenta de la Asociación Administradora del Acueducto Rural del Puerto Soley-El Jobo, que dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, ejecuten de manera coordinada las acciones que sean necesarias y las obras requeridas para solucionar en las comunidades de Puerto Soley, Tempatal y El Jobo ubicados en el Cantón de la Cruz de la Provincia de Guanacaste el problema que se presenta con el servicio de agua potable. CL

2635-11. SERVICIO DE AGUA. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO. Alega el recurrente que el amparado es  propietario de un inmueble ubicado en Coco de Siquirres, motivo por el cual  en el año dos mil seis, presentó una solicitud de la paja de agua ante la Asociación accionada. Argumenta que siete meses después se terminó de construir una vivienda en dicho inmueble, pero lo cierto es que el amparado no ha podido trasladarse a esa casa,  toda vez que no cuenta con la paja de agua, a pesar de que ha solicitado en varias ocasiones que le brinde ese servicio. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos en perjuicio del amparado. Se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto de El Coco, Moravia y Siquirres, proceder a proveer al recurrente el servicio de agua potable en el momento en que exista disponibilidad de recurso hídrico. CL

2637-11, 2638-11. SERVICIO TELEFÓNICO. NIEGAN ACTIVAR SERVICIO DE INTERNET EN TELÉFONO CELULAR POR NO TENER SELLOS DE SUTEL. Aduce la recurrente que compró un teléfono celular de tercera generación que cumple con las especificaciones técnicas señaladas del Instituto Costarricense de Electricidad. Alega que solicitó el  servicio de Internet y la funcionaria que lo atendió que no se le puede brindar, porque el teléfono no tiene los sellos que dispuso la Superintendencia de Telecomunicaciones.  Indica que presentó recurso de apelación contra la citada resolución y le informaron que se debe cumplir con la misma. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a la Superintendencia de Telecomunicaciones. Se ordena al Presidente del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones, disponer de inmediato las medidas necesarias para garantizar que los operadores o proveedores de servicios de telecomunicaciones disponibles al público, activen en sus redes, aquellos aparatos telefónicos cuya marca, modelo y versión de software, firmware y sistema operativo, correspondan a las mismas características de los teléfonos celulares homologados por la Superintendencia de Telecomunicaciones, aún cuando no cuenten con el identificador de homologación, siempre y cuando cumpla con los otros requerimientos establecidos en el Ordenamiento Jurídico. Lo anterior en el entendido de que el usuario o consumidor asume bajo su propia responsabilidad, y renuncia a futuras reclamaciones por problemas de calidad del servicio. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
2480-11. SERVICIO DE AMBULANCIA. NIEGAN SERVICIO DE TRASLADO EN AMBULANCIA. Alega el recurrente que debido a un accidente de tránsito que sufrió le otorgan citas en el Albergue del Instituto Nacional de Seguros en San José. El traslado a dicho lugar se lo ha brindado la Cruz Roja de Buenos Aires o la de San Vito, quienes lo llevan, esperan que sea atendido y lo devuelven a su casa, pues aunque usa muletas, tal condición no le permite trasladarse por sus propios medios. Alega tenía una nueva cita, pero se le dijo que no le volverían a brindar transporte, medida para la cual no se le brindó justificación alguna. Del estudio del expediente este Tribunal no acredita la lesión a los derechos fundamentales del amparado, porque se extrae que fue atendido en forma integral y oportuna, se le brindaron las atenciones médicas que su condición de salud ameritaba. En relación a los servicios de ambulancia, bajo juramento se indica que los mismos se otorgan para el traslado de paciente cuyo estado de salud se encuentra verdaderamente comprometido. Y que para el día que menciona el recurrente, 4 de febrero del 2001, la fractura de su pierna ya estaba consolidada y, en consecuencia, el paciente puede transportarse por sus propios medios, es decir, no requiere el transporte en ambulancia, sino lo que procede es el pago de pasajes. En virtud de ello, este Tribunal no evidencia ninguna actuación arbitraria realizada por parte de las autoridades recurridas. Por lo expuesto, lo procedente es desestimar el recurso. SL
















